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de 1949.
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el Derecho a la Igualdad ante la ley consagrado en el Artículo 24 de la

Convención.

C. Violación del Derecho a la integridad consagrado en el Articulo 5 de la

Convención Americana, en una situación de conflicto armado de

conformidad con el Art. 3 comUn a los cuatro convenios de Ginebra

de 1949, Y en conexión con los artículos 1 y 2 de la Convención

Americana para prevenir y sancionar la tortura.

A. Wilson Garcia Asto.

B. Urcesino Ramirez Rojas

C.1.violación del derecho a la integridad personal consagrado en el

articulo 5 de la Convención en conexión con la obligación a la

protección a la familia consagrado en el Art. 17 Y el respeto y

garantía de los derechos que consagra el Art. 1.1 de la

Convención Americana.

D. Violación del derecho de protección de la honra y de la dignidad,

consagrado en el Articulo 11 de la Convención.

A. Wilson Gareía Asto

B. Urcesino Ramirez Rojas

E. Violación del Artículo 25 en conexión con el Art. 1.1. de la Convención

Americana

A. Wilson Gareía Asto

B. Urcesino Ramírez Rojas

F. Violación del Artículo 2 de la Convención Americana sobre derechos

humanos (adopción de disposiciones de derecho interno) en conexión

con el Articulo 6 de la Convención Interamericana para prevenir y

sancionar la

IV. Reparaciones, Gastos y Costas

V.Petitorio
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DEMANDA DE WlLSON GARCIA ASTO Y URCESINO RAMíREZ ROJAS
ANTE LA CORTE INTERAMERlCANA DE DERECHOS HUMANOS

CONTRA EL ESTADO DE PERÚ

CASO 12.413
WILSON GARCíA ASTO Y URCESINO RAMíREZ ROJAS

1. ASPECTOS GENERALES

A. INTRODUCCiÓN

1. Wilson Garcia Asto y Urcesino Ramirez Rojas (en adelante "las víctimas"),
presentan ante la Honorable Corte Interamericana de Derechos Humanos (en
adelante "la Corte Interamericana" o "la Honorable Cortei el escrito de solicitudes,
argumentos y pruebas en el caso 12.413. de Wilson García Asto y Urcesino
Ramirez Rojas contra el Estado de Perú (en adelante el "Estado peruano", "el
Estado" o "Perú") conforme a lo dispuesto en los articulos 23.1 y 36.1 del
Reglamento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (en lo sucesivo "el
Reglamento de la Corte").

2. El 22 de junio de 2004, la Ilustre Comisión Interamericana de Derechos Humanos
(en adelante la "Comisión Interamericana", "la Comisión", o "la CIDH") presentó
ante la Honorable Corte su demanda en el caso de Wilson García Asto YUrcesino
Ramírez Rojas, de confonnidad con lo dispuesto en los artículos 44 y 51.1 de la
Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante, "la Convención" o
"la Convención Americana") y 32 Y33 del Reglamento de la Corte. por la violación
de los derechos consagrados en los artículos 7, 6 Y9 de la Convención Americana,
en conexión con el articulo 1.1 de la Convención Americana. así como por la
violación del artículo 2 de la misma Convención.

3. las víctimas. respetuosamente. soIiciIamos a la Honorable Corte que establezca la
responsabilidad internacional del Estado de Perú, por el incumplimiento de sus
obligaciones intemacionales al detenemos de manera arbitraria, sin orden judicial y
sin que estuviéramos en estado de flagrancia, y por seguir los procesos penales a
los que fuimos sometidos Y seguimos siendo sometidos bajo la acusación de la
comisión del delito de terrorismo; específicamente, soIciIBmos a la Honorable
Corte que dedare que el Estado peruano es responsable intemacionalmente de la
violación, en nuestro perjuicio, del derecho a la libertad personal (articulo 7), del
derect10 a las garantías judiciales (articulo 8), Y del principio de JegaIidad Y
retroactividad (articulo 9). en conexión con la obligación de respetar los derechos
(articulo 1.1) Yel deber de adoptar disposiciones de derecho intemo (articuI02),
todos de la Convención Americana. Asimismo, solicitamos a la Honorable Corte
que establezca que el nuevo juzgamiento conforme a la legislación modificada en
febrero de 2003 y dictada de acuerdo con los criterios establecidos en la sentencia
del Tribunal ConstiIucionaI del Perú, implica un nuevo incumplimiento por parte del
Estado peruano del deber de adoptar disposiciones de derecho interno,
consagrado en el artículo 2 de la Convención Americana, que configura no sólo
una nueva responsabilidad del Estado, sino una de naturaleza agravada por su
resislenáa a cumplir con sus obligaciones en el marco de la Convención.

4. Adicionalmente, solicitamos a la Honorable Corte que establezca la
responsabilidad del Estado por la violación del derecho a la integridad personal
(articulo 5) en conexión con el deIecho a la protección a la famiIía (articulo 17), yel
derecho a la igualdad (artículo 24); del derecho a la protección judicial (artículo

.- ---- -------_ ...._--_._-----------------___ o __
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25) , Y del derecho a la honra y a la dignidad (articulo 11) en conexión con el
derecho a la libertad de pensamiento y de expresión (artículo 13), todos en
conexión con la obligación de respetar los derechos (articulo 1.1) Y el deber de
adoptar disposiciones de derecho intemo (articulo 2), consagrados en la
Convención Americana.
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5. Nuestro esaito se basa en los fundamentos de hecho expuestos por Celia Asto
Urbano (madre de WiIson Garcia) y Pedro Ramirez Rojas (hermano de Urcesino
Ramirez Rojas) durante el trámite del caso ante la Comisión y en los que han sido
expuestos por éste en su demenda ente la Corte; y no serán reiteredos por
consIderaI1o innecesario. Nos centraremos en mencionar las razones de hecho no
expuestas por la Comisión en su demanda pelo que fueran puestas en
conocimiento de la Comisión durante el trámite del caso ante ella, y que
consideremos necesarias para probar y argumentar la violación de los derechos
mencionados. que alegaremos en el capítulo sobre fundamentos de derecho.
Solicitamos a la Honorable Corte que. en virtud del principio jura no vi! curia,
establezca las violaciones mencionadas.
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6. Wilson Garcia Asto y Urcesino Ramirez Rojas, ambos fuimos detenidos por la
PolicIa Nacional del Pení (PNP) en 1995 y 1991 . raspeclivamente. Fuimos
conducidos, a las instalaciones de la Dirección Nacional contra el Terrorismo (en
adelante DINCOTE), en el caso de Wilson Garcia Asto, y a la Dirección Regional
contra el Terrorismo (DIRCOTE), en el caso de Urcesino Ramírez Rojas'. Nuestras
condicionas personales de estudiante universitario y miembro de un partido de
izquierda fueron determinantes para nuestra detención contraria a la ley,
acnsación. procesamiento y condena por el delito de terrorismo. En las
instalaciones de la policía, pennanecimos incomunicados hasta el momento de la
prestación de nuestra manifestación policial; no tuvimos comunicación con
nuestros abogados; fuimos víctimas de lOI1ura física Y psicológica. Una vez que
fuimos conducidos a las instalaciones penilenciarias, fuimos privados de nuestra
libertad en condiciones inhumanas. humillantes y degradantes. con lo cual se
infringieron los estándares internacionales; fuimos privados de toda posibilidad de
beneficios penitenciarios, Y pese a que la nonna legal que regula tates beneficios
fue modificada poslerionnente en el año 2003 -con los nuevos decretos
legislativos, específicamente el 927-. permanece un desigual tratamiento respecto
a otras personas privadas de libertad, por el hecho de haber sido condenados por
el delito de terrorismo. En el caso específico de Urcesino Ramirez Rojas, fui
víctima de la falta de prevención del Estado, del uso d • de la
fuerza, de trato cruel. inhumano y degradante durante el operativo "Mudanza 1",
ocurrido entre los días 6 a 9 de mayo de 1992, y durante los días posteriores.

7.. El proceso penal seguido contra Wilson Garcia Asto por delito de terrorismo,
mediante el cual se me condenó a veinte (20) años de privación de la libertad, fue
anulado el 2 de enero de 2003 como consecuencia de la acción de hábeas corpus
inlelpuesta a mi favor, en cuya decisión se dispuso el inicio de un nuevo plOceso
en mi contra por delito de terrorismo. con base en los mismos hechos. En este
segundo proceso iniciado el 10 de marzo de 2003z, caracterizado por una evidente
desigualdad de lIITll8S, fui absuelto el 5 de agosto de 2004 Y me encuentro en
libertad desde el 6 de agosto de 20033

• Sin embargo, el representante del
Ministerio Público interpuso recurso de nulidad en contra de dicha sentencia

._ 0 0 _ . _ _ . _. __0._. __

1 La OIRCOTE se convirtió a partir de 1992 en la DlNCOTE; ambss funciooaon en las mismas
i~ ..,Ia Avenida Es¡>a/la sin Urna.
2 Véaoe Anuo Z1 de la DerNnla de la CIOH
, Mi abogado _ ha soIidI.ado copia de la sentencia y de las aclas de la audiencia, las mismas que
no se me han Dlorgado a 'a fecha. Ver Anexo 1.
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absolutoria. por lo cual mi situación ante la justicia penal se encuentra pendiente
del pronunciamiento de la Sala de Terrorismo de la Corte Suprema de Justicia de
mi país. En consecuencia. la libertad dispuesta a mi favor no se encuentra
definitivamente establecida y. por el contrario se encuentra en riesgo. luego de
nueve años de injusta delención.

8. En el caso de Urcesino Ramírez Rojas. fui condenado a 25 años de privación de la
libertad. Se interpuso unll acción de hábellS corpus en mi favor. en septiembre de
2002. la que fue declarada fundada por e! Tribunal Constitucional del Perú el 27 de
marzo de 20034

; en la decisión se dispuso que se IInulllra e! juicio oral y la
acusación fiscal. de confol111idad con el Decreto Le¡¡islativo 9265 y la sentencia del
Tribunal Constitucional de 3 de enero de 2003". proferida en la acción de
inconslitucionalidad de la legislación de emergencia adoptada por el régimen de
Fujimori (deaetos Leyes 25659 Y 245475. entre otros). El segundo proceS07 se
encuentra aún en etapa de instrucción. con informes finales ampliatorios del Fiscal
Provincial Penal para delitos de terrorismo. y del Juez. luego de trece (13) años de
privación de la libertad. Mediante resolución de veintiocho de septiembre de dos
mil cuatro. e! Juez ha puesto los autos a "di:sposici6n de los interesados {. ..} por el
télmino de tres dlas, fecho elévese los aulos a la Sala Nacional de Tenorismooll

.

9. La absolución de Wilson Garcia Asto de la acusación de comisión del delito de
terrorismo en un segundo proceso. y el nuevo proceso contra Urcesino Ramirez
Rojas por el delito de tenorismo. en e! marco de un nuevo contexto legislativo. sí
bien podrían ser reconocidos como expresión de la voluntad de! Estado de cumplir
con las sentencias de la Corte Interameficana de Derechos Humanos en la parte
que dispusieron la adecuación de la legislación de emergencia para enfrentar la
violencia terrotista. y de su deásión de respetar los derechos humanos en el Perú.
acorde con sus obligaciones intemacionales9

, demuestran que se continúan
violando los derechos humanos de las personas que fueron procesadas y
condenadas bajo la imputación de la comisión del delito de terrorismo, como es el
caso de las víctimas. por razones políticas antes que jurídicas. En este sentido. la
sentencia del Tribunal Constilucional dispone que su sentencia no genera
derechos de excarcelación10. así como la modificación posterior de la legislación
sobre el cómputo del plazo de deI&nción a fin de impedir la excarcelación de las
personas a quienes se anularía su juicio oral y la acusación fiscal. afectando la
independencia de los órganos judiciales encargados de administrar justicia en los
casos de terrorismo", Asimismo. las modificaciones de la legislación contra la
violencia terrorista no constituyen reparaciones para las victimas de las violaciones
de los derechos consagrados en la Convención. en e! sentido de la práctica Y
jurisprudencia de la Comisión y la Honorable Corte. respectivamente. sino que
configuran nuevas violaciones. como demostraremos a lo largo de este escrito.

, Véas<> Anexo 47 de 'a Demanda de la CIDH. Véase también a",,"lIS 45 (sentencia del 7° Juzgado
Penal de Urna) y 46 de dicha demanda.
e Véase Anexo 57 de la Demanda de la CIDH.
• Véase A"""" 51 de la Demanda de la CIDH.
7 Ptimef Ju~ Especializado en _o de Tetrorismo. Expediente N° 500-03, Secretario Espinoza.
fro<:esado: UrceSino Ramirez Rojas: Delito: Terrorismo: Agraviado: El Estado.

Ver Anexo 2.
oArlicukJs 1.1 Y2 de la COOMlOOÓII Arnertcana SIlbre Derechos Humanos. entre otros.
10 Sentencia del Tribunal ConsIiIuc:io"al del P1lní de 3 de """"' de 2003. Ver Anexo 51 de la demanda de
'a CIDH. Fallo, In fine "Indica que esta ...._ no gil....... _. de excaroalaci6n Pf/I'Il tos
procesados y CXHIdenados por la ap//caciál de las normas decI'-s ifIconstlluciotlales en esta
~ .•PAgo 238551 de Normas Lega/<ls. Diario 0fic:iaI "El PllfUllllll", de 4 de enero de 2003.

Deaelo Legislativo 922. ArtlaJlo 4". Véasa Anexo 53 de la Demanda de la CIDH.

__o ._. -.-.........__• _
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10. El objeto de este escrito de demanda es solicitar, respetuosamente a la Honorable
Corte que concluya y dedare que:

1. El Estado peruano ha violado el derecho de Wilson García Asto y Urcesino
Ramirez Rojas a la libertad personal (articulo 7 de la Convención), al
haberlos detenido sin orden judicial y sin que se encontraran en situación
de flagrancia; al habel10s mantenido incomunicados; al no haberles
permitido ínterponer un habeas COfJlUs ante una autoridad independiente e
imparcial: al haber mantenido a Wilson García Asto privado de la líbertad
durante casi 9 años y al seguir mantenido a Urcesino Ramirez Rojas en
detención preventiva durante más de 13 años.

2. El Estado peruano ha violado el derecho de Wilson García Asto y Urcesino
Ramirez Rojas a las garantías judiciales (artículo 8 de la Convención), al
haber adelantado procesos en su contra por parte de jueces secretos: al
haberle negado a Urcasino Ramírez el derecho a ser oído dentro de un
plazo razonable: al haberles negado el derecho a que se presuma su
inocencia; a ínterrogar a quienes elaboraron los atestados judíciales en su
contra y a las personas que declararon en su contra; a contar con una
decisión motivada.

3. El Estado peruano ha víolado el principio de legalidad (artículo 9) en
conexíón con el artículo 24 (derecho a la ígualdad), ambos en conexión con
la obligación de respetar los derechos (artículo 1.1) Y el deber de adoptar
disposiciones de derecho interno (artículo 2) de la Convención Americana,
en nuestro peljuicio, debido a que fuimos juzgados y estamos siendo
procesados por delito de terrorismo. Wilson Garcia Asto obtuvo sentencia
absolutoria que se encuentra pendiente de Recurso de Nulidad interpuesto
por el Representante del Ministerio PübIico - de acuerdo al artículo 5 del
Decreto Legislativo 25475, que se fundamento en la tipificación del delito de
terrorismo del articulo 2· de la norma antes citada y que fuera declarada
constitucional en la Sentencia del Tribunal Constitucional citada supra,"
que mantiene vigente tipos penales abiertos (ambiguos e imprecisos) y
violatorios de las garantías judiciales; por la d . idad de sus
penas y por no haber gozado, durante nuestro primer juicio, de los
benefICios penitenciarios, así porque actualmente no gozamos, en nuestros
segundos procesos, de los beneficios penitenciarios en condiciones
similares a las demás personas privadas de su fibertad"

4. El Estado pelU8llO ha incumplido su ob/igación de respetar los derechos
(artículo 1.1), en peljuicio de las víctimas -Wdson García Asto y Urcesíno
Ramirez Rojas, al haber violado los derechos de las víctimas a la líbertad, a
las garantlas judíciales Yel principio de legalidad Y •

5. El Estado ha violado el derecho a la integridad personal (articulo 5) en
conexión con la obIigaci6n de respetar los derechos (artículo 1.1) Y los
artículos 1 y 2 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar
la TOI1ura (en adelante Convención I contra la TOI1ura) en
nuestro peIjuício, an razón de los tratos crueles, inhumanos, y degradantes
continuos sufridos debido a las condiciones carcelarias a las que fuimos
sometidos; así como, las torturas sufridas durante nuestra detención e
incomunícacíón en las dependencias policiales por 12 días Y durante los 9
años que estuvo privado de su fibertad, incluyando los traslados
carcelarios, en los Establecimientos Penitenciarios de Máxima de
Seguridad de "Miguel Castro Castro" (Lima), "Yanamayo" (Puno) y

••
~
,. 12 Véase not.. 11 SI.fJ"8.
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"Challapalca" (Moquegua), en el caso de Wilson García Asto y, en el de
Urcesino Ramirez Rojas, durante los 14 días de detención-incomunicación
en las dependencias policiales y durante el periodo de 13 años de privación
de la libertad en los eslablecimienlos penitenciarios "Miguel Castro Castro"
(Lima), "Huacariz" (Cajamarca) Y"El Milagro" (TN~IIo), así como, por la falla
de prevención y uso desproporcionado de la fuerza del que fui objeto
durante el operativo "Mudanza 1", llevado a cabo por las tuerzas policiales Y
milill!lr8s en el Establecimiento Penitenciario Miguel Castro Castro. lo cual
implicó un trato cruel, inhumano y degradante. El Estado ha violado el
articulo 5 en conexión con el derecho a la protección 8 la familia (8rticulo
17), debido a los traslados a centros penitenciarios lejanos a nuestras
respectivas residencias que implicó la separación de nuestras familias.

6. El Estado peruano ha violado el derecho a la honra y de la dignidad
(artículo 11) en conexión con el artículo 13 (Libertad de Pensamiento y de
Expresión). porque nuestras condiciones personales, estudiante
universitario y simpatizante de un partido de izquierda, fueron
fundamentales para nuestra detención. acusación, procesamiento y
condena por el delito de terrorismo; así como los efectos de la imputación
"lenvco" para nuestras personas y familias.

7. El Estado peruano ha violado el derecho a la protección judicial (articulo 25)
en conexión con el artículo 1(1) (obligación de respetar los derechos) de la
Convención Americana, en perjuicio de Wilson García Asto y Urcesíno
Ramfrez Rojas. en razón de las resbicciones al acceso a la justicia de
hecho y de derecho, en el ámbito intemo. para la protección y restitución de
sus derechos conculcados; específicamente en el caso Urcesino Ramírez
Rojas por la fall8 debida dRigencia en el proceso de investigación de los
hechos y en la preservación de evidencia esencial para el establecimiento
de la verdad histórica del optIfBtiVo "Mudanz.a1".

8. El Estado perueno ha violado el artículo 2 (Derecho a la Protección Judicial)
en conexión con el articulo 1(1) (Obligación de Respetar los Derechos) de
la Convención Americana, y del articulo 6 de la Convención Interamericana
conlm la Tortura. en nuestro peljuicio en razón de no haber dictado
oportunamente las disposiciones necesarias para la sanción de la tortura.
para la protección y sanción de los responsables de tales crímenes
internacionales en el ámbito intemo.

11 . Como consecuencia de lo anterior, las victimas, aunándonos a lo solicitado por la
Comisión Interameriesna, pedimos a la Honorable Corte que ordene al Estado:

1. Cesar las violaciones de nuestros derechos humanos. especificadas tanto
en la demanda de la Comisión COIIIO en la p.ese.lte, salvo la soIici1ada por
la Conlisión consistente en que se "garantice ofrecer un nuevo juzgamiento
con la observancia plena al principio de legalidad"; en este extremo, las
vlclimas soIIcilamos. que el Eslado nos garantice que en el segundo
proceso al que ya estamos siendo sometidos se obsarve plenamente el
principio de legalidad. asl como un proceso justo que observe el principio
de igualdad de aml8S. Si el Estado no lo garantiza o no cumple con naceno,
ha perdido el derecho de seguir persiguiéndonos penaImente mediante un
tercer juzgamienlo.
Garantizamos, en calidad de víctimas, el goce irrestriClo de nuestros
derechos humanos conculcados;
Adoptar las medidas de reparación integral de nuestros derechos y los de
nuestros familillles, a las que nos referiremos en el capítulo sobre
repareciones. Dicha reparación integral debe comprender una plena
s8tisfacción por las violaciones de los derechos humanos alegadas tanto en

-_._ - - - - - - - ._ - - - - - - - - - - - - - - - - _ .-



-

-

-
...

0000221
la demanda de la Comisión como en la presente, así como el pago de una
justa indemnización compensatoria por los daños patrimoniales y
extrapatrimoniales. incluyendo el daño moral asl como garantías de no
repetición, para que estos hechos no vuelvan a mpetirse. específicamente
la reforma integral del Decmto Ley 25475 Yde los artículos 319 y 320 del
Código Penal, de manera de hacerlo compatible con fa Convención
Americana sobre Derechos Humanos.

4. Reintegramos las costas y gastos en que hemos íncunido nosotros.
nuestros familiares y/o terceros en la tramitación del caso tanto en el ámbito
nacional, como las que se originen con la tramitación del presente caso
ante el sistema ínteramericano.

- C. REREPRESENTACIÓN y NOTIFICACIONES
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12. Conforme a lo dispuesto en los artículos 35 Y 36 del Reglamento de la Corte, las
victimas confirmamOs la designación de la señorita abogada Carolina L08yzB
Tamayo. y ampliamos mediante el presente esaito, nuestra representación al
Centro de Asesoria Legal en Derecho Intemacional, IALD~

13.5el\alamos nuestro domicilio en
a efectos de las comunicaciones que

tenga a bien enviamos la Corta.

D. JURISDICCIÓN DE LA CORTE

••

, ~ ­, .
, . ., .

, .
, ,

15. De acuerdo con el artículo 62(3) de la Convención Americana, la Corta
Interamericana es competente para conocer de cualquier ceso relativo a la
interpretación y aplicación de las disposiciones de la Convención que le sea
sometido, siempre que los Estados partes en el caso hayan reconocido o
reconozcan la competencia de la Corte. De acuerdo con el articulo 8 párrafos 2 y 3
de la Convención Interamericana pant Prevenir y Sancionar la TortuR!, las
situaciones que configuren tortura podrán ser sometidas a instancias
internacionales cuya competencia ha sido aceptado por el Estado concernido. El
Estado peruano ratificó la Convención I para prevenir y sanc:ionar la
tortura el 28 de marzo de 1991 .

14. La Honorable Corte es competente para conocer el presente caso. El E_do
ratificó la Convención Americana el 28 de julio de 1978 y aceptó la jurisdicción
contenciosa de la Honorable Corte el 21 de enero de 1981 . Asimismo ratificó la
Convención Intaramericana para prevenir y sancionar la Tortura 28 de mSIZO de
1991 .

16. Antes de referimos en delaIle a los hechos viotatorios de nuestros derechos
humanos, consideramos conveniente hacer un breve recuento de la violencia
armada que ha tenido lugar en el Perú durante los últimos veinte anos y a la
respuesta estatal frente a la misma. Para eRo es necesario hacer referencia a las
sucesivas políticas "antitell oristas" adoptadas por el Estado peruano.

JI. FUNDAMENTOS DE HECHO

A. DE LOS ANTECEDENTES Y EL CONTEXTO POlÍnco EN QUE OCURRIERON
LOS HECHOS VIOl.ATORIOS
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17. El Perú ha tenido que enfrentar desde 1980 un fenómeno de violencia armada",
calificada como conflicto annado interno por la Comisión de la Verdad y de la
Reconciliación'·. e iniciada por dos grupos levantados en armas, correspondientes
a dos organizaciones no legales que usaron la violencia annada y el tellor como
métodos para alcanzar sus fines políticos: los autodenominados ·Partido
Comunista del Pero, por el Sendero Luminoso de Mariátegui" (en adelante
"Sendero Luminoso; y "Movimiento Revolucionario Tupac Amaru" (en adelante
"MRTA"), Y en la que participó el Estado a través de sus fuerzas policiales y
annadas, para restituir la paz y el orden y la seguridad de la ciudadania '6.

18. No nos referiremos a las motivaciones de estos grupos en el empleo de la
violencia, que no justilic:amos, y que en consecuencia condenamos, porque ello no
guarda relación con el objeto de la presente demanda.

19. El Estado, a través de los gobiernos que ejercieron el poder desde 1980, enfrentó
la violencia armada, en ejercicio del derecho Ydeber del Estado de combatir toda
violencia terrorista y de mantener la paz, el orden y la seguridad de todas las
per1lonas que se encuentren en su territorio. Sin embargo, tal derecho y deber no
10 autorizaba ni lo autoriza a violar los derechos humanos de las peiSOll8S que
pueda ~ Esll!Kb- considerar, acertada o equivocadamente, vinculadas a la
violencia annada, pues existen derechos cuyo ejercicio jamás puede ser
suspendido. y cuya vigencia cobra una importancia capital en estados de
excepción a los que pueda dar lugar la situación de violencia armada o de conflicto
armedo17

.

20. Las acciones annadas y no annadas de los grupos irregulares16 fueron calificadas
por los distintos gobiernos del Estado como delito de terrorismo; y diversas leyes
fueron dictadas para tipificarlas y sancional1as. como estrategia de política legal
para enfrentar la violencia.

21 , En ese contexto, muchas denuncias por violaciones de los derechos humanos
fueron fonnuladas durante el Gobierno de los Presidentes Fernando Belaunde
Terry (1980-1985), AJan Garcia Pérez (1985-1990), y AJberto Fujimori Fujimori
(1990-2000). DenuncIas por desaparición forzada. ejecuciones extrajudiciales,
torturas y detenciones arbitrarias, atribuidas tanto a los grupos armados no
regulares así como 11 agentes del Estado, caract8i izllron los primeros diez años19

lO En _JO de 1980 la lJIVlI'IÍZ'IdÓl 5endero Luminoso inició acciones armadas contra el Estado y la
SOCiedad. En mayo de 1980 'a organización Sendero Luminoso inicia acciones annadas contra el Estado
y. la sociedad.
" La ""'1 magnitud de la violencia annada recién han podido ser devefada con el Informe Final de la
Comisión de la Verdad y Remnciliación, comisión de investigación ofICIal del Estado, aeada durante el
gotiemo del DocIor V_in PIWIiagulI aJII el oIJjeliYo de esdarecer los hecIlc>s de violencia Y violaciones
de los dllnlChos humanos cometidos durante los allos lll1lO y 2000.
16 Los nivales de violencia amwda alcanz...on dJmensiones impensadas. No se trataba de una situación
de en""ll"ftCia sino de un eslado ¡amane"e de oonIIlcto que progresiv.:nenle se fue exIenciendo Msla
a.b1f buena parte del terriIario I raeiOlaal.
17 De aannm con el OCOWme anual que pusenó la Coon:inadora para el año 1996 a &a CIDH,
apUlcit, ,,*,"'1Ie el ~1% de la ¡d>Ie(Üi perIIlWIlI -'" vivi"ldo bIjo un Ié¡;men de ernet¡leI1CÍ8 Y el
la."- del ...,_ lIIcionII _ blIjo _ do """"ll""'. La ClllH 111 su Infu¡me sotwe el Perú > 19l1l1.
seIlaIIl que .,..,. e la~ de la ..,Ju:ia 111 go¡""'¡; el wtarkJ de ""*"!l6'II:ia y le 1e¡J­
artIrIIft»181a Mn~ Yo~. se hBn insM.cioutfr8'lo..·'. .. Nos referimos a los grupos levantados en armas. v.g. Sendero Luminoso yel MRTA.
.. Numero!lOS hombres, mujenls y ni/\os y nil\as desap8re<:ieron tras ser detenidos por las fuerzas de
segur1dad, sobre todo en las zonas sometidas a la legislación de emergencia bsjo el control del comando
poIl11co millar. Decenas més ÑllAlIl~ llJdraj'_enle. Entre las vidimas, campesinos en SU
mayorIa,~__ de los__, dirlgenles CllITIUIIilafios, poIhicos ysi_o
Las fuerzas de seguridad emplearon le tortura y los malos tratos de forma generalizada. La Comisión de

..- ._ - - - - - - - - -_.~-------------------------------_I:
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del conflicto armado; y éstas, asi como las violaciones del debido proceso, de las
garantías judiciales, del principio de legalidad, la falla de protección judicial, etc.,
caracterizaron los siguientes cinco años, con el agravante que se empleó la ley
como herramienta para la comisión masiva de tales violaciones.

1.

22. El gobierno del Arquitecto Belaunde promulgó la legislación antilerrorista especial
que ampliaba el Código Penal, definiendo y penando los delitos terroristas: el
Decreto 046 del 10 de marzo de 1981, promulgado por el Poder Ejecutivo mientras
el Congreso estaba en receso20

• El Decreto 046 definra como terrorismo una
amplia gama de conductas, Yfue utilizado para llevar a cabO detenciones en gran
escala en la sierra andina, donde actuaba el Sendero luminoso y en las
principales ciudades de la costa. Como consecuencía de la aplicación de estos
deer etas se produjeilln múltiples denuncias contra líderes políticos y dirigentes de
organizaciones locales que fueron acusados de "terrorismo'" .

23. Durante el año 1982 se hizo patente que las fuet2as policiales eran incapaces de
conlmlar la expansión de Sendero Luminoso en las ZOIIlIS rurales de Ayacucho y
de corregir su mala imagen pública. Todo ello se tradujo en una demanda
constante al gobierno de tumo, para que actuase con mayor rigor ante el avance y
las violaciones abibuidas a Sendero luminoso.

24. El 27 de diciembre de 1982, el presidente Belaunde dio un ultimátum de 72 horas a
Sendero luminoso pare que depusiera las armas. El 30 de diciembre del mismo
año. el gobierno entregó a las Fuerzas Armadas el control de la zona de
emergencia de Ayacucho. A partir del Ingreso de las Fuenas Armadas, el Estado
inició la fase de militarización de la lucha directa contra Sendero luminoso. las
denuncias de violaciones masivas de los derechos humanos fueron atribuidas a ras
fuelzaS del orden (v.g. en las localidades de Socas, Pucuyacu. Pulís y
AccolTlarcaf' y a Sendero Luminoso (v.g. en Lucanamarca y )23.

25. La situación de violencia armada en el Perú llevó al Estado a recurrir a su ejército
regular para combelír a estos grupos armados, que si bien, al inicio focalizaron sus
acciones en el interior del telTiIorio del Estado. ello no fue óbice para que después
realizaran sus actos terroristas en la capital del país. Se establecieron estados de
excepción y zonas de emergencia en casi todo el país, bajo el control de las
fuerzas militares o de policía, que subordinaban a las autoridades civiles. El Estado
califICÓ la situación de "guerra". "guerra interna' y aún los involucrados en la

la Vonlad y Reconciliación ha registrado 7,79S muenes y desapariciones ocurridas durante el gobierno del
Presldente Fernando Belaunde Teny. Esa afia representa el 35... dellolal de viclimas repolt8das a la,
CVR de lIldo el pi"" '" de violencia En CI/R. HATVN WlUAKUY. Versión al..._ del Informe Final
de la Comisión de la V_ y Reconciliación. Perú. Urna. 2004. pág. 'JJJ7.
~ se IraIa de una Ilnlclk:a <le los golliemos de fado. que es obsa<vada aún en jl8rfodos de democracia.
C · Entre eUos. Isidro Quiroz. comajero municipal en el distrito de Carabayllo Y dirige"'" de la Unión de
Izquienla RellClucioneria (UNIR). En agosto de 1982, un tribunal lo atlsotvló de los calVOS Y lo puso en
IibertBd. Fueron delenldos y torturados poi' mlemtms de la "oIiela. el lD de abril de 11181, en Cuzco. 8
\!!lillelt8S de COR!lIIJCCm Civi BalS8llos de tell(Mismo.
:>:1 PerU: TlJl1unI Y Ejealdones Exlrajudicilles. cana de """'isUa Internacional al Presidente FerTlaJldo
Balaünde Teny, agoSo de 1983.
" Desde Inicios de 1982, sendero Luminoso realizó una veintena de "ejecuciones" públicas en pueblos de
mo-. a menudo deIaaIe de los h8bbn1es de un pueblo reunidos a tal efecto en simulacros de juicio.
Enllll sus vlclimas 1IIIlla: agertes de poIlcl.a Ydel goIliemo local. part_ del jlIII1ido en el gobio".. y
de ""nidos Izq__ de OjlOIici6n que eslaban en contra del 1190 del "!"""risIllo" y dirigentes de
com~ campesinaS. de cooperotlvas Y de organizaCiones labonIIes que se negaban a coIabonlr
con la IJUllfI\fta. En AmniSla Int_l. Informe _ el Perú. 1983.

•• • • _ . c ---- -- _
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misma, es decir. las fuerzas armadas como los grupos levantados en armas
denominaban asl la situación.

26. Pese a las denuncias contra las fuerzas annadas y policiales del Estado. un mes y
medio antes del cambio de gobierno, el Presidenle BeJaunde Terry emitió el
Deaeto Legislalivo 24150'" que fortalecía las atrtbuclones de los comandos
politico-militar8s y limitaba el poder de las autoridades civiles en la5 ZOI1ll5

declaradas en emergencia.

- 2. Gobierno de Al!" Garcla PéJ8Z (1185-19801
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27. En su inicio, este gobiemo intentó cambiar el esquema únicamente militar para
enfrentar la subversión; sin embargo, y a pesar de las críticas, no derogó el
Deaeto Ley 24150; se limitó a destiluir al jefe de la Segunda región militar Yal jefe
del comando político militar de Ayacucho a raíz del caso de Accomarca. A partir de
1986 fue evidente que la violencia annada habla salido del ámbito territorial del
departamento en donde se originó - Ayacucl1o- , y habia alcanzado una extensión
nacional.

28. El 28 de julio de 1988. el Presidente Garcia propuso devolver a la policía la
responsabilidad de investigar los casos de terrorismo, y promulgó en diciembre de
ese mismo allo la Ley 24953 que estableció que los autores o instigadores
intelectuales. coautores y cómplices de actos de terrorismo recibiñan la misma
pena que el autor. Esta ley también volvió a tipificar como acto de terrorismo la
asociación. incitación y la apología del mismo. Más adelante. en junio de 1989, la
Ley 25031 que modificó la Ley 24700. puso a cargo de la policía la investigación
prejudicial. mientras los lribunales . especia\as se hicieron cargo de
la instrucción y del juzgamiento de los casos de terrorismo.

29. Durante el inicio de la campalla electoral en 198925 y ante el aumento de la
violencia armada. el gobierno de Alan Garcia respondió renovando los estados de
emergencia, de manera que más de un tercio del país quedó bajo estado de
excepciórr". Los comandos poIllicos- militares obtuvieron autonomía casi total
respecto de la autoridad dvil27

• Y en la p¡ácllca efecluaban detenciones sin
nolifical1a5 a las autoridades civiles. ni asumir rasponsabilidad alguna por la suerte
de loa afectados.

30. Un hed10 grave de violación de los derechos humanos ocurrió en el periodo
comprendido entre el 14 de mayo de 1988 y el 8 de septiembre de 1989. por
acciones militares ejecu1adas en el distrito de Cayara. de Ayacucho.
que dieron como resultado 33 personas ejecutadas artlitrariamente. 7
desaparecidos. al menos 6 personas torturadas que sobrevivieron y dallos a la
propiedad pública y privada. los militares obraron con el propósito de tomar
represalias contra una población que ellos consideraban 'errorisla" y de eliminar a

-

•

•

._- - - --- - -._- -- ------
2< El Decreto legislativo promulgado en jooio 1985 nonnabe "Los estados de excepción en que 'as
Fuerzas Armadas asumen el control del orllen inlemo· y dejaba en manos de los comandos poInicos­
Il!ilIares todas las lICtivillldes _ 81 c:anlroI de dicho llIlIen interno. En Loayza Tamayo. Carolina.
MIlos y Re8tidIKIes de los Dofllchos Hun...... en el Petú. A partir de 111 evaIu8ción del COIIJIlOl\amienlo
del Estado peruano "" el Sistema Interameócano de Protección de los Derechos Humanos. Uma. 2000.
In6dilo.
,. Fue el año 1989 uno de los més diliciles de nuesInI hisloria repuIJlicllna, pues significo el ell""", de una
aisiS ee<lfIllmca casi oIn _tes y marco el inlelo de un periodo de extrema agudizacic\n del
conftido 8m1&do interno. En: Inrorme Final da la ComisiÓll de la Verdad YRoconcllillCión 2003.
ce A fines de 11189. 67 provincios de las 181 del pals. ostaben som91id&s a la legislación de 9IT1ef1lencia.
77 En llirtu<! de la Ley 24150 de 1985.
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las personas incluidas en una carta enviada por un informante anónimo a un oficial
del Ejército de la Zona.

31 . En Julio de 1989 Perú ratifICÓ los dos Protocolos AdicionaleS a los Convenios de
Ginebra de 1949, relativos a la prolección de las victim8s de conflictos armados de
carácter internacional (Protocolo 1) y no internacional (Protocolo 11).

32. El 30 de abril de 1990. a escasos meses de vencer el mandato presidencial de
AJan Garcia Pé~, fueron muertos y desaparecidos 21 campesinos en la localidad
de Chumbibilcas, Cuzco, por miembros del Ejército. La Comisión Interamericana
de Derechos Humanos en su Informe 1/96 caso 10.559 de l' de marzo de 1996.
eocontró responsable al Perú de tales hechos. recomendando. entre otros, la
investigación, identilicación y sanción de los responsables. Ningt.n18 acclón fue
adoptada por el Estado hasta la fecha.

33. Durante este periodo. según el Informe de Amnistía Internacional (1990). los
Tribuna

34. El fin del gobierno de A1an García se caraderizó por una campaña de sabotajes,
huelgas y homicidios realizados por grupos de oposición. y por aquellos levantados
en 8lTll8S. que unida a la grave crisis económiCa. sirvieron de telón de fondo para
una situación de deterioro cada vez mayor de los derechos humanos211

•

3. Gobi,mo de Alberto F4./.!mori FuJimori (1890·2001)

35. El presidente Fujimori nombró Ministro del Interior a un General en actividad y
responsable. por tanto de todos /os servicios policiales de seguridad.

36. En 1991 . más de la mitad de la población peruana vivía en estado de
emergencia"'. El gobierno de Alberto Fu~mori mantuvo la estrategia integral de las
Fuerzas Annadas e impulsó iniciativas legales para oomplementarta30

•

37. El 5 de abril de 1992, el Presidente Fujimori quebró el orden constitucional,
mediante un autogolpe. disolviendo el Congreso de la República y promulgando
una serie de disposiciones que endurecieron la legislación antitelTOl1sta y extendió
las pIerrogalivas militBres, ampliando su poder en las zonas de emergencia y en la
actividad contrasubversiva. De este modo. se amplió la . de las
fuerzas del orden. en una evidente disminución de los controles democráticos de
sus acciones contrasubversivas. Continuaron las graves violaciones de los
derechos humanos perpetrados por diversos agentes estatales. con el agravante
de la conformación de un escuadrón de la muerte denominado Grupo Colina,
responsable de las matanzas de Banlos Altos y de La Cantuta. Y otras operaciones

ae $egÚn Amnistia IntllRlacionsf, las autori~ peruanas no ínvesligamn ni casligBron 'lIS violacioneS
cometidas por sus 'uelZaSda sego.ridad. Véasslnlonne 1991.
,. En 1lll11, la violencia se eld8lldió a zonas que, hasta enlonoe', no habían sido _ ,
especialmente en 81 oentm del peís y en la región de Lima. Aumentó 81 flÚmsro de vidimas civiles, entre
aU.. rnucI>os niIIos. mujar.. y ancianos. V..... Informa de Aclividlld Illl11· Comít" 'nlernacional da 'a
CNZRoja.
JO En noviemllre de Illl11. el Ejecl.tivO Illll'''''1g6 un paquete de deCle!OS 1sgi:sIallYos. AmnislJa
Intemsclonal escribió a' Presidenta Albsrto Fujimon ¡n51_le a que elidase msdidas concretas p&fa
investigar plisadas violacionas de dereChos humanos e impedir que volvieran a producirse. La
.....niter:i6n ftICOfIIend6 también qua se reIoIzafa la FiscaIla Callon', se bIIncI8nI llfOIecdón 8fical a los
detensooes de los _ humanos y a los _igos de abusos y se resp8laS8n 811 la Iridics lodos 'os
derechos de los delonldoo. 8lllipu1ados po< las layas del psi. e 1nlerneci0n81es. Véase Infonne 1991
Amnislla Intemacional.
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realizadas desde inicios de los noventa. Sobre la base de este nuevo marco legal,
el Servicio de Inteligencia Nacional (SIN) empezó a planear y ejecutar operaciones
especiales de inteligencia por cuenta propia, utilizando para eRo personal de
unidades operativas de las Fuerzas Annadas como si fuera personal a su
disposición3'.

38. El gobierno de Fuj/mori fijó entre sus metas establecer ·un marco juridico que
garantice la aplicación de sanciones drásticas a los te"oristas.:l2, a través de
dispositivos jurídicos penales de emergencia: los Oea"etos Leyes No. 2547533 Y
No. 2565lt"', de caráctef eminentemente represivos, que afectaban las garantías y
restringían los derechos universalmente reconocidos a toda persona acusada y
Pi ocesada por el delito de lerTorismo y traición a la patria, induso en situación de
conflicto armado:lS. Lo que se tradujo en abusos injustificados de las fuerzas
militares y policiales encargadas de combatir las actividades terroristas. Dicha
legislación no sólo tipificó en forma abierta e imprecisa el delito de terrorismo sino
que, además, institucionalizó un procedimiento que no observó los estándares de
un proceso justo, v.g. amplió la jurisdicción militar a los civiles, instituyó los juecas
sin rostro. la poIic1a recibió amplios poderes para formular imputaciones por delito
de terrorismo o de traición a la palria con evidente abdicación del Ministerio Público
de sus tunciones. restricción al derecho de defensa. entre otros, hechos de los que
ha dado fe la Comisión Interamericana en sus diversos Informes sobre la situación
de los derechos humanos en el Perú36 y que conoce la Honorable Corte habida
cuenta de los casos que ha resuelto contra el Estado peruano.37 La tiplllcaclón del
delito de terrorismo. en la préctica. llevó a una interpretación mediante la cual este
delito s6lo podia ser cometido por miembros de Sendero Luminoso y del MRTA y
no por los miembros de las fuerzas de seguridad en servicio activ036'

39. De acuerdo con el Informe de la Coordinadora Nacional de Derechos. Humanos,
correspondiente al s/lo 1993, "la ~islación antiterroristlt ha genen!Jdo decenas de
casos de injustamente acusados ,debiClo a que los Decretos Leyes 25475,
2565Q Y 25880 estBbIecen numerosos tipos penales. Los actos que constituyen
delitos de terrorismo están definidos y descritos con notoria imprecisión, a través
de términos muy amplios, con lo cual se crean tipos penales abiertos. Para la
desatpción de las conductas punibles se utilizan términos difusos, contrariamente

" Véase: CVR. HATÚN WlLlAKUY. op.cif.. pág. 321-322.
"32 Articulo 2. párrafo 4 de la Ley 25418 • Ley de Bases de Emergencia y Raconstrucclón Nacional.
J3 Fechado el 5 de mayo de 1992.
,. Fechado el 7 de agosIo de 1992.
,. El 8ItíaJlo 3 común a los cuatro COnvenios de Ginebra. aplicable para la situación de conflicto annado
de ClricIer no inlemaclonal.
JO CIOH. InfoIlIIe Especial. Infofme de pals, Perú 1993. Infonne Anual 1996, Desarrollo de los Derechos
Humanos en el Peni. Irtonne Anu8l 1l1li1, Desarrolo de los Derechos Humanos en el Peni. Informe AnuaJ
2OD1, SlVJímíerto de recorre_.... kJntl.- por la CIDH en el 5eguOOo Informe sotre la siluac:ión
~ los Dered10s Humanos en Perú (2000) .
•• V.g. corte IOH, caso Helra A/e(TfB Y otros, sentencia de 19 de enero de 1995, serie C No 20; caso
Lo8yza TIm81O, _ncia de 11 dÍl ....íembnl de lllO1, serie e No 33; c o eaatiIIo P.... sentencia
de 3 de novie_ de 19117, Sane C No 3ot; .....'" CastIIo PWruz2j Yolros. S8f1encia de 11 de novíenlln
de 1_, Serie C No 60; caso CattorB/8erlBwíc*Is. sentencia de 17 de noviembre de 1999, serie C No lIi;
caos 8BrTios Altos, sentencia de 14 de marzo de 2001. Serie C No 15; caso Durand y Ugarte, sentencia
de 18de 8QOIIIO de 2000. Selle C No 68.
JO Vé e Inlllnne de AmnIslIa tnlemaaonal del aIlo 1_. PefÚ, ¡lég. 330, "'" da cuonta que ,e]n enero
de 19119 se absolvió de C8'llOS de tllll'Orismo a un civil y seiS miembros del ején:ito que heblan confesado
su palIic/¡lación an un alaque con explosivos "evado a cabo an 1M en la ciudad de Puno contra una
eniliOlll de IelevisiÓl1 que había aIlicado a las aulOlldades. El Tribu1181 resolvió que los actos de
lerrotismo, 5ÓIO podI.. alñbuirse a _ del PCP o del MRTA • Y no a las fuerzas de seguridad en
servicio activo".
39 COOnl/fUldota NacIonal de Denlchos Humanos. Urna, Perú, llllW, pág. 14. Véase también Francisco
Soller6n - EIlBOO Cécenls (APRODEH). Pen:epcloMS, Desalios y P8flIIllldiVas del MoYimienlo de
ee-Hwnanos en el Perú. Página _ de la AsocIación Pro De.echos Humanos.
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a lo que constituye un principio fundamental de los sisternas penales modernos: la
utilización de términos rigidos y precisos para deSClibir la conducta prohibida, a fin
de limitar al máximo la disaecionalidad del intélprele.

40. El marco legal para la detención y el juzgamiento de los acusados del delito de
terrorismo estaba compuesto por.

a) El decr8tD ley 25475 (6 de mayo de 1992) estableció la cadena
perpetua para algunos casos de terrorismo y amplió las penas para
otros casos. y a la vez instauró el procedimiento de jueces sin rostro.

b) El decteto ley 25499 (16 de mayo de 1992) modificó el decreto
legislativo 748, a lnIvés del cual se establecla la ley de arrepentimiento
de subversivos rendidos.

e) El decreto ley 25564 (20 de junio de 1992), redujo la edad de los
exentos de responsabilidad penal de 18 a 15 anos para los que
cometian delitos de t8lTOrismo.

ti) El decteID ley 25659 (13 de agosID de 1992), estableció la fIgUra
penal de traición a la patria para delitos antes tipificados como de
terrorismo. Permltia además, en un claro acto inconstitucional, que los
tribunales militares juzgaran a civiles acusados de terrorismo.
Asimismo. reducía los plazos del proceso y limitaba así la capacidad de
defensa de los inculpados.

41. Según attos funcionarios del Estado, antes del 5 de junio de 1992, los centros
penales eran, por una parte. centros de entranamiento subversivo y, por la otra,
una 'coIadera por la cual escapaban con facilidad los terroristas-o La estralegia
contra el terrorismo del gobierno del Presidente Fujimori luego del autogolpe no
sólo fue normativa, sino que comprendió operaciones especiales dirigidas, entre
otros" a la eliminación SlIlediva de los miemblos y de cabecillas de los grupos
levantados en armas que se encontraban en poder del Estado, recluidos en los
establecimientos penitenciarios. Un ejemplo de elfo fue el Operativo 'Mudanza ",
llev8do a cabo en el Establecimiento Penitenciario Miguel Castro Castro. en el que
p81ticiparon además de las fuerzas policiales las tuenas militares<l. Estas
operaciones fueron preparadas con antelación, especlficamente en el caso del
Penal CalItro Castro. El día 7 de abril de 1992, la Secretaría Ejecutiva de la
Comisión recibió divelll8S informaciones según las cuales tropas combinadas del
Ejército Yde la Policía habían ingresado a dicho penal asumiendo el total control
del mismo. Si bien la situación se nonnaHz6 de inmediato. aproximadamente un
mes después se llevó a cabo el operativo 'Mudanza l', en el que se utilizaron
expioIiws y armas de guerra. con el saldo de numerosos muertos y heridos. El
Estado no aceptó los buenos ofICios de ninguna organización gubernamental o no

, como la Comisión Y el Comité Internacional de la Cruz Roja. Ésta
última no pudo participar como órgano neuInIl Y de asistencia humanitaria en
ninguna de las eúlpas del operativo. Asimismo, el Estado no aceptó la posibilidad
de una solución pacífica previo al empleo de la fuerza. La única presencia no
militar o políciaI habría sido la de un fiscal, tal como da cuenta la Comisión en su

-- --_ ._ - - - - - -
"" CIDH. Informe sobre la situación de los Derechos Humanos en el Perú. En Infonne Anual de la CIDH
11l83, pég. 540.
~. .

CVR. ATUN WlUAKUY. Ob.dt, pág. 321-322.
Al V6Me COIle IDH. Ca'" de los _ Gómez Paquiyauri, sentencia del 8 de julio de 2004. Serie e
No 110. pén8Io 78.
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Infonne sobre la Situación de los derechos humanos en Perú, a partir del 5 de abril
de 1992"".

42. Mediante el Dea'eto Ley 25365 del mes de julio de 1992, se repuso, con algunas
• la Ley de Sistema Nacional de Inteligencia, SIN. que la otorgó

amplias prerrogativas. Asimismo. se promulgaron deaetos ley que ampliaban el
control de la policía en los penales; extendían el apoyo a los comités de
autodefensa; permitían la inIeIvenclÓll militar en las universidades e intensificaban
las operaciones de Illgislro en poblaciones urbanas y la acción cívica. Este grupo
de decretos confirmaron las altas prerrogativas militares, asl como la extensión de
su poder en las zonas de emergencia y en la actividad contrasubversiva:

a} El decreto ley 25626 esl8bleció que todas las dependencias
vinculadas a la lucha contra la subversiÓll yel narcotráfico deblan
adecuar sus normas y procedimientos a las directivas del Comando
Conjunto del Frente Intemo (COFI). dirigido por el presidente del
Comando Conjunto de las Fuel78S Armadas.

b} El decreto ley 25708 estableci6los procedimientos para juzgar los
delitos de traición a la patria y permitió la aplicación del procedimiento
sumario del Código de Justicia Militar en los juicios en el teatro de
operaciones.

c} Finalmente. el decreto ley 25728 otorgó f8ClJllades para condenar en
ausencia a los responsables del delílo de terrorismo

43. Si bien. la Organización de Estados Americanos, en adelante OEA, en su reunión
de la BahIImas, obtuvo del Presidente Alberto Fujimori el compiOl11Í50 de retomo a
la democracia", se inauguro una épOCa en la que el Gobiemo se valió de la ley
para violar masivamente los derechos humanos. La legislación para combatir la
violencia telforista es solo una de ellas"" ....

44. La estrategia para la lucha contra la violencia terrorista del Goblemo de Alberto
Fujimori comprendió 11 detenninados grupos de personas 11 los que la policía y los
militares consideraron vinaJlad8s a grupos de izquierda o a las
subve.sivas Sendero Luminoso y MRTA Asi. grupos de profesores, estudiantes
W1iversitarios. dirigentes (de organizaciones populares, sindicales. de
asentamientos humanos), campesinos, abogados. periodistas. los profesionales da
la salud. defensofes de derechos humanos, así como personas que cuestionaron
diversos aspectos de la politica gubernamental'" fueron detenidos. investigados•
procesados y condenados por el delito de teuarismo u otros delitos. Como

ea OEAISef.LNIII.83. Doc. 31 , 12 de marzo de 1993. Original Espei\<ll, párag. 94. plig. 30. Ysus anex05
.. EsIe c:omp'OlIIlso fue posterionnente convalidado por la CEA luego de la visita del entonces Ministro
deReI_e-esdel Uruguey, H6cIor Gros Espiell;
-e la ComIIión Intaramericana asI como esta Honolllllla Corte ya han lenido la ocasión de c:onocar de

OIr1i legislación que violó maslv_e los _ humanos: la legislación que privabe de sus
_ a los pensionistas y jUllilados. la ComisiOn ha recibido innumerables denuncias vinculadas al
despido cctecIivo de \nIbIjallclles vinculados a la lJllrnillisIraQ pública O.eces, 1Iscaies. diploméllc:os)
o a __ del &lado _ro de su polilica de salle.nienlo ,_ a _ de la lll0m0ción a la
inversión privillla, en la que alegan que el goIJiemo diaó layes especIficae para Uevar a cabo lales
viDlaciorl/J&. VéUl! CoIte IDH. Caso 'Clnco PensionillIaS', sentencia de 2ll de febrero de 2003. Serie C
No 98.

-e El Co'98S0 Consliluyenle Deilloolllic:o (ceO), eslabIe<:ido como c:onsecuencia del compromiso
adquirido por el Presidente Fujimori anle la Or¡¡anizaciOn de Estados Americanos de relornar a la
domoa'ada, aprobó una resolución que mantenl. en vigor lodos los deaelos ley aprobados durante el
aIIo Illl12. i_ los deaetos ....""'''.í......,tlasta que fueran revisslos o deRlgados por el Congreso
UI1lI _lnsl_.
• 1 Anexo 4.
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consecuencia. en 1993 se denunciaron numerosos casos de torturas, sin embargo,
las autoridades seguían sin aclarar miles de casos anteriores de violaciones de
derechos humanos.-
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45. Directrices penitenciarias especiales fueron aprobadas en 1992, entre las que se
pueden citar. los internos por delitos de terrorismo recibirían todos los meses una
visita familiar de treinta minutos de duración. por locutorio", en la que no se
pennitia ningún contacto personal. También se implementaron restricciones en el
ingreso de alimentos" y de todo medio de comunicación masiva para aislar de la
realidad nacional a los detenidos. Las reformas efectuadas a estas directrices en
1997 permitieron que los presos por t..llolismo pudiesen recibir visitas de sus
familiares durante una hora cada semana. pero se mantuvo la restricción del
contacto directo con sus visitantes durante los pr1meros dos anos de su reclusiónso.
Las reformas post8rior'rn8nte pennitieron que se recibieran visitas semanales de
dos horas y posteriormente de cuatro horas, en las que se pennilía el contacto
directo con los familiares, el acceso a telleres y cursos de educación y el disfrute
de períodos mas prolongados tuera de las celdas. Sin embargo, tal como da
cuenta Amnistía IntemaeionaI, estos beneficios sólo fueron extendidos tras una
evaluación favorable de la conducta del preso'! .

46. El rigor extremo de las condiciones de detención fue una de las principales
del Comité Internacional de la Cruz Roja en cuanto a la protección

de los presos"'. A finales de 1995, cerca de la mitad de las personas detenidas en
relación con el conflicto annado interno se encontraban en los sectores de alta
seguódad de las prisiones los cuales estaban sometidos a un régimen diferente y
cuyas condiciones eran singularmente penosas53• o en establecimientos de
máxima seguridad constnJidos en lugares no adecuados a la vida humana como es
el caso de Jos Penales de Yananl8YO y Challapalca. De lICUerdo con Jos informes
de Amnistia Internacional, las condiciones ~nitenclarias eran muy duras y
constituían trato cruel. inhumano y degradante . La Comisión adoptó un Informe
Especial sobre la situación de los derechos humanos en la cérceI de Challapalca,
ubicado en el departamento de Tacna. República del Perú. en el que concluyó que
las condiciones de detención de este penal son un castigo adicional para los

.. 1.05 loaJIo<ios no 5ÓIo impedían el~o 1i5ia> 5ino lamllién vi5U81 Y auditivo, pues _más de 58r
coIecltvos• ...-n manas y no vidrios. que eran dobIes y 5eP8Jlldas anlTe .1 por CinaJenfa centlmelros de
distancia, y 5ÓIo permillan vi5ualiZar el pet1i1 de las pelSOO8S.

... Sólo podía ingra.a.. a \0$ lISl.~ecimillntos penA8llCiarlos para anl18gar a los Internos da terroriSmo
-.nIos y bien•• de lISO pelSOll8Ilft'ilamenle seIIaIedo5 por la Direceión del Penal. en las cantldade5
__y en bolsas de 1'I*5fia>.
50 Véa.. Jnfonne de Amnistía JntemaciOnal del &/\0 1995. Perú, pég. 331-332.
!U lbid.

~~ A finales de 1995. habla más de 5000 pel'5Ol18S detenidas en relación con el connieto armado Interno.
Por lo que se .-.. al trato que reciben loa 1I"8S0S Y a las condiciones de deteIlCi"". la delegaeión del
CICR~ periódicamente Inl... ",,,,, por _o e hizO tonnuIadas oralmente a las
autOlldades con el propóstto de mejorar 'a condlCión de los detenidos. Véase Informe de Aetividad 1995
Comlté Intemecional de la Ctuz Roja.

54 Ver Informe 1_. Un afoo de promesas rolas. Amnistia IntemaciOnóll. Respado a las condiciones
carceIarlas del Pellel de Challapelca. la Co",f'Óll Interamericana, refirió en su Informe Anual de 1993,
que: "OInnte su w.n le CClt,iúlr, tecibifJ /P!Ii8s de I-..c>s en lIlri>s de los oellbw pe...... tm el
seflti<1o que la lIt8nciótI rn4dica e. _,ls"'" y~ tard/8. Se fflCibieron asimismo quejas
re" Jeto 11 11I escase ilICión dllria de BlJmams y sobre tJI rlJ(imen extremBdatnetR restrictivo de visitas.·
(oo.) •...No ol>JtrJnIIJ eIo. GlOrJII<lsnI que el montlJ '»er" aIpIa" que • deslhl ".. le aImenteciln de los
~ en bs ,*""w lO JzaPases~. e nam al Gobismo ,.,..-,o a dBsIInr trl8)QWS' l8CIISOS a
fJn de m-jofer la aIímeIlt8ci<ln de /Os red,,,,,,,,. ' En _ Informe, la Comisión recomendó al Estado Pel\l8no
que. "can re~ a las condiciones gBt18lales y tttJta71isrto da los d8t8nid0s. se elimine e/
etICdIte'lII'Iiedo C8Uar y selá:Jple 11I~n de Wslas menos rlguoso."

- - - - - - - _ . ... ----------------------
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detenidos y sus familiares, y que ponen en peligro la vida, la integridad personal y
el derecho a una privación de la libertad en condiciones dignas y seguras55

.

47. En 1998, el Estado decidió poner en funcionamiento el Penal de Challapalca56

ubicado en una región aislada del altiplano andino a una altitud de no menos de
4,600 metros sobre al nivel del mar, en el hace un frio extremo; las dificultades de
acceso volvían prácticamente imposibles las visitas Ill'riódicas de familiares,
abogados defensores, asi como las visitas pastoralesS7

. La Comisión, en su
Informe de 2000, selialó que el hacinamiento penitenciario era inaceptable así
como las deficiencias en la alimentación de los reclusos, tanto en lo relativo al
monto presupuestado para la alimentación de cada uno, asi como la inexistencia
de control nutricional que garantice la calidad de los alimentos suministrados y la
falta de control exhaustivo de la utilización del presupuesto asignado.

48. Durante su visita al Penal de Challapalca, la Comisión verificó que el régimen de
visitas de familiares a los reclusos resulta insuficiente; recibió varias denuncias
sobre abusos y maltratos a familiares que acuden a visitar a los intemos. De igual
manera, recomendó al Estado de Perú:

(1) Que la polfljca penitenciaria del Estado, en general, tanga por nolfe
fundamental el respelD a la dignidad personal de los detenidos y /o establecido
en el artlcu/o 7(6) de la Convención Americana, respecto a que las penas
privativas de la libertad deben lener por finalided esencial la reforma y la
readaptación social de las personas.

(2) Que adopte todas las medidas necesarias para mejorar la situación del
sislema penitenciario y ., tratamienID a los reclusos, y para cumplirplenamente
con /o establecido en los tratados Y demás instnJmenIDs intemaciona/es así
como /os establece en la Constitución peruana.

(4) Que asegure la exislencia de condiciones adecuadas de reclusión,
alimentación, higiene, trabajo, educación y recraación, de conformidad con los
mencionados instnJmenlDs intemacionales soble la materia.

(7) Que se elimine el ais/amienlD celular como etapa de tratamiento
penitenciario.

(8) Que se eleve la cuota diaria paTa alimentación de los internos.

(9) Que se mejoren los servicios relacionados con el derecho a la salud de
105 intemos.

(10) Que se garanlice el derecho a asistencia juckial de lDdos los procesados,
y que se les respeten debidamente sus demás derechos humanos a la
integridad personal, a la libertad Y a las gaTantías judiciales.

(11) Que se tomen medidas preventivas, incluidas medidas educativas, para
tratar de hacer cesar las detenciones arbitrarias policiales y las torturas en sede
policial.

55
56 V" documento OEAlSer.LNIII.118. Doc.3, 9 de octubre 2003. Onginal: Espaftol. párr 117. Ver Anexo 5.
., Véase Infonne de Amnislla Internacional del afta 1998.

Vh" Informe de AmniSlla Interne :ional del ano 1_, Perú, pág. 332; Ydel ano 2000, Perú, pág. 318.
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49. En noviembre de 1993. el CCD enmendó la legislación anliterrorista vigente para

permitir que se presentaran recursos de habeas corpus ante tribunales. derogando
una disposlción que permitía juzgar a los acusados in absenlía y permitió a los
abogados defeoder a más de un acusado a la vez. Sin embargo, debido a los
supuestos que requería su aplicación. estas modifIcaciones resultaron insuficientes
para cumplir con los estándares internacionales.

50. La nueva Constitución, que entró en vigor en diciembre de 1993, consagró el
derecho a fa vida, aunque amplió el ámbito de aplicación de la pena de muerte
para incluír el delito de "terrorismo". en violación de la Convención Americana
sobre Derechos Humanos58

. La Constitución también permitla que los tribunales
militares juzgaran a civiles acusados de "traición a la patria y terrorismo.....

51. En noviembre de 1993. el relator especial de la ONU sobre ejecuciones
extrajudiciales. sumarias y arbitrarias publicó un informe sobre el Pení, en el que
criticaba duramente al gobierno por no investigar ni hacer juzgar a los
responsables de graves violaciones de derechos humanoseo. Amnistía
Intemacional da cuenta en su Informe del atIo 2000, que "miles de casos sin
resolver sobre violaciones de denlchos humanos cometidas por miembros de las
fuerzas de seguridad entre 1980 y 1995 hablan quedado ya definitivamente
cerrados en virtud de las leyes de amnistía de 199561

.

52. En 1994, Importantes zonas del país seguían declaradas como zonas de
emergencia, aunque a lo largo del atlo hubo menos ataques armados por parte de
los grupos levantados en armas. La actividad armada de los grupos irregulares
continuó hasta 1999, aunque limitada a regiones aisladas en la selva peruana02•

53. La legislación aprobada contra la lucha antiterrorisla en 1992. concedía amplios
poderas a la policía durante la tase de invesligaciónll3

• También correspondia a la
poIicia la investigación preliminar. que podía durar hasta 15 días, a los que podía
atladirse otros quince días en los casos de "traición a la patria". Durante ese
periodo. el detenido permanecía bajo control exclusivo de la policía. que puede
solicitar su incomunícaclón durante un plazo máxímo de diez a quince dlas.
Ademas, los condenados por delito de terrolismo o traición a la patria. debían
cumplir su primer año de prisión en "aislamiento celular continuo084•

,. Ratificada por Peni en 1978. oegún su altfculo 4 ' los Estados parte /lO po-., ampliar el ámbito de
~ic8ciónde la pena de muerte.

En 1992 y 1993. Cientos de presos comparecieron ente Iribull8les Civiles y mUilares seaetos mediante
unos proced1mlentos que no eumpIlan en absOluto la nomIIIliva intelJlllCiOnal. VéaSe Infotme Frnal
comi5i6n de la V_ y Reeolldnaeión.
00 AmniIIla IntemaciClll8l hizo un IIamamienlo a las eutoridades pera que efectuaran invesligaciones
compIeIas e impert:iales de los miles de e. .. de YkJlaciooes de derechos hum8nos p8Ipel_ desde
prillciplos de t8e3. 8aIvo poces lIXC8jlCÍOlIeS. las autoridades no procesaron a los 19SPO'"'8tn5. Véa e
Informe 1914, Amnlsll. Internacional.
" Véase Informe de Amnlslla Internacional del aIlo 2000, parú. po\g. 315-318.
52 S8glín Inl.." .. de Amnistia IntemllCional del ailo 1999. Perú, al linalizar ese aiIo. el 20% de la
población seguls someIId8 a las dispJsIciones del Estado de emeq¡enda, que se aplicaba en el 18% del
tantlorlo nacional. sendero lJImfl1050 contfnuó actuando sobn! lodo en la reglón del Ano Huanaga,
del*lamertos de Hu8nuco Y san Martln, en la provincia de 5atipo, deplll\amenlo de Junfn. y en las
po"'j'" ' s de H_ Y Le Mar. cIep818i::e:do de Ayawcho. V6 le Infoone de AmnIslfa lnIemacional del
aI\o 2000. Perú. p6g. 3t8.
ea Le policía tenia autoridad pera detener a un S05peChoso sin una ortlen del juez o del Ministerio Público;
si bien _ obligada a comunIcartes la detenc:i6n en un plazo máximo de 24 horas. VéaSe Inlonne de
AmniIlIa fnlemaCiollal del aIIo 2000. parú. p6g. 317.
.. V6an Inlonne de AmnisIla 1_a1del aIIo 2000, Perú. péQ. 317.

--- ---- - - - - - - - - - -
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54. Respecto a esta situación, en su Informe del año 2000, la Comisión hace

referencia a que.

La detención en estado de Incomunicación, la presentación del
detenido ante 1M autoridBdes ju6eiales -vendedes o
encapuchldas,(.. ..) [eft IÍs/amiento celular prolongado y la
incomunicación producen sufrimientos morales y perturbaciones
pslquicas y cons#tuyen, según la Corte, fonnas de lntlos crueles,
inhumanos o dsgnIdantes en el sentido del articulo 5(2r

55. La nueva legislación para la lucha contra el terrorismo generó frecuentes infonnes
de diversos organismos de derechos humanos que dieron cuenta de cesos de
tortura. En el allo 1994, el Comité contra la Tortura de las Naciones Unidas criticó
al gobiemo de Pení por no poner en práctica medidas legislativas, administrativas
y judiciales con arreglo a las normas recogidas en la Convención contra la Tortura
y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes. ratificada por Perú en
1988.... El Código Penal de 1991 tipificó el delito de genocidio en el Capitulo V.,
posteriormente, este capitulo fue derogado por la Ley 2692657

, la cual incorporó el
Capítulo sobre delitos contra la humanidad. en el que se incluye la desaparición
forzada. la tortura y el genocidio. Sin embargo, durante 1999, continuaron
recibiéndose denuncias acusando a las fuerzas annadas y a la policía de tortura y
de matos tratos"'.

56. En octubre de 1998 se dejaron de apflC8r las disposiciones que hacían posible
juzgar a los sospechosos de deNtos de terrorismo ente "jueces sin rostro". No
obstante, conlloueron aplicándose leyes que menoscababan las normas sobre
jums justos intemacionalmente reconocidas. Continuaron impunes las violaciones
de derechos humanos cometid811 en el pasado contra millares de personas. Los
grupos alzados en annas siguieron cometiendo abusos contra los derechos
humanos.

57. Los actos de los grupos levantados en annas - Sendero Luminoso y MRTA - no se
trataron de simples actos delincuencíales o de una insunección desorganizada o
de corta duración. La violencill armada en el Pení iniciada en 1980. ha durado
aproximadamente 20 allos. lo que supone la existencia de una organización más o
menos estructurada. no sólo para una exis1enci8 prolongada sino también para la
comisión de sus actos terroristas y la Rlalización de operaciones militares
concertadas y sostenidas, al menos en algunas partes del país, que fueron
declaradas zonas en emergencia por el Estado. Según información del Estado, la
violencia lerrorista provocó en el pels más de 25.000 muertos Ymás de 25 ITlIllones
de dólares de pérdidas. Según la Comisión de la Verdad Y Reconcinación. la
violencia armada produjo más de sesenta y siete mil muertos". Tanto para la

60 Véase Informe Anual aa 2000 ae la Comisión Interamericana <le Derechos Humanos.
se En noviembre <le 1~, Amnislla Internacional publiCó un informe Ittulllllo Perú: Tortura y malos lratos.

InfolTlle ele las preocupeciones ae Amnislla InIllf118CÍ(l1lal . En él se inslaba al gobierno a tomar tollas lasmed_ ""c, lirias pera prevenir y erraIlicar la tortura Véase el Informe 1995 de Amnistía
InIemIlcIonaI. El dIltegedo general dllI ClCR paI8 Am6ri<:a Lalina vlsiIó PefÚ, a finales ele mayo, se
l1UII6 .... el Pre8icl8rU de la Republica. a qulen poauntó __as de slntasIs _ al trato que
recibl., los lIelenldos de seguri_ ,. conclidones de cleIenciÓl1 en los ~os de paliera y las
prisioneS Y el comportamiento <le las Fuerzas A~s pera con las plllSOIlas civiles y detenidas.
Adelon6s, se enIreg6, el mes de ocIuIlre. a las m6s alias lUOffd8deS otro irmme de sfJtesls reIatlvo 81
respedo de las garant¡ss~. Véa'B ¡nlolllle de Actividad 1~ - Cornilé Internacional de la Cruz
Roja.

er PullIicado 2 de julio de 1992.
.. Véase InIonne de Amnistla Internacional <lel aI\o 2000, Perú, pág. 317.
.. Véase Informe de la Comisión de la Verdad y Reconciliación.
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Ilustrada Comisión, como para distintas organizaciones no gubemamentales de
derechos humanos, los actores annados en el Perú violaban nonnas
humanitarias70. La Comisión Interamericana, sellaIó en el año 2000 que entre 1980
y 1992 Perú enfrentó un conflicto armado, y que los principales actores de dicho
conflicto fueron personas vinculadas a grupos disidentes "Sendero Luminoso' y el
"Movimiento Revolucionario Tupac Amaru', por una parte, y por la otra, las fuerzas
militares y policiales del Estado71 •

58. Del mismo, la Comisión de la Verdad y Reconciliación concluyó que, en virtud de
las dimensiones y magnitud de la violencia vivida, el número de victimas, la
extensión territorial de las acciones annadas y las características masivas y/o
sistemáticas de las violaciones cometidas, el conflicto annado intemo que vivió el
Perú entre 1980 y 2000 constituyó el episodio de violencia más intenso, más
extenso y más prolongado de toda la historia de la República. Asimismo, que fue
un conflicto que reveló brechas y desencuentros profundos y dolorosos en la
sociedad peruana.

-

-

-

59. La intensidad de la violencia annada se verifica a través del número de víctimas.
La CVR estima que la cifra más probable de victil'T1l!ll5 fateles de la violencia es de
69,28072 personas. Estas cifras superan el número de pérdidas humanas sufridas
por el Perú en todas las guerras extemas y guerras civiles ocurridas en sus 182
años de vida independiente.

8O.5egún la CVR, el conflicto armado se focalizó principalmente en detenninadas
regiones del pais73

; al respecto seliala que, 1e]n el mapa del Perú la intensidad de
la violencia aparece como una mencha oscura a lo largo de la sierra y de la selva
de la mitad central del país [oo.] Las principales ciudades, en particular las de la
costa, no estuvieron en el centro del conflíclo, a pesar de que muchas de los
hachos ocurridos en ellas hayan tenido trascendencia en la opinión pública."
Agrega que el conflicto annado provocó enonnes pérdidas económicas expresadas
en destrucción de im.aestructura y deterioro de la capacidad productiva de la
población y llegó a involucrar al conjunto de la socíedad".

B. DE LOS HECHOS

-
..,.

-

61 . Coincidimos plenamente con los hechos expuestos por la Comisión y sólo nos
limitaremos a complemenll!lr algunos y a exponer aquellos que no fueron
expuestos por ella en su demanda, no obstante haber sido planteados por los
peticionarios originales y aceptados liIcitamente por el Estado durante el trámite de
este caso ante la CIDH, y en la medida necesaria para argumentar las violaciones
que alegamos en el presente escrito.

62. Si bien fuimos detenidos en fechas distintas, 1995 y 1991, en ambos casos,
intervinieron efectivos policiales miembros de unidades especializadas en la lucha

......... _..- -- ._.._._.._._-_._-

-
• •

...

ro Véase Informes de la Comisi6n Interamericana sobre el Perú.
r t CIDt-I. Informe N° 49100, Caso 11.182 Odolfo GerIlert Asencios lindo y otros VS. Perú. 13 de abril de
2000, png. 55.
rr la Comisión de la Venlad racogió _ de 17,000 _imonios que le pa""Kieron idanlificar 29,ll89
peruanos muertos o deseparecidos. sin embargo eplicando la melodologla de Estimaci6n de múftiples
sistemas, la CVR ha estimado que el número més probable de muertos o desaparecidos se sitúa entre las
89,000 vlctlmes.
73 Según los datos recogidos por la Comisión de la VeRla:! y Reamci_n. la viOlencia se dio con mayor
intensidad en 10 de los 24 departamentos del país: Ayerocho. Huancavelica, Junin. Huánuco, Apurimac.
san Martín, lima, Puno, Ucayali, Cusco. Hatun Willakuy. Vetsión abreviada del Informe Final de la
Comisión de la VeRla:! y Reconc:I_. lima. 2004. P. 21.
74 Conclusiones Genenlles de la Comisión de la Venlad y ReconciHaci6n.

...

se:a: •_...._-----_.-._.
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contra el terrorismo (Dirección Nacional contra el Terrorismo y Dirección Regional
contra el Terrorismo, respectivamente); pennanecimos en las mismas instalaciones
policiales durante la "investigación policial" y sufñmos Iolturas y apremios físicos y
sicológicos similares; lo que forma parte de un patrón de prácticas Y métodos de
trato de los ~tes policiales contra personas acusadas por la comisión del delito
de terrorismo .

63. Fuimos juzgados y condenados en procesos carentes de garantías judiciales, que
no alcanzaban los parámetros de un juicio justo, en base a una legislación que no
observa los esléndares intemacionales, respecto de la cual ya ha tenido la
oportunidad de pronunciarse le Corte; bajo un régimen penitenciario carente de
todo beneficio en contravención con el principio de resociaIización de la pena que
consagra las leyes internas del Estado7ll y la Convención.

64. Instalado el Gobiemo de transición a la democracia, interpusimos recursos de
Hábeas Corpus correctivo. WlIson Garcia Asto, el 20 de noviembre de 2002 y
Urcesino Ramirez Rojas en septiembre de 2002. Dichas acciones de garantia
fueron amparadas el 15 de enero de 2003 (Wilson Garcfa Asto por la sala Penal
de la Corte Superior)71! el 27 de marzo de 2003 (Urcesino Ram/rez Rojas por el
Tribunal Constitucional) . Si bien el 15 de enero de 2003, la Safe Penal de la Corte
Superior de Justicia de Lima declaró fundada la acción de Hábeas corpus
interpuesto en favor de Wilson Gercia Asto y en consecuencia anuló el proceso
penal seguido en mi contra por delito de terrorismo, sólo aproximadamente dos
meses después, el 10 de marzo de 2003, el a qua inicio el nuevo ploeeSO en mi
contra, dictando un nuevo auto apertorio de instrucción por el mismo con base en
los mismos hechos a que se reIIllRl el Atestado Policial y la denuncia fiscal que dio
mérlto al proceso seguido en mi contra por el delito de terrorismo, en la figura de
asociación tipificado en el artículo 5 del Deaeto Ley 2547579.

65. En el caso de Urcesino Ramírez Rojas, la sentencia del Tribunal Constitucional de
27 de marzo de 2003 si bien amparó el hábeas corpus interpuesto a mi favor, sólo
restringió sus efectos a la anulación de la sentencia, el juicio oral y la acusación
oral, fundándose en el Dea8l0 Legisllltivo 92&«'. que dispuso la anulación de los
procesos seguidos por el fuero ordinario por el delito de terrorismo, no invocado
por el lICCionante e inexistente al momento de interponer la ecciÓll de Hábeas
corpus. En virtud de esta sentencia, la Sala Nacional de Terrorismo, el 13 de mayo
de 2003, enuló eses etapas del procedimiento penel seguido en mi conlnJ por
delito de terrorismoSl y formelmente reabrió el proceso seguido en mi contra.

66. A la fecha de presentación del presente escrito de argumentos y pruebas, nos
encontramos aún somalidos a procedimientos penales por el delito de 181 IOrismo
en el que subsisten aspectos que constituyen violaciones a nuestros derechos
humanos de acuertlo con la Convención Ameócana, como se examinará en la
sección correspondiente.

--_.- - . - , - - .- - --- -
'" Innumerables InfOlTJleS de organismos gubernamentales y no gubernamentales han _ <>lenta de
estas hechos.
~ ComIitución PoIltica del Perú, articukll3't _.al 11.
, Véase AlI8l<Os 25 (Sentencia de 'D de llClViernbnl de 2002, 40" Juzgado Especializado en /o Penal de
p,ma. acción ele Hábe8s CorI>us 873-82) Y211 de la cI8rnlnlIl de la CIDH.

Véaoll AnellDS 015, MI Y'7 ele la _ ele la CIDH.
7ll Vé p. Anexo 27 de la demanda de la CIDH.
: Declllo lJIgisIaIiYo 928, atlaJlo 1". W 3se A1lexsJ 57 de la demanda de la CIDH.

Véase Anexo 48 de la demanda da la CIDH.

•'- -- - - - - -
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- 67. Wilson García Asto, me encuentro en libertad al haber sído absuelto de la

imputación del delíto de terrorismo por la Sala Nacional de Terrorismo,
encontrándose pendiente de resolver el recurso de nulidad intelpuesto por el FIScal
Superior contra cflCha sentencia absolutoria. Urcesino Ramírez Rojas. me
encuentro en calidad de procesado y bajo detención preventiva después de trece
allos de mi detención. Mi proceso en la etapa de Informes Finlsles Ampliatorios del
Juez y del Fiscal Penal Provinclal. y a disposición de las~ por un plazo de
tres (3) días que venClIIá el día martes cinco de octubre de 2OO~.

-
i .

...
•

-

-

68. Se nos está procesando bajo la imputación de asociación con el terrorismo
tipificado por el articulo 5° del Decreto Ley 25475, respecto del cual no se
pronunció el Tribunal Constitucional del Estado en su sentencia de 3 de enero de
2003; Y de acuerdo a las nonnas procesales establecidas en el Decreto Legislativo
926 el que se remite a los artículos 11 y 12 del Dea eto Legislativo 922. ambas
dictadas en los meses de enero y febrero de 2003. El artículo 5 del Decreto Ley se
encuentra coned8do al artículo que define los actos de telTOlillmo, el artículo 2 del
Deaeto Ley 25475, que vendría a ser la ratio de la figura delídiva de la asociación;
es decir. el contenido del delito de asociación está delimitado por el delito de
terrorismo y los actos que lo delinen. Todo ello en evidente trasgresión de /a
Convención Americena. y de las sentencias de esa Honorable Corte.

...
•

-.'.,
,

-·•,
•

....
••,
,

....

69. A pesar de las recomendaciones de organismos intemacionales y nacionales en
referencia al trato discriminatorio dado a los condenados por tenarismo respecto a
los beneficios penitenciarios, la actual legislación (Decreto Legislativo 927)83
mantiene dicho trato de8favorable. pues al otorgar beneficios penitenciarios a los
condenados por terrorismo. lo hace sobre la base de la desproporcionalidad de los
requisitos exigidos. Mientras la redención de la pena por el trabajo Y educación se
establece a razón de un día por dos días de labor efectiva o estudio como regla
general. en los casos de delito de tráfico Ilícito de drogas se establece de un dfa
por cinco; y en materia de delito de terrorismo. las actuales disposiciones
establecen que la redención de la pena por trabajo o educeción obedece a razón
de un día de pena por siete días de labor efectiva. La premisa de los benelicios
penitenciarios es que deben cellírse a requisitos rigurosos en consíderación con la
peligrosidad y lesivldad de la conduda delictiva realizada. los que deben ser
detemlinados caso por caso. Sin embargo. disposiciones normativu vigentes no
han seguido esta directriz. sino que han sído establecidas especiflC8lTlenle para las
personas condenadas por terrorismo. 8 partir de un criterio de discriminación
desfavorable&4.

...
•

-
...

70. El decreto legislativo 926 dispuso la anulación de las sentencias. juicios orales, y la
insubsistencia de las acusaciones fiscales de los procesos seguidos por el delito
de terrorismo ante jueces y fiscales "sin rostro", dicha norma dispone que los
efectos de esa nulidad no penniten la libertad de los imputados, ni la suspensión
de las requisitorias existentes. lo que pennite que la detención preventiva se
convierta an una précIica generalizada respecto a los procesados por delítos de
teuarismo. aunque la ley presaiba lo contrario.

71 . El Decreto Legislativo 922 incorpora un mecanismo de consulta al superior cuando
el fiscal provincial declara que no hay mérito para formular denuncia o el juez penal
resuelve que no hay lugar para abrir instrucción. Dicha norma no permite que la
persona sea puesta en libertad. mientras se resuelva la consulla85. Dicho

82 Véase Anem 2.
" Véase Anexo 58 de la demanda de la CIDH.
.. se desconoce el principio ele propordonalld8d de la pena
" Artículo 5 in fine.

._ - ' - _.- --- - - -
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mecanismo pudo ser aplicado a Wilson Garcia Asto, mi persona, por haber sido
declarado nulo el proceso penal que se me siguiera por delito de terrorismo al
haberse declarado fundado el recurso de Hábeas Corpus inlefpuesto a mi favor.
Sin embargo, en el caso de Un:esino Ramírez, inexislió lal posibilidad, ya que el
Hébeas Corpus resuelto a mi favor, a pesar de haber sido declarado fundado, sólo
dispuso la anulación de la sentlll'lCia, el juicio oral y la acusación fiscal del proceso.
En ambos casos, los procesos penales Iniciados en nuestra contra por el deNto de
te"OIÍsmo en los allos 1995 y 1991, respectivamente, de acuerdo a la nueva
legislación procesal antiterrDrista, no solo se refirieron a los mismos hechos
respecto a los cuales se nos juzgara, sino que el atestado policial y la denuncia
fiscal, y las pruebas cuestionados por ser violatorios de nuestros derechos
fundamentales, conservaron plena validez. en vulneración de nuestras garantias
judiciales.

72. Si bien hoy se permite el interrogatorio a los miembros de la Policía que efectuaron
los atestados policiales, ésta decisión queda al artlibio del juez que Heva la causa
la aplicación de dicha norma, lo que no otorga garantlas suficientes a los
procesados en una materia tan importante como el derecho a interrogar a los
testigos.

73. En cuanto al principio de publicidad de los procesos, la situación no ha variado
sustanlivamenle. Aunque la legislación vigente permite un juicio público. en la
pcáctica dichos juidos se realizan dentro de los centros penitenciarios, que se
ubican a distancia un tanto lejano de las ciudades y donde el acceso para los
familiares aún se ve restringido al cumplimiento de ciertas revisiones denigrantes y
humiHantes, lo que se extiende incluso a los abogados, a quienes les son
requisados los teléfonos celulares, sus llaves, y siendo objeto de revisión sus
portafo/iosllO•

74. La nueva legilllaci6n aprobada por el Estado contra el terrorismo, mantiene
elevadas condenas y similares a todos los tipos penales que contiene, que no
responden al grado de responsabilidad, importando sólo la naturaleza el tipo de
delito que se le imputa (actos terrorismo, asociación o colaboración). Para ei
Estado resulta de la misma gravedad la comisión un hecho concreto que la
condición de la persona en relación a las organÍZllCÍOnes terroristas.

1. RESPECTO OE WllSON GARCIA ASTO

a. Detención, investigación y juzgamiento por jueces sin rostro

75. El dla de mi detención, mientras me encontraba en un paradero de autobús, un
policia descendió de un auto marca voIswagen con un arma de fuego, y apuntó a
dos personas que se encontraban delante de mí persona; casi inmediatamente
otro policía me apuntó por la espalda y me tiró al piso, me tocaba con sus manos
mi CU8lJIO. mientras me proferia palabras soeces: traté de explicañes que cometían
un ellO!'. pero rna ingresaron 8 la fuerza al vehículo cubñéndome la cabeza con mi
propia ChompafIl y espoándome- las manos....

AA AlirmadOn a partir de la experiencia sufIida por nueSlra representante legal al asistir a algunas de Iss
f,udienci8a11_a cabo en al proce!lO seguido contra Wilson GlIrcia Aslo.

AsI se denomina en el Perú al jer.iey de pu..o ligero, poco ceIlido oon mangas.: GrI_°manilt. de hierro con que se sujela a los ,,",sos por las muftecas .
"No lfI m..'..... CSI'&jo _la DlNCOTE". Véase A.-o e.

. . .. _----_._-- - -- - - - - - _._---------



...
'.

.-

-

-
•· -•
• ,
·,
•
·, -·,
•, '.

·•
•· -, ·

•···

• ...
•

" -•

••

•,· -

76. En el trayecto, un poficia escribió entusiastamente en mi camiseta
llO

, y dijo "Hoy dla
hemos tenido buena pesca?", luego me enteré que habla escrito con lapicero azul
"Yo PeP'. Mientras tanto, otro policía me dijo: "cholo fe vamos a llevar a la playa",
después me enteré que en cierto lugar de las playas de Lima hay pozas de agua, y
alli acostumbraban ahogar a los detenidos hasta desmaylll10s 81 •

77 . Trasladado a las oficinas de la DINCOTE, se me mantuvo incomunicado de mis
famHiares e incluso del abogado que había sido contnJtado por mi famHia para mi
defensa, desde el 30 de junio de 1995 hasta el 12 de julio de 1995, fecha en que
presté mi manifestación policial.

78. Desde el primero momento fui objeto de tortura, debido a que me negué a firmar el
acta del Registro PftBOnal en razón que este consignaba que se me habia
encontrado en mi persoo'lll "tres volantes de contenidos subversivos"; la reacción
de los policías fue de cólera mientras me increpaban en forma soetD, y
empezaron a abofetearmelI3

• Ya en la sede de la Direcd6n Nacional contra el
Tel'Ttll1smo -DINCOTE-, cuatro policías me golpearon en los oidos con la mano
abierta por diez minutos, dos policias me sujetaron, uno me golpeaba, uno tenia el
documento [acta de registro personal) en la mano esperando que yo firme, el
quinto obse1vaba. Me condujeron a una oficina adminislrativa, en la que había
personas trabajando [todos vallli1esl, me mantuvieron todo el tiempo esposado,
con ITI8ITOC8S, y me dejaron de pie mirando una pared dasde las 4 de la tarde del
día de mi detención hasta las 3 de la mai\ana del día siguiente; a esa hora,
aproximadamente, me autorizaron a que me echara al suelo, para que descansara.
Al día siguiente me ordenaron que estuviera de pie todo el día sin alimentos ni
bebida alguna.

79. La diligencia de registro domiciliario, efectuada por personal policial el1 de julio de
1995 en la tarde del dla siguiente de mi detención, se inició sin la presencia del
representante del Minislelio Publico"'; se efeclu8ron llamadas telefónicaS desde el
teléfono de mi domicilio requiriendo su presencía95; asimismo, me obligaron a
flfTll8r el aeta de registro sin que lo leyera bajo amenaza de detener a mi familia.
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se Camisela Ilsualrnet1le de cola blanco, que se usa oomo ropa interior masrnliM.
Y1 Era UM préclIca de los agenles de la DINCOTE. Uevar a les detenidos ¡JO< len'DIismo a la playa, donde
los aIlogIIll8n _ CllU6lIIles -.nayo. pera lcgr8r .... autoin<UpscIón o confoslón. V68se sentencia de
'a Corte IOH. Caso Loeyz8 rarneyo. Sa_ de 17 de sepliembnl de 1987, Paria IX, Testimonios de
Juan Alberto Delgadillo, Luis Guzmén Casas, Luis Alberto cantoral Benavides. Pedro Telmo Vega Valle.
Maria Elena Loayza Tamayo., Vlclar Álval8z PéI8z.
92 "no qoi8t'e$ colaborar tenuoo de mis:dB, ahora \.49rás" , Véase Anexo 6.
" Al millmo tiempo que me abofeleell8n. me declan: "esto es para que empieces a oo/aborer. huevón".
Véase Anexo 6.
.. V6aoe~o 64 de la demanda de la CIDH. El fisceI Juan Coraje Call8llZ8, q... sllsaiblera el acta de
regblm domiciliario de Wilson Garcla Asto, en .... desc8IgD a la doclora Zoraida Avales RlvtlI1I,
represenlante del Mlnislefio PútlIlco en el Consejo Naclonal de Derechos Humanos• ..-o a la Nota 7·5M
.1. dal Estado penJlIno a la Comisión Intetllll'l8licana de Derechos Humanos da 2ll de noviembre de
2OlI3. alIrma -as~ fa/$o tpJ el susaItD haya llegado a la ...... el llJOO ya habla
cxy~. pt: rs a ba'" dJJ len JlI8m:MiW alba di set¡¡:iaio ¡.Ms he ti" do.., Acta~ no me eotl&8.. -~~~_ .", nJenol ""","'_IVGJIU ....

.. Anexo 7: ClIIla CUI'S*N ¡JO< C81ia Asto UrIlano a la Telefónica del Penl el .23 de febmm de 2004 Y la
~ de cIicha ampresa del dia 1· de 1Tl820 de 2004, Y flSCI ilo de ofrecimienlo de prueba ¡xesenlado
¡JO< la defensa de Wilson Garcla ASlJ a la S81a Naciollal de Te..DIismo de l8dle 2ll de ll\IlIZO de 2OD4.
W- AlMIxo 10 de la _ de la CIDH. Declaración Testimonial de Ctlfla Asto Urbano de 22 de
seprJembre de 1995.. pégjna ll1!s de la manffeslación numerada 96 en el matgen superior derecho. Vt!ase
tamIlibl Ano,., 64 de la derr..da de la Comlllón. Informe del seIlor Foscal Juan ConIje c.ranza de 22
de julio de 2002 en dos (2) _ dirigido a la SeI\oriIa Fiscal Zoraida AvaIos Ri-.., RepresenlanIe del
Min_ Público, anexo a la Nota No. 7-5M/'14 de 2ll da noviembnl de 2003 dirigido por el Estado a la
ComISión InteramericaM de Derechos Humanos. El Fiscal Coraje no afirma haber estado presente en el
inicio de la diligencia de Raglolm DomiCiliario de Wilson Garcia Asto.

:_ - - - - - - - _ ..- _.. ._-- ,- - - ------------------
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80. Luego del registro domiciliario, en la DINCOTE, dos policias me pidieron que
finnara mi notificación de detención; luego me llevaron a una celda que se ubicaba
en un sótano, donde permaneci cerca de una semana, a oscuras. Mi mamá me
llevaba alimentos, me pennitian ir al baño sólo dos veces al dia. En la celda había
un pedazo de colchón viejo y sucio; no había frazadas y era invierno, sentla mucho
frío. En IIIS nachas no podíll dormir debido 11 que escuchllban música con un
volumen muy alto, lo cualsolia emplearse cuando torturaban a alguna persona 116.

81. A la semana de mi detención, un poIicia me infonnó que una de esas noches me
irían a buscar, Efectivamente, dos policías me SIIClIRln de la celda; uno de ellos me
sujetó de los cabellos y me puso una capucha en la cabeza, mientras me llevaban
a otra habitación, me goIpeablln con patadas y puñetes. En la habitación, un
policía tenia un pedazo de madera, había múllic:a, empezaron a golpeanne los
riñones, bnizos y piernas, decian que era para ablandarme, me insultaron
diciéndome "tenorlsta, IISesino y 0110s lénninos más""'; me golpearon por cinco
minutos, en el hombro, detrás de las rodlNas. Perdi mili fuelzas, y en el tórax sentía
como agujas. Se acercó un poIicla y me diJO: 'co'-bora, te ayudaf8mos para que te
acojas a la ley de amtpanlimiento". Le dije "no se nada", entonces me siguieron
golpeando. Me golpearon en la nuca, me torcieron los brazos, me golpearon en el
tóraX, hasta que me quedé sín aira, y me empecé a ahogar, entonces me
empujaron hacia un costado y me caí. Me levantaron de los cabellos mientras me
acusaban de acogenne a mi "regla de oro",9Il me cogieron de los brazos y me
jalaron y me echaron de espaldas y me sacaron el pantalón, mi ropa interior, los
zapatos y las medías; me sujetaron del pene y un policía me dijo que no saldría
entero, que me podlan "jodeI". El oflcial de policía ordenó que me echaran agua a
los genitllles; lo que hicilll'Ol1 mientras otro policia me sujetllba la cabeza. olro me
tenia sujeto de los pies mientras me amenazaba para que "confesara", Luego vino
otro policía con una máquina y me pusi61on electricidad en los testía.dos y empecé
a gritar y todo se volvió confuso, escuchaba a lo lejos que me pedian que diga solo
un nombre, que mi familia me había dejado solo, sin comida, que no tenía
abogado. El oficial. me dijo "te has acogido bien a tu ley" Y ordenó me llevaran a
una celda....

82. Al dia siguiente me trataron "mas suave"'OO; ya no me golpearon para llevarme a
Interrogar, me hicleron sentar en una silla, habla tres pollclas, y me traen un
documento, me dicen que es la manifestación de "Paolo". y que este lIfinnaba que
era su colaborador: Me piden que les cuente sobre la computlldoll!l; como les dígo
que no es cierto que colaborara con la persona que ellos llaman Paolo, un poñcla
me dio un puñetazo en el pecho y otro con las dos manos me golpeó los oídos.
grité de dolor, y no podla eacuchar mi propia voz, luego me empujan y caigo al
suelo, en donde me pateen en la zona del estómago, Me ak:anzan un documento
para que lo filme, como no lo hago, el oficial ordena que me Ueven a mi celda. Dos
días después apareció mi tío, el Comandante de la Policla Nacional Luis Garcia
Tuesta y me aconseja como debo declarar'''.

- - -_ .._--_ ._-
ee Véase Anexo 8, en el cual la víctima declara que tUYO conocimiento que el volumen aUo era para acallar
los grttos de los otros delelidos mlenlras eran torturadDs. Esto le ealls.ba pavor y pensaban que 'vienen
~ml'

Véase Ano,., 8.
.. La poIicia llama regla de oro, a' guardar silencio, de no dedarar, de no aceplar los eafllO$ que le imputa
1: :':'::':':':'0 que se tmla de una orden de selIdero lumInoso.

100 Wre Anexo 8.
,., Véase Anexo S.

----------_._-----------------_._._- ... .__.
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83. Informé de las torturas antes descritas al delegado del Comité Internacional de la

Cruz Roja cuando recibí su visita el 7 de julio de 1995. me dijo que informaría a las
autoridades102.

-
....

-•

-

84. Presté mi manifestaeióO policial el12 de julio de 1995'03. y en esa diligencia conocí
al abogado que ml familia contrató para defenderme; no pude conversar con él a
soles y previamente. por lo que se limitó a presenciar la diligencia. Declaré como
me h4~ia ~nsej"do mi tío.

85. La DINCOTE en su Informe enviado al 43° Juzgado Penal de Lima el 18 de
septiembre de 1995. acompañando documentación en 163 folios reMó que la
misma era una parte de la supuestamente obtenida del CPU (disco duro) de mi
computador incautado en mi domiciliolO., y que todavía faltaba descifrar algunos
archivos encriplados. Hallla la fecha ninguna información adicional ha sido remitida
al Juzgado Penal de Tenorismo ni a la Sala Nacional de Terrorismo. en el segundo
proceso que se inició por delito de teuorismo.

b. Condiciones de detención

'.

•

....

...

86. En los nueve años que pennanecí injustamente privado de mi libertad estuve
recluido en el establacimiento penal "Miguel Castro Castro" de la ciudad de Lima,
en el establecimiento penal de "Yanamayo" Y en el establecimiento penal de
"ChaI1apalca"'05.

87. Desde el 18 de julio de 1995 fui recluido en el Penal de Máxima seguridad Miguel
Castro Castro (Lima) hasta el 2 de julio de 1999. fecha en que fui trasladado al
Penal Yanama)'O (Puno)'06. El traslado de los intemos se llevó a cabo mediante el
empleo de gas lacrimógeno y maltratos físicos; consecuencia de ello mis
afecciones de salud (pIostáticas) leaudecieron, recibiendo atención médica por un
¡ntemo: Miguel Atahualpa. médico de profesión con práctica en medicina genera/o
quién también se encontraba en dicho centro penitenciario por delito de tel'TOlismo.

•

••-

-
•

•
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88. El 21 de septiembre de 2001, fui trasladado entre otros internos del Penal de
Yanernayo al Penal de Challapalca. ubicado en un lugar inaccesible con
temperatura bajo cero todo el año y sin condiciones de habitabilidad al encontrarse
a 5,200 msnm, alegando razones de "seguridad", poniendo mi vida y mi integridad
flsica en peligro, ocasionándome además un dalla moral a mí persona ya ml
familia. al limitar nuestro derecho de visita. asl como de un grave perjuicio
_ ....._...... ',-,"'07
O>'Nl""....... a lTIt ,a",.18 .

- • ¡ .....•
" ,

...
."

89. Durante el operativo de traslado al Penal de Challapalca. los miembros de la
policia a cargo, utilizaron innecesariamente en contra de mi persona y de otros
intemos bombas Iacrlmógenas. bombas vomitivas y gases paralizantes.
causándome asflXÍlI y problemas respiratorios. Me impidieron IIevlll' mis
pertenencias personales, me llevaron con lo que llevaba puesto, A mí llegada al
Penl!ll Challapalca fui objeto de mallnlto físico de parte de los miembros del INPE•

... -- --- ------- - - --

' . -• •..

...

...
,"

" '" Véase Anexo 6.
:: V6ase Anexo 5 de la demanda de la CIDH.

Véase anexo 16 de la demanda de la CIDH: Parte N" 2036-D3-DINCOTE de 18 de sel'iembre de
'995.
' ''' Véase Anexo 8. CroNllogla de la detención y permanencia de WiIson Gasto en los diYefllOS
~abledmlentos penitenciarios de' Pen:I. _ e'30 de junio de 1995 al8 de agosto de 2004.

Véase AnelCD &4 de la _ de la C1DH. a>municacilJn de la pelicIonlwia de fecha 29 de octubre de1_.
"" Véase Anexo 85 de la demanda de la CIDH. Expediente anle la CIDH Medidas Cautelares.

...

..
""
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quienes abusando de su autoridad, me golpearon brutalmente con patadas,
puñetes y patos; me cubrieron el rostro para impedir que los identificara1Oa.

90. Por un mes se me restringió el derecho a visita; no me permitieron salir al palio; me
mantenían encerrado las 24 horas del dla, en una celda reducida de 2 metros por
1,SO metros. Mis problemas de salud reaudecieron (afecciones prostáticas
diagnosticadas en 1998 en el Establecimiento penal Miguel Castro Castro); reclbi
atención médica de lMl Interno de profesión médico Ytambién condenado por delito
de tellOOsmo, ya que el penal de Challapalca carecla de S81Vicios médicos básicos
para atender problemas de selud, que consta en informes de la Defensoría del
Pueblo, y otros organismos del Estado""'. Ningún diagnósllco especializado, tales
como urocultivo, endoscopla, etc. me fueron practicados; me sentla fatigado, los
dolores no cesaban y por momentos me deprimía.

91. El 14 noviembre de 2001 el Fiscal Provincial Mixto de Tarata, Departamento de
TaeM, constató en el Centro Penitenciario de Challapalca que en e/traslado de los
34 presos dellNPE Yanamayo - PlMIO con destino al INPE ChaIIapaIca - Tacna.
se habían cometido una serie de delitos de Iese humanidad: levantó un Acta de
Visita y Constatación. en la que consignó las condiciones penitenciarias
"infrahumanas' de los internos, inclusive de los trasladados del Centro
Penitenciario de Yanamayo, y la siluación de los inten lOS, quienes no consumen
agua potable. ni tienen atención médica permanente. ni cuentan con medicinas, o
frazadas. El Fiscal dejó constancia que los intemos trasladados fueron maltratados
en el Penal de Yanamayo. conforme se puede observar de las historias e/lnicas
efectuadas a su llegada al penal de ChaHapalca"o.

92. la Comisión adoptó un Informe Especial sobre la situación de los derechos
HUlTllII'Ios en la Cárcel de Challapek:a. Departamento de Tacna en el que describe
ampliamente las condiciones carcelarias de los internos111 ,

e. Anullclón de la .entencia y nuevo juicio

93. El 15 de enero 2003. la Corte Superior de Urna. anuló el proceso por el cual se me
condenó a 20 a/los por delito de terrorismo en el procedimiento de Hábeas corpus
-correcavo- interpuesto a mi favor por violación de las garantlas judicialas y del
debido proceso (el de juez natural. el deracho de conocar si el juzgador resulta
competente y hllber sido sentenciado por jueces sin rostro). Asimismo, ordenó la
remisión del expediente dentro del ténnino de 48 horas a la autoridad competente
para que se dispusiera ellrámite de ley correspondiente"2.

94. El 10 de rnarzo de 2003. dos meses. aproximadamente. después de haberse
anulado mi proceso penal, el 1· Juzgado Penal de Terrorismo dictó auto apertario
de instrucción en la vía ordinaria en mi contra por delito de terrorismo. como
presunto autor del delito de terrorismo - asociación te"arista. declarando no haber

-~-- - -----'-._._...- ....-
ice Véese Anexo 65 de le demande de la CIDH. Expediente ante la CIDH - Medidas cautelares. Véase
~ Anexo 6,_o de Wilson G8n:ie A:!I.o.
1 _ Anexo 85 de 18 _ do 18 COiliisiórp ExpecIienIe lII1le la CIOH - Medidas cautelares. La
Defensorle del Pueblo nos WFSÓ el Oficio N" 702·2001·DP·APP de 23 de noviembnt de 2001, sobre las
condiciones pen~enci8f!8S en el Penel de Challepalca. en el Que opina que ",_ el _. de Ch.""'"'
/lO CI - ... -. loa .....-_ "*"- p • .....,a- 81 ...... de ,.. dIoNl:Ilos lImdiIfnaIw.
de ,. ,."..,. de....... y que "el~ penal deberla _ dausunIdo a oorto plazo y
los internos reubicados en otros penales".
, •• Véase AfIe... 85 do la demanda de la C/OH. Expediente ante la CIDH Medidas Cautelares,
::: 0EAiSef.LNm.118. Doc. 3. 9 de octubre 2003. Original Espe/\ol. Véase Anexo 5.

V6_ Anexo 9. VoleIe -..o 26 de 18 d_a de la CIOH. sentencia de la COfte Superior de Urna
de 15 de enero de 2003. HebeaS Corpus N" 11ll-2002.
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lugar a la apertura de instrucción en mi contra por delito de terrorismo ­
colaboración terrorista; con fundamento en la denuncia N" 090-95 formulada por el
FISCal Adjunto de la 43 Fiscalía Provincial Penal de Lima. Juan Coraje Carranza de
17 de julio de 1995 y en mérito del Atestado Poncial N" D71-D3-DINCOTE.

95. Iniciado mi juicio oral el 6 de abril de 2003. la audiencia se llevó a cabo en
diecisiete sesiones dictándose sentencia el 5 de agosto de 2003, la misma que me
absolvió de la acusación fIScal y ordenando mi libertad. la que se efectuó el dia 6
de agosto de 2004. pasadas las 10 de la noche"'.

96. Tratándose de un proceso en el que el Estado es el agraviado, se encuentra
representado por el Procurador Público para asuntos de delito de terrorismo.
Durante la audiencia. el representante del Estado asumió un rol activo llegando a
sustituir en sus funciones al Ministerio Público. lo que se evidencia en el tipo de
preguntas formuladas a mi persona durante el juicio oral y la formulación de sus
alegatos. A la fecha no se me ha notificado con la sentencia absolutoria ni se me
ha expedido copias de la misma ni de las actas de la audiencia'''.

2. RESPECTO De URCESINO RAMlREZ ROJAS

a. Detención, investigación y juzgamlento por jueces sin rostro

97. Soy economista de profesiónU5; trabajé en el Ministerio de Economía y Finanzasu e

y posteriormente como Asesor Parlamentario del Congreso de la República del
Perú1H y fui simpatizante del partido Unidad Nacional de Izquierda Revolucionarla
(UNIR) -un partido de izquíen:la legalmente constituído en el Perú118.

98. Mi arbitraria detención ocurre en una etapa de mi vida en la que producto de mis
largos allos de trabajo me podla dedicar a la investigación y producción
académicau.. El Registro dorníciHario efectuado por miembros de la policia
nacional revela desconocimiento de las diferencias elementales entre un partido
legal de izquierda como es el Partido Unidad Nacional de Izquierda Revotucionarta
(UNIR) Y un grupo armado que ha elegido la violencia armada como forma de
alcanzar el poder. al calificar de subversiva documentación que en todo caso solo
es un ejercicio lícito de mi libertad de expresión y de opinión. Para la policía. ser de
izquierda es sinónimo de subversivo, senderista o terrorista. Ese es mi caso, fui
detenido por una casualidad, y permanezco detenido por haber sido simpetizante
de un partido de izquierda.

99. A pesar de mi estado de salud. en las instalaciones de poIIcla. no se me
proporcionalOn alimentos. ni abrigo; menos atención médica. Fui incomunicado y
no se me permitió conversar con un abogado ni tampoco con mis familiares, hasta
después de que prestara mi manifestación policial. En las instalaciones policiales
de 18 DIRCOTE fui víctima de tortura psicológica""'.

100. Fui trasladado a la CarceIela Judicial que se ubica en el sótano de la sede del
Poder Judicial (Palacio de Justicia). y posteriormente al Establecimiento

- -- - _.__..__._ ._._- - - - -
-". • Ver Anexos 1OY 11.". Véase Anexo 1.
115 Ver Anexo 12.
116 Ver Anexo 13,.,
.. Ver Anexo 104. Véase también anexo 31 de la demanda de la CIDH.
' lO. • Ver Anexo 15.
119 VerAlwxo 1e.
'20 VerAnexo 17.
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Penitenciario "Miguel Castro Castro" (Lima), Permaneci detenido desde el 27 de
julio de 1991 hasta el 30 de setiembre de 1994 en el establecimiento penal Miguel
Castro castro. El 1 de octubre de 1994 fui trasladado al establecimiento
penitendario de Huacariz (Ca¡amarca). En noviembre del 2000 se me trasladó al
estabIedmiento penal El Milagro (TlUjillo-La Ubertad)'2' . En los primefOS meses del
presente ailo 2004 fui trasladado al establecimiento penal Miguel Castro Castro.

101 . Encontrándome en el Penal Miguel Castro Castro. entre el 6 Y 9 de mayo de
1992, el Estado llevó a cabo un operativo "Mudanza 1" con la finalidad de trasladar
aproximadamente 90 mujeres recluidas en dicho penal acusadas del delito de
terrorismo, ubicadas en el Pabellón 1A del centro penal castro castro a centros
penitenciarios femeninos. La forma en que se llevó a cabo el operativo puso en
riesgo mi vida e integridad asi como de los otros intemos de los pabellones 1A Y
48, en el que yo me encontraba'22.

102. El operativo provocó la muerte de decenas de presos e innumerables heridos,
entre los que me encontraba, por el empleo de explosivos y Bm'l8S de guerra por
parte de los miembros de la policía y del ejército que tomaron parte del
operativo123•

103. El operativo se inició en la madrugada del día 6 de mayo de 1992 con la
explosión de la pered externa del patio del pabellón 1A, debido a la resistencia de
las presas al traslado. Dos explosiones se produjeron, y se escucharon disparos
contrll las internas. También se usaron gases lacrimógenos y granadas, que me
produjeron asfixia asi como a otros intemos, que resultaron heridos.

104. El Estado exigió la rendición de los intemos, y éstos demandaban por auxilio
médico y la ",esencia de representantes de organismos internacionales, v.g. del
Comité Internacional de la Cruz Roja • CICR.

105. La situación se prolongó durante varios dlas con incremento de violencia en
contra de los internos, y alcanzó al Pabellón 48 de varones en el que me
encontraba. Varios QI\lIlOS de internos fueron separados y trasladados a los
diferenles pabellones y al patio principel conocido como tierra de nadie; muchos de
los redusos que se encontraron en este lugar fueron ejecutedos por una unidad
del ejérdto. Posterionnente tomé conocimiento que muchos intemos faNecieron
como consecuencia del operativo, por disparos, explosiones y por falla de pronta y
oportuna atención médica.

106. Cuando lenninó el operativo, fui conducido por las fuerzas policiales y militares
al patio, donde permanecí varios dlas sin recibir atención médica ni comida, siendo
una más de las víctimas en eslII degradante e inhumana condición carcelaria
establecida por el Estado a los reclusos, en especial. a los investigados,
procesados y condenados por el delito de terrorismo Ytraición a la patria ,

107. En la actualidad, estoy siendo fOlTnalmente "procesado por el delito de
terrorismo. que se iniciara en el aIlo de 1991", ya que desde el 13 de mayo de

- - -- --- - - - -
'Z' Tanto el establecimiento de Huacanz como el del "Milagro" se ubican al norte del tenilorio nacional, a
una hora , veinlicinco minutos y ... hora de .n.je por avión. 8prIlJtimlKl8mente. y catorce Yocho holas ,
lBOP8dlVMoenlll por canslera, Véase Gul. T_clnlC8. aI'1o 2lJll4, Pllginas amariltas de la Telefónica del
Peni.
m Véase Ane"" 16.
'23 Vé... capitulo 11,A Del ConleXlo en que oaJllieron los hechos vioI8IotIos, de este eSClito.

..
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2003 en que se declaró la nulidad de mi proceso'24, se encuentra en la etapa de
instR.ICCÍón (investigación).

b. Anulación de la sentencia y nuevo juicio

108. El 3 de noviembre de 2003 se amplió \a instrucción por el término de treinta
dlas ' 25• a fin de que se practiquen dHigencles entre otras la de mi confrontación con
mi co procesada Isabel Moreno Tarazona. EI6 de diciembre de 2003 se precisó
que la ampIiaclón de la instrucción era por un plazo eldnlordinarlo de 45 dlas.'2Il En
ese plazo sin embargo no se llevó a cabo ninguna de las diligencias programadas
como la confrontación con mi coproc;esada Cristina Isabel Moreno Tarazana por no
haber sido traslado mi persona a la ciudad de lima del penal "El Milagro"
(TlUjiUo)'27; por lo que mi defensa mediante escrito de 2 de febrero de 2004 solicitó
que el Fiscal Superior dictamine no haber mérito a fonnular acusación contra mi
persona'28.

109. El día 08 de enero de 2004. mi abogado defensor dejó constancia de la
poaición de la defensa en el sentido que corrnponde al juzgado llevar 11 cabo las
diligencias ortlenadas por la Sala Superior, bajo responsabilidad de incurrir en
inconducta funcional. por no haber hecho uso de las facultades de IIpremio de llls
que está investido. para que en un término de cuarenta Y cinco días hubiera
asegurado que se lIClu8ran las p¡uebas. En esa término ampliado de cuarenta y
cinco días no se lleYó 8 cabo, por ~mpIo, la diligencia de confrontación con mi co
inculpada Isabel Moreno Tarazana' .

110. Los informes finales fueron evacuados sin que la dillgencia de confrontación
haya sido llevada a cabo; el 27 de enero de 2004. dla en que venció el plazo de
tres díaS. se dispuso que se eleven los autos a la Sala Nacional de Terrorismo'30.
Con fecha 9 de febrero de 2004 interpuse acción de Habeas Corpus ante el
Juzgedo Especializado en lo Penal de Tumo, amparándome en los articulas 2, 3,
4. 5, 12, 13, 14, 15 Y16 de la Ley 23506, debido a la vulneillción de mis derechos
fundamentales en cuanto sa Alfiere a la observancia del debido proceso'3' .

111. Mediante dictamen - Acusación Fiscal N° 040-04, 3° FSEDT-MP-FN de fecha 8
de marzo de 2004, se solicitó conceder plazo ampliatorio extraordinario de treinta
días. insislléndosa en la raalizaclón de la dHigencia de confrontación entre mi
persona e Isabel Cristina Moreno Tarazana. El 18 de marzo el Juzgado diS~SO

que el 1° de abril de 2004 se llevara a cabo la diligencia de confrontación' ,la
misma que no se resHzó.

112. Mediante dictamen N° 192-2004-2° FSEDT-MP-FN de fecha 02 de agosto de
2004, se solicitó se conceda un plazo de ampliación extraordinario de diez días
para la ampIlación del auto 8pertorio de ínstrucción para comprenderme 8 mi
persona asl como a mi coprocesada Isabel Moreno Tarazana como presuntos
autores del delito de tel1'Olismo previsto y penado por el articulo 322 del Código
Penal, entre otroS'33. El Fiscal Provincial Especializada en deUto de Terrorismo

--_._--_._------- - - ---
,,. Véase Anexo 48 de la demanda de la CIDH.
1Z! Anexo 18.
,,. lIé&se AnlllCO 50 de la demanda de la CIDH.
127 laIl11llodd8des dellneIiI..o Peniten<:i"';o Informaron al JlIZQlIdO que el no traslado de mi pe<son8 a la
,,!udIld de Urna se debla a razones Pl'NUIlU_as.
1 • Véase Anexo 19.
,,. Anexo 20.

"" Véase Anexo 21

:: ~::::~:::~'de le demanda de la CIDli
VéS5E Anexo 23.

.- .._------------
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mediante Dictamen 72 de 19 de agosto de 2004 fonnuló denuncia penal
ampliatoria contra mi persona e Isabel Moreno Tarazana '34.

113. El Primer Juzgado Penal Especializado en Delitos de Terrorismo. mediante
resolución de 25 de Agosto de 2004 dispuso nuevamente ampliar el plazo de
instrucción por el término de diez dias. asimismo. se amplió el auto apertorio de
instrucción a fin que se me comprenda corno presunto autor del delito previsto y
sencionado por el articulo 322 del Código Penal' 36.

114. EI1 de setiembre de 2004 el Primer Juzgado Penal Especializado en Delito de
Terrorismo declaró improcedente mi solicitud de variación del mandato de
detención por el de comparecencia del 13 de julio de 2004. La resolución de
improcedencia se sustentó en que en opinión del A qua concurren los tres
requisitos exigidos pera proceder con la medida de coarción personal: la prueba
suficiente que vincule al il!lR:!!1!S!o como autor o parliciDe de un delito; la
peligrosidad procesal y la prognosis de pena. El juez sostiena que la variación de
medida debe ser solicitada por el procesado contra quien en el auto apertario de
instrucclón se haya didado mandato de detención o se hayan presentado nuevas
pruebas que justifiquen dicha medida. y que en mi ceso considera que hasta el
momento no se desprenden nuevos actos que enerven mi situación jurídica pera
ameritar la variación de la medida coercitiva (el subrayado es nuestro). El 13 de
septiembre de 2004. mi defensa presentó recurso de apelación contra dicha
resolución. siendo elevado a la Sala Nacional de Terroosmo ' 311• El 28 de
septiembre el Juzgado dispuso la elevación de los autos a la Sala Nacional de
Terrorismo137.

-

-

115. En la misma fecha. interpuse acción de Habeas Corpus contra la Jueza del
Primer Juzgado Penal Especial de Terrorismo de Lime. por atentar contra el
derecho a la libertad personal asi corno por la violación de la observancia del
debido proceso. la misma que fue declarada improcedente138.

...

-

116. En la actualidad. continúo privado de mi libertad desde mi detención en el año
1991 en atención a un proceso que se me sigue por delito de tarrorismo que no
sólo no cuenta con las garantías debidas consagradas tanto en el derecho interno
como en la Convención Americana de Derechos Humanos. en el cual. el 19 de
agosto de 2004. después de 13 alias. se me amplia la denuncia penal en mi contra
por delito de terrorismo139.

-

-
"

.-
,
•

-"'._-----

,
•,

l. .

'" Véase Anexo 24.
'36 Véase Anexo 25.
,.. V...... AneJOJ 26.
ta Wese A"""" 2. La CI onologla del procadimianto "reiniciado" an mayo da 2003 an Anexo 28.
138 Véase Anexo 27.
139 Véase Anexo 02.' .
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111. FUNDAMENTOS DE DERECHO
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117.Esta parte hace suyo los fundamentos de derecho expuestos por la Comisión en
su demanda, y hace presente que no los reiterará.

118.En este capitulo incluiremos igualmente argumentos para sustentar las
violaciones de otros derechos que no fueron incluidos por la Comisión en su
demanda, por consideral1o necesario para una adecuada protección de nuestros
derechos como vlctimas de los excesos del Estado peruano.

119.Tanto la Comisión como la Honorable Corte han reconocido que el Estado tiene
el derecho y el deber de garantizar su propia seguridad''''' y la de sus
ciudadanos en la lucha conlra el terrorismo; el derecho intemacional obliga a los
Estados miembros a adoptar las medidas necesarias para prevenir el terrorismo
y otras formas de violencia y a garantizar la seguridad a los ciudadanos '41 •

120.En consecuencia, el Estado tiene la obligación de investigar, juzgar y sancionar a
aquellas personas que resulten responsables por la utilización de métodos
violentos indisaiminados contra la población, utilizados con el fin de causar
zozobra y datlo. SIn embargo, esta obligación estatal debe cumplirse con pleno
respeto de sus obligaciones internacionales; al diseñar políticas para enfrentar la
violencia armada y el "terrorismo·, los Estados miembros se hallan igualmente
obligados a seguir cumpliendo es1IictlImente sus obligaciones in ,
incluidas las asumidas dentro de los marcos del derecho intelllacional de los
derechos humanos y del derecho intemacional humanitario'42.

121.Así lo han reconocido los Estados miernbtos de la OEA en el artículo 15 de la
Convención Intemmericana contm el Terrorismo al establecer que las medidas
adoptadas para combatir el terrorismo "se llevarán a cabo con pleno respeto al
estado de derecho, los derechos humanos y las libertades fundamentales·'el.
Por ello, la Comisión ha subrayado s te que el respeto irrestricto
del pleno goce de los derechos humanos, o de los derechos que no hayan sido
legltimamente suspendidos en situaciones de emergencia, debe ser parte
fundamental de cualquier estrategia antiterrorisla. El elemento medular de este
aiterio es el reeonoc:imiento de que la lucha contra el terrorismo no es una
responsabnidad antitética a la protección de los derechos humanos y la
demoaacia'- .

122.En este sentido, la Convención Americana sobre Derechos Humanos contiene
disposiciones que garantizan al imputado una serie de protecciones sustantivas
y procesales en el lr8mite de cualquier acusación penal formulada contra él.
Estas garantías incluyen el derecho a la presunción de inocencia, la

~'*: Corte 1.0.H. {:mu Cosutto Pernci. Sentencia de 3u de l1l<I)o de 1'YtJ9 Serie e No. 52. párr, H9.
,~ . CJDH. lnfiJl7tk' whre Terrorismo J: Derechos Humanos. 22 <k octubre de 2002. pig. l~, 1eQ.\l" lamhién CIDH.
Resclucíén Tcrrorismo ~ Derecncs Hornanos. 11 de Diciernbn: de 2001. Informe sobre Ternxismo y Derechos
HuJ1latlO<. Anexo J. pág. 177: C/OH. Die¿ ..los de Aan;dades 1971-1'Ifl1. pág. 3.19: CIOH. Caso 11.182. Informe
Ñ<leIlCio [jodo y Oh (PeniJ. Informe Anual de la C10H 2000. pórr. 58: Corte I.O.H., Ca", N.ira .1/<¡¡ria.
Sen- ..... del 19 de 0 de 1995, Ser. A N" 20. pirr. 15. De i¡ual modo. la Cone soIIa1a que la lucba de los ESlado<
contra el delito debe desarrollarse COD pleno respeto a los derechos hwnanos de las personas sometidas a SIl

jurilidicción. ~ de conformidad con los traUldos aplicables. Ccm J.O.H • Caso /liJmoca ' ''/~z. Sentencia de 15 de
_ de 2000. Serie C No. 70. pirr. 174: Corte !.O.H.. Ca", Dttnlrd y Ugane. Semencia de 16 de apIO de
2000. Serie C No. 6&. pirr. 69 YCorle I.O.H., ( '"", ('astll'" P<lncz; va/rOS. ,..prp. párrs. S9 • 2lJ4.
14': (,JDH. l"fOl'lll~ .QKln TerronsmoJ' Derer.JfU!i I/Ulll.tmns. 22 de ocndm: de .2002, JDlroduccic:n pirr, 4. pi.g.. 15.
1.. eon.-:;m lDIetame1"i<:ana """ra et Terrorismo, _ de la _ Gen.,a! de la <lEA. AGiRF.S. 111-I/)
(XXXJJ.O/02). $e¡I..... Sesión PIcnaria. 3 de junio de 2002. ano15 (1 l.
!-104 elDH. InflA IIk .cobT? Terrori.V1Jt) ....D~M' HlllIUlIfos. 22 de octubre de 2002. Introducción. pUr. 5. pigs. IS-Ir).

----------
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preexistencia de la ley y de la pena respecto del acto que se le imputa, el no
juzgamiento dos veces por un mismo hecho, el derecho a ser oído con las
debidas garantías dentro de un plazo razonable por un biblmal competente e
imparcial, y un número no taxativo de otras garantias procesales que se
consideran esenciales para un juicio justo'....

A. SOBRE EL DERECHO A LAS GARANTíAS JUDICIALES CONSAGRADO EN
EL ARTíCULO 8 DE LA CONVENCIÓN. EN UNA SITUACIÓN DE CONFUCTO
ARMADO, DE CONFORMIDAD CON EL ARTíCULO 30 COMÚN A LOS
CUATRO CONVENIOS DE GINEBRA DE 1949.

123.Las situaciones de violencia annada al interior de los Estados caen no sólo bajo
el ámbito de apficación del derecho intemacional de los derechos, sino también
del derecho intemaáonal humanitario'·, específicamente del artículo 3° común
a los Cuatro Convenios de Ginebra de 1949'''', aplicable en siIuaciones de
conflictos annados no internacionales que se desarrollan en el territorio de una
Alta Parte · como fue el caso del Peni-, entre las fuerzas armadas y grupos
armados no regulares, con el objeto de proteger a las peJSOl18s que no
participan en las hostilídades o han dejado de participl!lr en elles, sin rnodificlIr el
estatuto de las partes. No obstante, aún en el supuesto que a la situación antes
descrita no le fuera apIícable ni siquiera el régimen de protección míníma a que
se refiera el artículo 3° común a los Convenios de Ginebra,'" serian de
aplicación las normas consuetudinarias del derecho humanitario. exprasadas en
la Ramada Cláusula Marlens, incorporadas tanto en el Preámbulo de la 11
Convención de La Haya de 1899.'49 reiterada en lafV Convención de La Haya

l .l ~ Id.. pág. 159. párr. 2l8. Véase también CIDH. ln/orm~ An~(ll 1999. Informe ~ ~91no. Caso Carlos Florentino
Molero Coca v otros. Pero. 13 <le abril <le zooo, párrs. :IS a 5lI.
;..1(. El dmchÓ inlemaciooallnunaoitario es ~uel que estipula la aplicación de un conjunlo de nonnas mínimas de
condut.1a durante íos cooO.iClOli armacbs sean est06 de caráder internacional o interno. ES135 sah·aguardias están
oontatidao en los CwIro Coavenico de Oind>ra de 1949 Y.... des ProIoc:oIos AdicionaIcs
14' AItiado J -~ no infI::uciomles
En caso de amflido armado que 00 sea de indole ínlcmacional y que swja en el lerritorio <le um de las Altas Panes
Contratantcs cada una de las Panes en confliao tendrá la obiigación de aplicar. COIIW UlÍnimo. las siguientes
~:

1) Lao pmo... que 00 ¡mticipen di_._ en las bootiIidadcs. illCluido< los nDanbroo de las fIJa_ armad:i<
que bay.m depuesto las armas y' las pe.sonas pue5las fuera de combate por cnferm<dad. herida. detcnciirl o por
cualquier otra eolUSo1. serán. en 14XW Ja¡ circunstancia¡, tratadas ron hwnanidad. sin distinción aJguoa de índole
__ba 'lo ea la <vA. el color. la religión o la e.'-;a, el OO."'. el _ o la fortuna o cualquier erro
criImo anáIo8o
A este respecto. se prohiben. en cualquier tiempo y' 11J8lU". por lo que atañe a las personas arriba meociooadas:
a) los ate:ntad05 cesara la vida ~. la integridad CUlJlOr41. especIalmente eJ homicidio en tedas sus formas. las
mutilaciooes. 1", tratoo aucles. la tortm1l y los sup!icico;
b) la ""Da <le _nos:
e) los a'entados COOlra la dignidad personal. especialn_e los traios humillantes r degradantes:
d) .la¡ condenas dietadas y las ejfx:udone& sin prevíc juicio anre un lribunal legítiJlUtmcDte constiluido. con garantías

~ ''''''!lOdas como irIdis¡leno;obk por los ¡u:I>Ios civi1l73lklo.
2) l.oI heridos Y105 enfer... _ reo:ogidosy_.
Un organismo humanitario imparcial. tallXliOO el Cornilé rntemacionaI <le la CfU< ROJa. podrá ofrecer sus scrvrcos a
las Panes en conllIClO.

AdezMo, Iao Panes en CXlI1fIiao baIt.a lo posible por poller en viJ'Pf. medianU: acuerdes espociales. la ~idad o paIte
de ........ dis¡Jooicioncs del pI"""" COIM:IIio.
La apIIcaciÓD <le 1M anteriores disposiciones no surtirá el\x:tos sobre el estatuto jurídico de las Panes en conflicto.
'" El Ptrú rdtifioó losCOII\_ <le Oioebra de 1949 el IS <le rebn>ro de 1956.
,.. El Ptrú lO alhirió a l¡¡ Convención rúe"" a las Leyes y'C_<le la Guerra Terrestre (Ira CmfCJ'CflCÍll <le
la Paz) firmndo en La Haya el 2ll de julio de 1ll99. por N.... de 24111119O:1. diriPla al Minimu de Rdaciones
Ell1eriorto de los Países Bajos. <le confonnidad lXlfI Ja ResoIueiÓfl LegisIaI;'.. de 2j/10l1 190J . Esta adhesión enITó en
"¡[<OI' el 241I1/1'll)) .
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de 1907'50 e introducido en los Cuatro Convenios de Ginebra de 1949 (Artículos
63. 62, 242 Y258 de los Convenios I al N, respectivamente).

124.En modo alguno la posible aplicación de las normas humanitarias excluye la
aplicación de las normas de los derechos humanos, específicamente de la
Convención Americana, pues ambos ordenamientos interactúan en situaciones
excepcionales para la mejor protección de las personas que no participan en las
hostilidades, como es el caso de las víctimas, o de quienes han dejado de
participar en ellas' 5' . Más aún, la aplicación de las normas de la Convención
Americana en situaciones de conflicto armado, deben ser interpretadas a la luz
de las normas del Derecho Internacional Humanitario que permitan la eficacia
de la primera'52•

125.EI artículo 3° común a los Cuatro Convenios de Ginebra establece un marco
minímo de protección para quienes no participan o han dejado de participar en
las hostilidades, es decir, a quienes no llevan armas o han dejado de llevarlas y
no participan de las actividades hostiles. Así entendido, el cillIdo artículo 3°
consagra, derechos como la vida, la integridad yel debido proceso, entre otros,
recogidos en los artículos 4 (derecho a la vida), 5 (derecho a la integridad), 8
(garantias judiciales), 9 (Principio de Legalidad e Irrelroaclividad) y 25 (Derecho
a la Protección Judicial) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.
En ese contexto, los pñncipios del Derecho Internacional Humanitario como el
del Trato Humano, de DílItinción, de No Discriminación, entre otros, cobran
relevancia para la protección de los seres humanos y la vigencia de sus
derechos humanos en las situaciones de violencia aml8da.

·,

..,
•••

-

126.EI artículo 3 común surge como un mecanismo de protección de los grupos
vulnerables dURlnte situaciones de conflicto. As!, entendiendo que existe un
riesgo especial frenle a quienes son ajenos al conf1icto (civiles) o por
encontrarse en situación de indefensión (combatientes heridos, rendidos,
detenidos por seguridad), este dispositivo recoge el pI1ncíplo de protección al
ser humano y el de no discriminación garantizendo un núcleo básico de
derechos como son: el derecho a la vide, a la integridad personal, a la libertad y
al debido proceso.

•

-• •

,
,

-

-

127.Este articulo establece que las condenas deben ser dicladas por un tribunal
/egí6mt1lflfH7te comsli/uido y con gantntills judiciales mconocidas como
indispensabltts por los pueblos civilizlldos: El contenido de estas garantías no
aparece desarrollado de manera conjunta en alguna parte de los Convenios
pero si pueden encontrarse disposiciones dispersas en el CU8fJlO de cada uno
de los convenios y los protocolos adicionales que dan luces sobre estas
garantías, su orientación y tratamiento. En este sentido, el artículo es coherente
con el artículo 8.1 de la Convención.

•.'

-•
128.De esta manera, el derecho a un proceso justo garantizado tanto por la

Convención como por el artículo 3" común a los cuatro convenios de Ginebra,
debe ser respetado en lodas las circunstancias y no puede ser suspendido, tal

- -- - -.- --- -- - - -_'_ '-

­,
[

..,

.'" Respecto • la Comcnci<\n n:laliv-•• los Det...hoo Y l><:bms de las PcIc:nci" Y de las I'enl>tw NaltTaIes en caso
de Guara Ten...re f1I CDRf....IC~ IIJImIacionoJ de Paz)• • la Convención n:lari,,, a 1"" Dero:hos v Deberes de las
PcIc:ncias Neutrales "" caso de Guerra Maritima. finnados en la Ha)'a el 18 de oct~ de 1907. no han sido
RoliflC3dos px el Gobiemo Peruano. pero en 1.. Doa<IOS Soco...... de recbas 21tlJ&ll914 Y lJ,u5l1933,
t.:IbIbln hoodo In P"'dralidlld co la SUCl1il del 1914-1911 J en la pern entre BoIj\ia YParagua)-. rcspcctM-menrc.
docIaro somel.... a SllI díIpnoiciones.
"~ V_Informe sobre Talan"",, )' Derechos HumaDOS. OEA-emH. Washington D.e. 1002. pág. 180.
I :-~ Convención Americana ¡abre Dcrcctu Humanes, articulo 29.
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como lo señala el articulo 27 de la Convención. En el estado adual de evolución
del derecho Intemacional. la denegación del derecho a un juicio justo constituye
un crimen de guerra'53. Si el Estado no garantiza el derecho a un juicio justo en
el contexto de un conflido armado no intamacional, es responsable
internacionalmente no solo por el inaJmplimiento de sus obligaciones frente a la
Convención sino en conexión con normas del derecho internacional
humanitarío'504, y respecto a otros tratados de los que es parte; confirmando. de
este modo, la naturaleza de lus cogens de este derecho.

-

-
129. Algunas de las garantias judiciales a que se refiere el artículo 8 de la

Convención. se encuentran recogidas en el artículo 3' común a los Cuatro
Convenios de Ginebra asi corno en el 11 Protocolo Adicional, y que son de
contenido similar, y que son reconocidas como indispensables por los pueblos:

•••

­•
•,

-••

-

1) El derecl10 a un tribunal competente, independiente e imparcial,
pues la norma exige que sea un tr1bunallegltimamente constituido.

11) El derecho a ser juzgado en un plazo razonable, por tratarse de una
garantla judicial indispensable en aJalquier sistama jurídico.

1Ii) El derecho de defensa. que comprende el dere<:ho del acusado a
defendeBe, a estar presente en el propio juicio, el derecho a un
abogado defensor de su eleccl6n. a disponer del tiempo Ylos
medios necesarios para preparar la defensa, a ofrecer e interrogar a
los testigos de cargo. contar con servicios de . 'Jl
traducción. a un juicio público, a impugnar el fallo adveBO' .

••,

•..

,...

130.Un principio que también recoge el derecho internacional humanitario es el de
presunción de inocencia. Tanto en los conflictos Internacionales como en los
confIiclos no intemacionales se estipula el respeto a este principio en todas las
etapas del los proceclirnientos que precadan al juicio1511.

,

".'

-••,

131. Corno hamos visto del desarrollo anterior, lo que se refiere a "las garantías
judiciales reconocidas como Indispensables por 10$ pueblos civlHzados"'fi1,
coinciden con los dered10s recogidos en la Convención Americana de Derechos
Humanos. Consideramos que resulta innecesario ahondar en mayoras
argumentos siendo que éstos se encuentran desarrollados en el presente
escrito y en la damanda presentada por la Comisión Interamericana de
Dered10s Humanos.

-

-•

132.En ese sentido resulta evidente que durante nuestras detenciones preventivas y
procesamientos el Estado peruano incumplió sus obligadones intemadonales
en el ámbito del derecho intemacionallunanitario al hacer uso en mi agravio de
torturas lrlItos crueles. inhumanos y degradantes. mantenerme incomunicado y

•

-
...! .
•,
\

-----_._._._-_ .
~ ~ Articulo g,2.<:.iv) del Estatuto ee Rema. del que es parte el Perú.

1.(,; Juicios Justos. Marmal de Amnistia lntemacion.11. AmDiSlia Inrcmacional. 19'>8. P. 1 6~
m Juicios 1.. M-IItal de Amnisda (-.et,w'onaJ. Amltisda tnK:maciaoal. 1m. P.l~11L
,,. Artículo 7H.d. del Primer ProloooIo _ Yarticulo 6.2.. 11. del Iqt.- PI_o Adicional. Tomado de
!~icios Ju."itOS. Manual de Amoistia lmcm.acional. Amnistia illemacioual. 1998. P.I68
' . . Artiallo 3 común a 10' Cuatro Com 'Cnios de Ginebra de 1949,

-
f.,...

­,

•--------_._-------------------
\. _". 1



••

-

-

••

-

-
.-,

-

-

>,..

...
·,

...
.'

-•

-•
'.

...
I,,

-••
,

0000249

aislado. reeortársenos el derecho de defensa ' 58, al no contar con un tribunal
independiente e imparcial. ni con un plazo razonable de juzgamlento. siguiendo
detenido 13 años sin aún poder contar con una resolución final, cierta Ylegítima
en mi caso.

133.Como ya ha establecido la Corte en su juñsprudencía relativa al Perú, y
referidos a la aplicación de la legislación dictada por el estado para enfrentar la
violencia terrorista. el Deaeto Ley 25475 adoptada en 1992. viola los
estándares de un juicio justo previsto en la Convención. Ambas víctimas, fuimos
detenidos. denunciados. procesados y condenados de acuerdo a esa
legislación. En consecuencia, al aplicamos dicha legislación y procesamos y
condenamos de acuerdo a eIIlI. el Estado violó nuestro derecho a un juicio justo
Y a las garantías judiciales a que se refiere el artículo 8 de la Convención
Amelicana, específlC8lTlenle sus numerales 8.1 y 8.2. (b). (e), (f), (g) y 8.5,
interpretados a la luz del articulo 3 común a los Cuatro Convenios de Ginebra,
de conformidad con el articulo 29 (a), (b) y (e) de la Convención.

---------
:'11 lncloso se recurrió a amcna..t..a5 tcldónk:a!i en conua de la Jc:uada que c:sl:ln'O asesorando a Urcr:sino Ramlrez
j -= SIl _DCa CII er~.. Paú'rnriario de Má:<lma Squridad Mi&Ud Glsl.o GlslroVcr ADc::<o
T..illlOllio de Ca:ha 19 dejunio de 2110&. Véaoc A...., 16.

----------_.. .. .. . ..._- - - - - - - - - - - - - - - - - - --
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B. VIOLACiÓN DEL PRINCIPIO DE LEGAUDAD Y RETROACTIVIDAD
CONSAGRADO EN EL ARTICULO 9 EN UNA SITUACiÓN DE CONFUCTO
ARMADO, DE C CON EL ARTiCUlo 3° COMÚN A LOS
CUATRO CONVENIOS DE GINEBRA DE 19<18, Y EN CONEXIÓN CON EL
DERECHO DE IGUALDAD ANTE LA LEY C EN EL ARTIcULO
UDELAC .

134.La Convención Americana ronsagra este Principio. garantía de la ley penal, de la
siguiente manera:

ArtIculo 9. Principio de Legaltdad y de RetroactiYidlld

Nadie puede ser condenado por acciones u omisiones que en e el
momento de come/'erse no fueran delictivos 8egún el derecho
aplicable. Tampoco se puede imponer pena mú grave que la
aplicable en el momento de le comisión del delito. Si con
po8lerioridad a la comisión del delito la ley dispone la imp08ición de
una pena más leve, el delincuente se beneficiará de ello.

135.EI articulo 3 común a los cualro Convenios de Ginebra de 1949 en su inciso 1.d)
prohibe las condenas dictadas y la ejecuciones sin previo juicio ante un tribunal
legitlmamenle ronstituido, con garantlas judiciales reconocidas como
indispensables por los pueblos civilizados. La doctrina ha consagrado que dentro
de las garantías judiáaIes reconocidas como indispensables se encuenlra e!
principio de legalidad que por su naturaleza esta vigente en lodo tiempo Y
circunstancia máxime en caso de un con1Iicto armado, en donde la vulnerabilidad
de las personas amerita una protección tanto del derecho internacional de los
derechos humanos como del derecho intemacional humaniIaIio. en tal sentido e!
artículo go de la Convención Americana, en situaciones de conIIiclo armado, debe
ser interpretado a la luz de las noonas de! derecho internacional humanitario, que
actúe corno limite al poder del Estado.

136.Por dos décadas, 1980 al 2000, e! Perú ha tenido que enfrentar un fenómeno de
violencia armada en la que participaron las fueuas policiales, las fueIzas
armadas y dos grupos armados irregulares, cuya estrategia implicó e! uso
sistemático y masivo de violencia annada como método para alcanzar sus fines
polític:os.

137.El ténnino "terror" adquirió un significado particular durante la etapa de la
Revolución francesa, de ahi que pasó a fonnar parte del léxico político. Empero,
se denominaba "tenorismo" a aquellas acciones de grupos que teníal como
finalidad desestabilizar el Estado y trataban de establecer tergiveraadamente las
idees de la revolución con e! recurso de la violencia'....

138.Es decir Que, mientras el término "terror" se empleaba para designar a las
tácticas de un régimen, genemlmente ilegitimo, para gobemar mediante la
propagación del miedo a _ gobernados, e! térnWlo "terrorismo" define las
acciones provenientes de grupos radícl!Iles, que slllgen en la sociedad, y que
recurren a la violencia como método para realizar sus causas'tlO •

' ' ' 011 o '~J ~oqw.,..-.- U3D De."r rooíemas Juridiec.....·y Polírü'o.Y del Terrorismo", Institulo de iO\-estigaciorajuridicas..
Serie Esllllioc hlrldi<:a; N" ~J. UNAM, \111 2OOJ. Pis. 10
" " lbIdom, pág. 10

, '1 ' -- ca . _.,- - - - - - - - - - - - - - - - - - --
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139. La seguridad, y el bienestar constituyen un derecho de todos los ciudadanos y
es al poder público a quien se le ha cedido la obligación de garantizarta, pues es
éste quien cuenta con los mecanismos. instilllciones y recursos.

140.TaI como lo ha señalado la Corte,

·un Estado "liene e/ deteeho y el deber de garanlizar su propia
&egUridatf', aunque debe ejeteerfo dentro de los /Imites y conforme a
los procedimientos que pennitan preservar tanto la segurtdtJd pública
como los derechos fundementlJles de le persona humana".

141 .El Derecho tntemacionaI obliga a los Estados a adoptar todas las medidas
necesarias para prevenir el terrorismo y otras formas de violencia y a garantizar
la seguridad de sus ciudadanos'·' .

142.No obstante, la lucha contra el terrorismo, en su parte jurisdiccional, presenta
como r6Suisito indispensable la existencia de un marco legal e institucional
legitimo' .

143.En este sentido. ya lo ha mencionado la Corte en reiterada jurisprudencia""'.

Está més aHé de toda duda que el Estado tiene el deteeho y el deber
de garantizar su propia seguridad. Tampoco puede discutirse que
/oda sociedftd padece por las inIntcciones a su OIden jUrldico. Pero,
(...) no cabe admitir que el poderpueda ejercerse sin lImite alguno o
que el Estado pueda valerse de cualquier ptocedímiento para
alcanzarsus objetivos (...)"

144.EI desafio en e! ejelcicio de este poder' gubernamental. en aras de la .seguridad
nacional", es mantener el equilibrio entre legalidad Y legitimidad. B Estado de
derecho es e! marco normativo, bajo e! cual pueden y deben desarrollarse las
relaciones sociales'84.

145.Así, es reconocido COIlStitucionalmente que la seguridad nacional. tanto externa
como interna, es una parte del ejercicio de la seguridad pública por la cual e!
Estado no puede abandonar su sujeción a las leyes y, particularmente, de
aquellas disposiciones jurídicas que sancionan e! ius puniendi estatal como
medida coercitiva contra aquellos delitos que afeden los defed10s Y la
convivencia de los integrllntes de une sociedad, es d&cir el bien común'e5.

146.Consiguientemente. existen parámetros para el ejercicio punitivo de! Estado, e!
cual no puede ser aplicado sin limites ni de manera arbitraria.

"" CIDH, -lJi.. .-lik" De Acrlvltiatk,y /97/-/9IJ/ ... .. .Soxaeblii.a GaEnú de: la OEA. 1982. pág. 339. Véase Artia1Io 20
&:1 Paclo Imemacioual de Dcrectcs Ci\ilcs J' PoIilía>s. El Perú es porte de: dicho lrarado.
1"'= Op, CÜ. 0I1oqui. JO&é Juan De. "Problemas JlJrldic:os r Pottttcos Drl TemJTi.vno"", pág. 10
\'i1 Cene IDH. Ca.ro Vrtá.Jqll~z RotlrlJ(Wz. Sentencia de 29 de Julio de 1(188. Serie e Nt' 4: ('a~() Go(/inrz Cruz,
S<s"encía de 20 de Enero de 1989. Serie C N" 5. Párr. 154)' 162. 1'CI5JIOdi\7tIl.,me.
,.. ÚISliUo Tapia. FCI1Illndo. -N.... Sobre El Esrudio de 13 Seguridad Nacional". Poblicado en
bi!P:J"......I_......... . 129113444.htmlMn2
,.. Dobo dl!jane ..a- qoe__.... 01 bien COl'_ nomo COlIlIición de la .ida en sociedad. se alCillIZ8 mcdi....
cl <lesarrollo)' fortaloLimicnlO de las insli__leas, pues "",.'stas las qoe pmen.... J' g:Jranlizan l. plena
~~ndc:b~delas~~~M

,--._ - - - - - - -,,
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147.Dicho de esta manera, las leyes no pueden constituir un obstáculo para procurar
la seguridad nacional. Por el contrario, el poder sancionador encuentra su
legitimidad y la garantía de su aplicabilidad en leyes - Principio de legalidad-.

148.EI Principio de Legalidad es la piedra basal del estado de derecho y principio
eslnJctural del derecho penal. Al entroncar los principios de certeza y seguridad
jurídica, se des¡lliega una selie de principios que le sirven de complemento: 1)
de la garantía criminal, 2) de la garantla penal, 3) de la garantla jurisdiccional, 4)
de la ejecución penal , 5) de irretroaclividad y prohibición de la retroactividad
desfavorable, 6) de la prohibición de la analogía, 7) de la reserva de la ley
orgénice, 8) de la proporcionalictad y conmensurabilidad de la pena, 9) de
prohibición de la aeaciórt judicial del derecho, 10) de la no indetenninación de la
ley, 11) de la retonna peyorativa de la sentencia o reformalío in pejus, etc.

Principio de la no Indetemlinaci6n de la !e:XJlex carta}.

149.EI Principio de Legalidad exige que las leyes deben contener un mandato de
certeza. Asi, el legislador debe formular sus normas con tanla precisión y
claridad como sea positJle.

150.Wilson García Asto y Urcesino Ramírez Rojas fuimos procesados y condenados
por el delito de Terrorismo en las modalidades de pertenencia y actos de
colaboración (artículos 4 y 5 del Decreto ley 25475)""'; y por el delito de
terrorismo y robo (incisos 1, 2, 4, 5 Y 6 del articulo 320 y en el articulo 189,
incisos 4 Y 5 del Código Penal vigente a 1991), respecliwmente, ambos en
agravio del Estlldo, por los tribunales peruanos'e7. B artículo 320 del Código
Penal establece una graduaá6n de las penas de acuerdo a la conducta tipificada
en el artículo 319 de la citada norma, es decir, resultara necesario la aplicación
del tipo base, que corno se determinará más adelante, viola los estándares
internacionales del principio de legalidad.

151 .Es decir que, a Wilson Garcia Asto, se le aplicó un procedimiento penal de
excepción bajo la tipificación de la conducta criminal establecida en el Decreto
Ley 25475; refiriéndonos a una legIsIacI6n que per se resulta vioIaloria de las
garantias judiciales y, en asta supuesto, el de Principio de Legalidad penal.
Mientras que a Urcesioo Ramlrez Rojas se le aplicó inlcialmente el articulo 135
del Código Penal promulgado por Decreto Legislativo 638, ley 24700 modificado
por la Ley 25301 Y articulo 77 del Código de . Penales; Y
posteriormente las normas procesales del Decreto ley 25475"1ll.

152.E119 de Agosto de 2004, después de 13 años de detención, el Fiscal Provincial
formalizó denuncia penal ampliatoria contra Urcesino Ramlrez Rojas1tl9 al
considerar que mi conduela se encuadra en el artículo 322" del Código Penal de
1991 . Mediante rasoluci6n de 25 de agosto el Primer Juzgado Penal
EspeciaHzado en Delito de Tenorismo dispuso ampliar el aula apertorio de
instrucción a fin de comprender a UlceSinO Ramirez Rojas "instruido{s) por el
delito de Terrorismo, en agravio del Estado, tipificando su{s) conducla{s) en el
articulo 322 del Código Penal de 1991...•11°.Es decit, el Mínisterio Público, titular
de la acción penal ante la imposibilidad de demostrar fehacientemente mi

'''' Véase ÁJl<lI.. 11, 12, n. 21, 2.1 Y24 do la doa>anda do la ClDIl.
,,,' Ver Anexo 29: Trascripciooos do la denuDcia FiIc:al do 9 de agosto de 1991 Y Aulo Apertorio de .9 de agosto de
1991de1 -1(, • JUl.gado Peaal de Lima . Vbsl: lantlliéu Anexos ~6. 3S. 39 y 42 de la demanda dela CIDH.
... Fue prooesado y' coodenado por jueces sin rosUo Véese Aoexo 3S. 39 y' 42 de la demanda de la CIDH.
,;o Ve- Anc.o<o 24 de la demanda de la ClOH" .. Véase Anexo 2~ de la demanda de Ja CIOH
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responsabilidad penal por el delito base de terrorismo, recurre al artificio de
imputarme pertenencia a la organización terrorista Sendero Luminoso, en tanto
este tipo penal no requiere actividad concreta ni lesividad material para la
comisión del delito. Este tipo penal al que se refiere el artículo 322° por sí mismo
viola el Principio de Legalidad consagrado en el artículo 9° de la Convención.

153.Concerniente a la interpretación del Principio de Legalidad, efectuada por los
órganos de derechos humanos del sistama interamericano. éstos sellalaron que
los delitos deben estar definidos sin ambigüedad. por ende. se exige precisión e
inequivocación en la tipificación y en la definición del delito sancionable.
Asimismo. han requerido de los Estados una clara definición de la conducta
pen8lizada, estableciendo sus elementos y los factores que /a distinguen de
comportamientos que no son delito o siéndolo son sancionables bajo otra
tipifICación y penas. De lo contrario, la fOlTT1ulación de estos tipos penales
abiertos genera dudas y abre el campo al artlitrio de la auloridad171

,

154.La Honorable Corte Interamericana, asl como la Ilustrada Comisión, han tenido la
oportunidad de analizar la legislación antiterrorista del Perú (Decreto Ley NO
25659, Decreto Ley N° 25475 Y sus normas conexas)172. concluyendo que los
procesos creados por tal legislación establecieron diversas violaciones a
derechos consagrados en la Convención Americana por parte del Estado
peruano, en perjuicio de las personas juzgadas y condenadas bajo dichos
parámetros (... ). entre ellas la relacionada al Principio de Legalidad en referencia
a la lipificación del delito de terrorismo como un tipo penal abierto, no delimitando
estrictamente las conductas delictuosas.

155.EI medio fundamental de expresión de la Iesividad de la legislación anliterrorista
¡sub examine radica en la configuración de tipos penales sin descripción puntual
de conductas y con hipótesis de tipifiCación repetidas, que en la práctica
delerminaban herramientas de venganza y no de sanción.

156.EI D. Ley 25475 tipifica el de/ito de terrorismo. en su artículo 2. como un tipo
penal abierto, consistente en diversas conduelas alternativas, es decir. califica al
delito de tellorismo como un delito p1uriofensivo, que pefTT1i1e al juzgador
extender la responsabilidad penal a acciones que en condiciones nonnales y
dentro de un Estado de Derecho. no debeóan implicar la consumación de un
hecho punible por una!egislllCión de emergencia.

157.Para la Comisión de Juristas Internacionales el lenguaje que se utiliza para definir
la conducta es en ciertas partes ambiguo, amplio y/o abstracto, lo que puede
conducir fácilmente a una ampliación de los actos prolVbidos mediante
interpretación judicial. Por eMo concluyen que el definir delitos sin pi ecisión y
certeza contraviene el principio de legalidad. Además. seIlala que un régimen
penal susceptible de un tipo de interpretación en la que cualquier acto puede ser
considenJClo como un acto terrorista es una invitación a equivocaciones graves
que pueden motivar serios errores judiciales173.

158.Asimismo, este Decreto Ley impone una alteración al modelo de legalidad
existente en el Pení respecto a las normas de delitos ordinarios, pues, no solo se

111 CQI'1.C IDIl ("ata Casuíto Petrv:::zi y otnlS, Scnb.mcia de JO de Mayo de 1997. Serie e N" x. PArr. 121 .
m Véase. CroH. Uñormc scbre la Si'uación de Jos Dem:hoo ee et Perú de 1993. OEA/Scr, 1JV/II,83, doc. 31 1993 }
~ado.lnI\¡¡""""'" la Situación de Jos DcRd10s en el Perú de 2000. OEAlSer, 1JV1lI,106. doc, S9 rey. 1 2000.

Comisión de JulUlaS Internacionales. Jnf~ sobre lo Adm¡If¡.vtrQCÍón de Jestícia ~n el hTÚ. Insrituto de Defensa
Legal. Urna. 1994. pág. ~7.

.- _._--- -- - - - - - - - - - - - _ .. . . . ._-
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sanciona los hechos de naturaleza delictiva sino que también la condiciÓll de la
persona, como es el presente caso.

159.EI artículo 50 del Decreto Ley 25475174 sanciona el fOlTllar parte de una
organización, pretendiendo marcar notables distancias entre una organizaciÓll
delictiva que comete delitos comunes y una organización delictiva que utiliza el
terrorismo para el logro de sus fines, por el hecho de que ésta última supone un
detenninado número de miembros, pero tarOOién una cierta duración Y
pennaneocia, una estructura orgánica y búsqueda de objetivos potrticos175

•

160.En la estructuración de la tipificación, se pretendió ír más allá de la realización de
los actos delictivos concretos, sin poner éntasis en la consumación de éstos. Así.
esta dIsposlci6n legal determina un cambio sustancial, de un detecho penal de
acto, que sancione les condUelas Hici18s de les personas, a un derecho penal de
autor. Este tiene como objetivo sanciooar la condición de las personas178 .

161.De igual manera. este derecho penal de autor afecta uno de los principios
fundamentales del derecho penal: el principio de lesividad, el mismo que exige
que la imposición de una pena requiere de la lesión de bienes jurídicos tutelados
o protegidos por la ley.

162.Aquell8 expansión del derecho penal sustantivo a 18 que se hace referencia en el
punto anterior. también se manifestó en la tipificación de los llamados actos de
coIabofaci6n con el terrorismo.

163.AI respecto. el articulo 4° del Dea'eto Ley 25475177
, que tipifica el delito de

terrorismo en la modalidad de colaboraciÓll, exige como elementos: la voluntad
del agente. la realización de actos que favo! ecen la comisión del delito de
terrorismo º la realización de los mes de un grupo terrorista. Entre los actos de
colaboración señala el de suministrar -documentos o información-, cesión o

.._ --- - - - -
I t <ll AI"timIe 5.- Afitiación a org;ani:l3cionc terroristas..
1.0< que _ plllC de .... orpliza:ióo lerroriSla, por el sólo bocho de peneneccr a ella. seráD n:priPlidoo con pena
~ de libertad 00 menor de "eiDle ailos e ¡obaIJilitación p<&erior por el témlioo que se CIl8bIezca en la !clI1eIICia.
" 1..1 nalOlllIe<a de los objdh'OS DO legitiman los mélodai u1ilinldc<. que es precisamente las cooduetlS queel derecho

r.,':.:;:::;;. .~ . . L . rada .....,. ,. ~~~ . • • .UUWlnnana. 1... l!f:tM'Y en el .- ......... yr¡;u;;lA.IUt... pa" csamlCl'fO , . axadcna t.K;" nules de peiSOiWS por
deliro lk IdlOrl5mD. Muchas de dL1S. posrc:rio'llllenlc hao sido no solo absodtM. sino indultadas y que SOD oonocidas
como lo¡ ""'pre505 inocentes".
In Artículo 4..~ CoIaboracion con el tcercnsmc.
Será reprimido con pena pri\1l\h.. de Iibutad no menor de veinte años. d que de manern ,ol"'aria obtiene. recaba,

n:úne o fa:iJlla walquier lipo de bienes o rntdios o n:aliza aetos de oolaboración de cuaJqule:t' modo fi.\'oreeieDdo la
OOG_ de c1diloo~ ea are DecidO Ley o la 1<8IilJlCi6a de los tines de 011 _ 'et,\O i>1.a .
Son aetno de__..60:
a. Suminiarar documentos e informaciones sobre pmonas ~. palrimoniO!. instalaciones. edificios públioos ~. pri\'3dos ~.

cnaJqui<r otro queespecJflcarnente cnadyU\-e o facilite las aClhidades de elementos o grupos teTTOrisras.
b. La • I SOl o .¡lUxiÓn de cuaIqai..- npo de~ °de ...... .- !l8OepliIJIea de ... _-tos a ocultar
penonao o _ de dopiloilO para armas. exp\a<iYoI,~ m-eres. _ ...n...... j ' de Olr.l$ "ellelcnó"
relacionadas con losgnspos tenurista5 o oon sus \ietimas.
c. El traslado a sabiendas de pcnonas pertenccíemes a grupos terroristas o vinculadOli con sus acli\-idades dcliet00S35.
así CXlGlO la preih';llII de aI8IqiIia tipo de ayuda que ....0ft2CI1a r.p de aquella<.
d t..a OIl:"izxión de cursos o aab· ión de etJIlros de adoctriDaDticmo r iJtsrrua:ióo de grupos tCllOIislas. que
runcioneu Njo audquier CXIbertnra.
c. La fabricaci~ . adquisici6n. k IlC'DCia. SUSlnteción. ahoacenamienlO o suministro de armas. municiones. sustancias u
objc.... expIoIi..... 8Ifíxionles. intIanIailIes, 'Ó!ÚCXJO o caalqgie:r otRI .... pudim prodtoeir ,-.'" o lesiones. Conatilnye
circu""lrria agr.n2IIIe la potiICAón. tmrne'ia }. ocuItamicmo de annas. lDWIiciones o c:qJIosivoi que pertac'no a las
Fuaas Armadas ,. Polícia NacionAl del Perú.
f. Cualquier mona de acción cconómica. óI}nda (1 mediación hecha \"QJunrari:unemc con la final idad de financiar las
adi\~ de dcmams o gtiipU6 tu iori'sta5..

_.- . ._.•._------ .._._---------



0000255

..

-
1

,
,

-

-
,
•

-
"

-,
.'

-,
..

-

-
"

­•,
....
•,

r
l,
o

r'"
I,,

­
".j
"

...

utilización de medios -destinados a oaJltar personas o a depositar armas,
explosivos, propaganda, viveres, medicamentos u otros-, traslado de personas -

ened'e a grupos leITorislas o vinculadas con sus actividades delicluosas-,
lI5i como la prestación de cualquier tipo de ayuda que favorezca la fuga de
aquellos, organización de cursos o conducción de centros de adoctrinamiento e
instrucción, fabricaei6n. adquisición, tenencia, susbacción, almacenamiento o
suministro de annas, municiones, sustancias u objetos explosivos, asfixiantes,
intIamables, tóxicos o cualquier otro que pudiera producir muerte o lesiones,
cualquier forma de acción económica, ayuda o mediacl6n con la finalidad de
financiar las actividades de elementos o grupos terroristas.

164.Debemos anotar que con la creación de esta particular figura delictiva se
pretende adelantarse al momento de la comisión de los hechos delictivos
calificados como terrorismo, y de esa manera termina calificando como delitos lo
que constituyen según la doctrina ados preparatorios del mismo. Se establece,
así, un proceso de a de los actos preparatorios, que en cualquier
delito no son persegulbles penalmente puesto que su realización no constituye
agravio a bien jurídico alguno. Esto marca una considerable ampliación del
ámbito de persecución penal.

l65.Adicionalmente, cabe seftalar que en la desaipclón de esta modalidad, se
termina transgrediendo diversos principios que sustentan el derecho penal,
debido a que se sancionan figuras que son completamente disímiles (por
ejemplo, el brindar información o el ocultar personas, muchas veces
desconociendo la utilización o el fin del mismo), sancionando los distintos
supuestos bajo un mismo rango de pena, lo cual termina afectando seriamente el
principio que establece la necesidad de que las penas sean proporcionales a la
lesión perpetrada.

166.La tipilicación de los ados de colaboración también generó problemas sobre la
condición del autor de estos delitos, debido a que la doctrina reconoce que la
naturaleza de tales actos deteilllína que deben ser cometidos por personas
extrañas o no integradas a la organización terrorista. Esto se entiende en la
medida en que los st4etos ya integrados a la organización temIrista que cometan
tales actos, sólo están haciendo patente su condición de afiliados a dicha
organización, desarrollando por tanto las COIldudas propias de su fonna de
participación en la de asociación ilícita. Debe tratarse de un extraño puesto que la
figura reclama que ~ actos de favoredmiento o colaboración con las
actividlldes del lJIUpo, por lo que su conducta debe tener un carácter
eslñctamente ocaslonal'78, conciente y voluntario.

167. La determinación penal del delito de terrorismo en cualquiera de sus modalidades
• actos de colaboración o afiliación a la organización terrorista-, requiere de la
definición del tipo básico del deIilo de terrorismo prevista en el artículo 2" del DL
25475, el cual como ya mencionamos contiene en su tipificación la sumatoria de
diversos hechos plasmados en la ley penal común que se han incorporado y se
han sumado uno a otro, entendiéndose que es un delito p1uriofensivo, sin
establecer una definición clara Y \11 a;isa del dellto de terrorismo en el tipo básico,
permitiendo que cualquier hecho el¡minal puede ser un acto de te"orisrno y por lo
tento, a a.l8lquier persona se le podría imputar la comisión de esos actos
terroristas.

, o

~ : - ----- -- -- -
171 LAMARCA PER.EZ, Carmen. TralamienlQ Jwüliro del 1rTTOri.vno. Cenlro de Publicaciones del MiDistcrio de
Juslicia. MlO!rid. 19l15. página 2S1.
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16a.En consecuencia, si esa definición viola el Principio de LegaUdad, también lo viola
la norma que depende de ella. como es el caso de la colabofllcióo o la
pertenencla a la 0Iganización terrorista.

169.Como bien ha anotado la ComisiÓll en su demanda,la descripción t¡pica del delito
de terrorismo de los artlculos 319 y 320 del Código Penal no varia

ente a la del Deaao Ley 250475, salvo el incremenlO de la pena en
forma gene. a! sin correspondencie a la participación da! agente en la comisión del
delito. Respecto a esta norma, no existe pronunciamiento ni de tribunales
nacionales ni de tribunales internacionales de protea;ión de los derechos
humanos como vioIaloria del principio de legalidad de la Convención.

Principio de la Proporcionalidad vConmensurabilidad de la Pena

i70.la Comisión de la Verdad YReconciliación, ha dicho en su infonne fmal que11ll

"El principio de pIOpOfCÍOnalidad es una idea de jus/ÍCÍa inmanente a
todo el derecho. Este principio quieIfJ decir que IlIs penas deben ser
propotr:iofllldas a la entidad del delito cometido o que éstos no
pUeden ~r teprimidos con pe".s trNis gtlI\l'tJS que la propia entidfld
del dafkl causado por el deIiIo. Este principio es parte de aquellos
principios lirnitrJeJorN del poder punitivo del Emdo, y

pItIte del principio de inlenlenci6n mlnima. Por lo
tanto cuando "tamos sable este principio e:stamos frente a un
principio de ClIntcter fundllrMntBl en el derecho penal. Debemos
tener en cuenta que el principio de proporcionalidad es un clásico
principio gllnm!iudor del det8cho penal que significa adeptar la pena
a la gnwetJ«J del delto Y al gtedo de culpabilidad. Este principio
exige circunscribir el 11188 del illciIo penal a situaciones de eslricta
necesidtJd~

i7i .EI Código Penal establece que "La pena no puede sobrepasar la responsabildad
por el hecho. La medida de seguridad SÓlo puede ser ordenada por intereses
públicos ptedominanles". Nótese que este código sustentó el sistema de penas
de acuerdo a este principio, mantenlendo como elemento de referencia los bienes
jurídicos como la vida o la integridad de las personas.

172.Sin embargo, con la promulgación del Deaeto Ley 25475, se impuso un sistema
de penas diferente al sancionado por el Código Penal de 1991, caracterizándose
por la . . de los delitos y la reincorporacióo de la cadena
perpetua, además, configuró un sistema penal violalorio del principio de
proporcionalidad de las penas.

173.EI Deaeto Ley 250475 en su articulo '1!', establece una pena privativa de libertad
no menor de 20 años pllra aquella persona que cometa alguno de los actos
tipificados como delllo de terrorismo. En dicha norma. se sanciona como
terrorismo la afectación a diversos bienes juridicos (vida, la libertad o el

!'}1) Comisión de la Verdad ~ ReconcilIación. /n}iJrme fino/. Tomo VI. SecciÓD Cuana: Los Crímenes \ Violaciones de
los Den:chas HUZtllIDOS. Capitulo 1: PalrotCS en la PclpetmciÓJI de los Crlmelk:5l de las Vjolacio~'de los JJrc:n:chos
"0111:"...;. pág. "10.
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patrimonio), sin embargo, ésta dispone que todos ellos sean sancionados con la
misma pena. Además, esta disposición solamente señala el mínimo legal de la
pena impOnible más no el máximo. lo cual constituye una puerta abierta a la
artJilrariedad del juzgador.

174.0e igual manera el mismo Decrelo Ley 25475. establece la misma sanción para
los llamados delitos de actos de colaboración con el terrorismo regulados en el
articulo 4" del mismo. Tales delitos. como hemos analizado, criminalizan actos
que son considerados como actos prepanitOrios del hecho delictivo y por lo tanto
son actos no puliibIes o no perseguibies penalrnente. además deben ser
raatizados por personas que son ajenas a la organización.

175.Sin embargo, la nonna anliterroris1a establece que estos del.itos serán
sancionados "con pena privativa de libertIId no menor de veinte años (.. .j". De
esta manera se sanciona los actos de coIaborad6n con el terrOo;smo con la
misma pena aplicable a quien comete el delito de terrorismo Y. además. solo se
estable ce el mínilllo legal aplicable más no se considera el máximo imponible.

176.0e igual manera, el artieulo 5" del Decreto Ley 25475 que regula la modalidad de
asociación ilícita lefTotista. establece una pena no menor de veinte años "por el
solo hecho de pertenecer a ella". De la lnislna manera, no señala cl máximo
Iegllf aplicable en estos casos.

177.EI mismo Decreto Ley 25475 en el artículo 3"'00 establece que se aplicará la pena
de cadena perpetua "al agente que pertenece al grupo dillgencial de una
organización terrorista sea en caiidad de líder. cabecilla, jefe, secrelalio general u
otro equlvllfenta". De Igual manera se aplicará la misma sanciÓll a quien es
"integrante de grupos annados, bandas, grupos de aniquilamiento o similares"
(artículo 3". literal a).

178.Asimismo. este deaeto establece pena priva~va de la libertad no menor de 30
.mos. para quien es "miembro de una organización terrorista (...) provoque la
muelle de persones o tenga participac:i6n en tales acciones, comete dallos contra
los bienes públicos o privados. (artículo 3", literal b).

I ~'A_3.- Penas aplicables.
La pena~"á . _
a. Cadena Perpetua:
. Sie1_pena=: al gn¡po dir;g¡aa:;a! do .... Qlgmoi"K'illn terroriSlll sea t.'II calidad do lldor. caIlccilln. jefe.
aaet¡¡rio _al umv <quiwk:Dtc. • ni>d noPoaal sin clisliJlllD do la fuIlcii>n quo <IcsemPefte .. la urpnízariin
- Si el~ es inlCglaDl< de _ armados. _ pdcIoncs, !l'UPOS do aniqIliia¡¡¡'oCiUl o similares. do una
organil3Ción terrorísta, encarpdos do la eliminación fisica do J]CISOnas o grupos de pcrsona.. indefensas sea cual ñere
el _ om¡>lcodo.

b. PrJ'tatiu de Libertad DO menor de treinta ab:
- Si el agente es micmIJn> de una orpD;zación IaroDsla que. para logr:or SIL' fines. cualesquiera que sean. utiliza como
modio el dclilu do ter"lurilimo pi..islo ca d AIticuIo 2 de _ Deceso U:y .
Igual pc:aa ...,¡ apIi1:ada al deIi'K'. '"e temlrisIa que din:<:lamcJJII: ÍlJlCIl'Cnga o """'oque la lIlUCI1C do peno.... o IClIga
paniciJ*:iÓA en (¡aJeti ax:,i00Qi.
• Si el dafto oc:asion3dG a 106 bienc& públicos YprhiidoG impide. lora) o parcialrncnre. Ia prestación de servicios
esencial« para la ....-...

C. 1~l"3ti\'3 de Libertad no menor oc '\eint.icinc:o afaos;
- Si el agente miembro de una organización terrorista se "ale de extorsión, asalto. robo. secuestrode persceas, o se
apropia por G1laIqui<r .-tia iJlcilO do dÚla"o. _ o senkio& do .... auI<lIidad o do parliallares.
- Si el _ hace paIticipac. IIICIUCS do edad en la mmisióo do delilas do lctrorismo.
- Si como cfo<to do "" bochos COJIrellidoo en el Al Iiculo 2 de ate Docrcto Ley. se pmdOO'" ksio"". graves a terceras
pcrsOII3s.
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179.Es decir. esta disposición consagra una doble penalidad para quien ostenta la
condición de integrante o asociado a la organización terrorista. La misma norma
establece penas privativas de la libel18d no menor de 25 años para quien comete
el delito de extorsión IeIToristll. si hace participar a menores de edad en la
comisión del delito de telTOlismo o si causa lesiones graves a terceras personas
(articulo 3·, literal e).

180.EI Decreto Ley 25475 al establecer penas mínimas sin especificar el máximo
legal de las penas aplicables, viola el principio de onu/la poena, sine Iege".

181.0tro de los graves problemas que presenta este Decreto Ley es la falta de
proporcionalidad entre el gl1ldo de participación en ia ctR lIislón dal delito de
terrorismo y la pena.

182.De la misma manera. esta norma no pemlile diferenciar las conductas realizadas
por el autor, CCHlUtor, cómplice. instigador. colaborador y ejecutor. lo cual
también. imposibilitó poder establecer sanciones acordes con el nivel de
responsabilidad del autor del delito dentro de la organización subversiva.

183.Sobre la normalividad que regula el delito de terrorismo en sus modalidades de
actos de colaboración y afiliación (artículos 4 y 5 del [)ea ato Ley 25475). por fos
cuales fue condenado WiIson García Asto, presenta los mismos efedos juridicos
pues en la aplicación de la pena tanto en la modalidad de autoría, colaboración o
pertenencia. ésta es la misma. es decir 20 atIos de pena privativa de la libertad.

184.A1 respecto, las disposiciones 4° y SO del Decreto Ley imponen sanciones por el
solo hecho de inlegrar o prastar colaboración a una organización teBorista. no
exigiendo la comisión de un acto o hecho concreto que vulnere un bien jurídico
protegido, todo ello en violación del principio de responsabirldad objlltiva ' 81. Es
decir, bastarla el hecho ele ser integrante o colaborador de la organización
te"orista para merecer la misma pena que el autor del acto terrorista,
sancionándose la condición de la persona sin que en la imputación se tenga que
demostrer la comisión de un hecho criminal concreto.

185.1ncJusive. los actos ele coIabolación descritos en el artículo 4· no son
diferenciables de los delitos de participación como miembro de UM organización
terrorista considerados en el articulo 5 del Decrero Ley 25745, tampoco es
diferenciable del delito de pertenencia en calidad de miembro de una
organización.

186.La Senlencia Del Tribunal Constitucional y los Nuevos Decretos Legislativos:
Violación al Principio de Legalidad.

187.Los nuevos Decretos legislativos en materia terrorista, fueron expedidos como
consecuencia de la acción de 5,000 ciudadanos perullllOS, quienes solicitaron 111
Tribunal Constilucional declarar la inconstitucionatidad de los Decretos Leyes
expedidos duranle el Gobierno de Alberto Fujimori.

188.No obstante, el Tribunal
sólo en parte de lo que atañe al

declaró la acdón de inconstitucionalidad
DeCleto Ley 25475. Así. se declararon

•
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:11Es un Pri....-ipio del Dcnx:ho Penal SUst8t1ti\-o Peruano. Véase Código Penal Peruano: Articulo 11. IV, VII. VIII
Titulo Preliminar.
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inconstitucionales el articulo 7, inciso h) del Articulo 13 y se modificó
parcialmente el articulo 20 y el inciso d) del artículo 12.

Principio de la no indetenninación de la !eti.Jex celta}

1B9.Respecto al Principio de Legalidad, la sentencia del Tribunal Constitucional
establece en el párTllfo 8.1 que éste

"ha sido consagrad? en el literal "er del inciso 24) del attlculo 2° de la
C0nstituci6n Polftica del Perú, según el cual nadie sen! procesado ni
condena,*, por aclo u omisión que al tiempo de cometerse no esté
pt8vi11mente califícado en la ley, de manera expresa e inequívoca,
como infracci6n punible° (párr 44). Agrega que, "el ptfncipio de
i&galidlld exige no solo que por ley se estableZClln /0$ delitos, sino
que !ambilfn las~s prohibidas estén e/aramente delimitadas
por la ley. Esto es lo que se conoce como mandato de determinación,
que ptOhlbe la de leyes penales . s y
constituye una exigencia eXpI8sa en nues/TD orr:ien constitucional al
requerir e/literal del inciso 24) del8Iffculo 2° de la Constifuci6n que la
5píficBCi6n ptevill de la ilicitud sea 'expresa e inequívoca ' n (párr. 46),
es decir, Lex certa.

190.Asimismo, el Tribunal Constitucional determina que

"El principio de delerminación del supuesfo de hecho previslo en la
LAyes una prescripción dirigida al legislador para que éste dote de
significado univoco y preciso al tipo penal, de tal forma que la
actividad de subsunción del hecho en la norma sea veriffcable con
relltiva cerlidumbre" (pérr. 46). Dicho argumento. permitió al Tribunal
Conslitucional afirmer que la exigencia de !ex certa no es absoluta.
admitiendo cierto grado de imprecisión.

191.Lo expuesto nos indica que el TribLUlal • acogió la tesis de la
detllll'l'linación abierta, tesis que se opone con lo señalado por la Honorable Corte
en su sentencia en el Caso Castillo Pelruzzi que consagró la tesis de la
determinación estricta del tipo o figura penel; lISi como con lo dispuesto en la
Constiluci6n del Pefú, cuyo articulo 2° inciso a) establece que toda persona tiene
derecho °A la libertad ya la seguridad personal" y que "Nedie est/t obligado a
hacer /o que la ley no impide, ni imped/áO a hacer /o que ella no prohIbe",
disposiciones no tomadas en cuenta por el Tribunal Constitucional, violando su
propia ley de Leyes.

192.5in embargo, el Tribunal ConslibJcional del Perú declaró No Inconstitucional el
artículo 2 dal Decreto Ley 25475, inter alia. siendo de opinión que el tipo
contenido en esta disposidón posee una • . razonable". por lo que no
viola el Principio da Legalidad, afirmando la posibilidad de tipos abiertos y
dejando al arbitrio del juzgador la adecuaci6n típica, constituyendo una grave
amenaza para la seguridad jurídica de las personas.

193.Es decir. en el Perú y luego de las sentencias dictadas por esa Honorable Corte
en los CR'IOS Castillo Petruzzi, Loayza Tamayo y Cantoral Benavides, el delito de
terrorismo sigue estando tipificado en el articulo 2 del Decreto Ley N° 25475 con
el mismo contenido aún cuando la Corte lo declaró vlolatorio de la Convención
Americana.

--------- - ._-- - - - - - - - - - - - - - - - -.". . " -
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194.Esta parte entiende que la Honorable Corte al ordenar al Perú la adecuación de
su legislación anliterrtlrista a los estándares de la Convención Americana.
implícitamente le ordenó que el delito de lerrorismo tenga una ctara definición de
la conducta incriminada. que fije sus elementos y pennita deslindarla de
comportamientos no punibles o conductas ilícitas sancionables con medidas no
penales.

195.De1 mismo modo, la Sentencia del Tribunal no analizó las
conductas tipificadas en los Deaetos 40 y 50 del Decreto ley 25475 -actos de
colaboración y afiliación a organizaciones terroristas correspondientemente-, por
lo cual éstas se mantienen vigentes en la actual legislación antiterrorista.

196.Asimismo, el Tribunal Constilucional al dejar al intérprete referirse a otros
supuestos análogos no expresos a manera de ejemplificación (párr. 58) viola el
principio de legalidad. ya que no es admisible que la definición de las conductas
punibles en los tipos básicos quede al libre albedrlo del intérprete. aun cuando se
lrat!l del jw:gador. Por lo tanto, al admitir la posibilidad de i .
lIfllII6gicas se vulnere el principio de lex cerla.

197.EI 10 de marzo de 2003. el Primer Juzgado Especializado Penal en Delito de
Terrorismo dicl6 auto apertorio de instrucción en el expediente 181-03 contra
Wilson Garcia Asto con fundamento en la imputación formulada por el Fiscal de la
43 Fiscalía Provincial Penal de Uma y el Atestado Policial N" 071-03­
D1NCOTE'82. El Tribunal abrl6 instnJccl6n contra WlIson García Asto por el delito
de terrorismo en la mod8Iidad de 880ciación lipiIicada en el articulo 5° del
Deaelo ley N" 25475. Asimismo. dispuso que el procedimiento aplicable era la
vía ordinaria, de acuerdo a Jo establecido en el articulo 11 del Decreto legislativo
N" 922.

....

...
•

lOO.EI Estado está juzg~o a Wilson García Asto con las mismas normas que la
Honorable Corte ha señalado ya como vio/atorias de los estándares de la
Convención. especillcamenle del PrincIpio de legalidad. Además. resulta ser un
claro reconocimiento de responsabilidad intemecional. asegurando que aquellos
dispositivos legales anliterrorisfBs que fueron cuestionados y condenados por la
Corte en anteriores sentencies. continúan aún siendo parte del derecho penal y
por lo tanto en estos nuevos procesos se mantienen las mismas violaciones
desarrolladas en las décadas anteriores.

­,
I

199.En consecuencia, al mantener la tipificación del delito de tellOlÍSmo en los
términos del articulo 2° del Decreto ley 25475 dentro de cuyos parámetros está
siendo nueYamen\e juzgado a WiIson García Asto vioI6 Y viola en perjuicio de la
víctima, el Principio de legalidad consagrado en el artículo 9 de la Convención
Americana.

-
·,

....
•

•

....

2OO.la violación del artículo 9° de la Convención trae consigo asimismo la violación
del artículo 1.1° de la misma, con respecto a la sentencia de el Tribunal
Constilucional. en cuanto consideró tener la potestad y el deber de "tener en
cuenta el criterio jurldico y polltico" y, en consecuencia. de evilar "en lo posible la
efminacidn de dispoaJcione$ legales, para no propender a la eteaei6n de vacfos
normativos que puedan afectarnegativamente a la sociedad, con la consiguiente
violaci6n de la seguridad jurfdíca" (párr. 35). dictando por consiguiente una
sentencie interpretative-suslitulive.

112 YéRse Ane.VI 27 de la Demanda de la CIDH
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201 .Esta parte sostiene que el Tribunal Constitucional no puede ni debe tener en
cuenta criterios de carácter político, porque ella en su esencia y naturaleza. es un
órgano de carácter jurisdiccional que debe decir el derecho. Esta aIirmación esla
sustentada en la propia Constitución del Estado y en la Ley Orgánica de dicho
tribunal. La vigencia de los derechos y libertades en un sistama democrático
requiere un orden juridico e institucional en el que las leyes se antepongan a la
voluntad de los gobemarttes Y en el que exista un control de unas instituciones
por otras. es decir, que exista un Estado de Derecho.

202.EI Tribunal Constitucional sostiene que dictar en el presente caso una sentencia
Interpretativa, ademÍlS de aditiva, sustitutiva, exhortativa y estipulativa, no
solamente es una potestad lícita. sino que te constituye un
deber, pues, es su obligación la búsqueda, vigencia y consolidación del Estado
Constitucional de Derecho, siempre fundada en los principios y normas
constitucionales y los valores que configuran la filosofía juridico-poIilica del
sistema democrálico.

•

-
,

-

203.Para el Tribunal, el fundamento y la legitimidad de uso de este tipo de sentencias
radica en el principio de conservación de la ley y en la exigencia de una
interpretación confonne a la Constitución. a fin de no lesionar el principio básico
de la primacía constitucional obviando sus compromisos internacionales v.g.
trente a la Convención Americana de la que es Estado parte.

204.Sin embargo. el Tlibunal Constitucional en violación de disposiciones expresas de
su Ley Orgánica, se ha arrogado atribuciones legislativas que no posee,
quebrando la separación de poderes, base de un estado de derecho y de la
dernOCf!JCÍl!, principios rectores del sistema Interamericano de protección de los
derechos humanos. violando su obigaá6n de garantizar el libre Ypleno ejercicio
de a toda personas que esté sujeta a su jurisdicción de los derechos y liberlades
reconocidos en la Convención Americana,

-

-

205. Tal como ha setIaIado el Presidente de esa Honorable Corte. Antonio C~o
Trindade, ·Re~. 1JU63. claro. que 00 todo lo que es.'en el derecho intemo
lo es en el Derecho IntemacJonal de los Derechos Humaoos, debiendo una
conducta estatal conformarse con las obligaciones COnv&ncionales de protección
que vinculan al EstBdo Parte en el tntIado de derechos humanos en cues1ión."

-·••
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200.Por las consideraciones expuestas supra. se solicita a la Honorable Corte que
declare que el Estado violó y continua violando en peljuicio de Urcesino Ramírez
Rojas y WiIson García Asto el Principio de Legalidad en concordancia con su
obligación de garantía por los prl)C85os a los que fueron sometidos y por Jos
nuevos procesos judiciales que se siguen en contra de ellos que continúan
violando este principio con la vigencia de los artículos 2' y 4' del Decreto Ley
25475 a la luz del artículo 3 común a los cuatro Convenios de Ginebra de 1949; y
con la nueva interpretllci6n que ha efectuado el Tribunal Constitucional en su
sentencia de enero 3 de 2003 respecto a la constilucionalidad y legalidad de la
descripción típica del delito de terrorismo, ante el ofrecimiento por el Estado de un
nuevo juicio bajo el citado marco legal.

~men Penitenciario: Penas y Beneficios

207.Mediante el Decreto Ley NO 27913 del 09 de Enero de 2003 el Congreso de la
República del Perú delegó facultades legislativas al Poder Ejecutivo en materia
de telTOrismo con la finalidad de reemplazar la legislación anterior concordándola

•
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con lo dispuesto en la sentencia del Tribunal Constitucional. Asi, de acuerdo con
ésta se debia regular los limites máximos de las penas de los delitos regulados
por los artículos 2, 3 (b) Y(e), 4, 5 Y9 del Decreto Ley 25475 Yregular la forma y
modo como se tramitarían los nuevos piocesos y aquellos que fueron anulados.

208.Uno de los graves problemas de la anterior legislación anliterrorista fue la
severidad de las penas, asi el Decreto Ley 25475 estableció la cadena pe¡petua
para algunos casos de terrorismo y amplió las penas para otros casos,

209.En sus artículos 2",3° (b) Y(e) 4°, 5° Y90, el Decreto Ley 25475 estableció un
mínimo en las penas mas no determinaba el límite máximo de éstas; mientras
que el articulo 3" (a) sancionaba a los diJigenles con la cadena perpetua.

210.Ulterionnente, el Decreto Legislativo 921 de Enero de 2003, establece el máximo
legal para los delitos previstos en los articulos 2, 3 (b) Y(e), 4 y 5 en cinco años
mayor a la pena mínima. Es decir, si el artículo 2° del Decreto Ley 25475
sanciona el delito de IerTOrismo con un mínimo de 20 años de pena privativa de
libertad, de acuerdo a esta nueva disposición, el máximo seria de 25 años.

211 .Con respecto al máximo de la pena dispuesto en el Decreto 921, en el caso de
reincidencia (articulo 9' del Deaelo Ley 25475), éste fue incrementado a cadena
perpetua con la posibilidad de ser revisada, a petición de parte o ex ofICio, cuando
el condenado lIaya cumplido 35 años de privación de libertad.

212.En el P1esente caso, Wilson Gareia Asto, si bien he sido absuelto y me encuentro
actualmente en libertad, esta pendiente que la Corte Suprema del Estado se
pronuncie sobre el recurso de nulidad interpuesto por el Ministerio Público, de
acuerdo al Código de Procedimientos Penales, ésta podria declarar la nulidad u
ordenar nueva instrucción o nuevo juicio oral, con lo cual la persecución penal del
Estado continuaría sin mediar límite alguno en el tiempo o podría ser condenado
y me seria aplicado las penas que no observan aiterios de proporcionalidad ni
conmensurabilidad.

213.Fuí juzgado bajo el artículo 5 del Decreto 25475 que impone una pena mínima de
20 años para el miembro de la organización; dicha norma no señala máximo de la
pena como si lo establecía el artículo 322' del Código Penal de 1991 que le viene
siendo aplicado a Urcesino RlII'Ilírez en el sentido de sancionar por 20 años como
límite máximo. De esta manera, en el PeIÚ respecto a las personas procesadas
por el delito de terrorismo existirían dos regímenes penitenciarios para una misma
conducta delictiva, la supuesta pertenencia a una organización terrorista, lo que
desde nuestro punto de vista constituye una reslilución de la responsabilidad
penal objetiva, no garantizando un juicio justo Ydesnaturalizando el principio de la
lex certa contenido el principio de legalidad.

214.Sobre los beneficios penitenciarios, la Constitución Politica del Pero dispone en
su articulo 1390 inciso 22, que la finalidad de la ejecución de le pena privativa de
libertad es la . . . del condenado; esta considereción también debe ser
aplicada a la concesión de los benefICios penitenciarios.

215.EI artículo 24 de la Convención consagra que todas las personas son iguales ante
a ley, y que en consecuencia, tiene derecllo, sin discriminación, a igual protección
de la ley.

216.Los beneficios penitenciarios se fundamentan en el principio de resociaHzación
del condenado y; en consecuencia son otorgados teniendo consideración la

...-------_.._-- ,._ - - - - - - - - - - - - - - - - -
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peligrosidad y Iesividad de la conducta delictiva, por lo que deben ser
dlltenninados caso por caso. Ese criterio ha sido observado en el otorgamiento
de los beneficios penitenciarios a personas condenadas por delito de narcotrafico
por la gravedad en la afeclBcIón de los bienes jurídicos protegidos, esta misma
gravedad reviste el delito de terrorismo; sin embargo, el legislador no ha
observado ningún critllt'io para diferenciar el otorgamiento de Jos beneficios

. entre unos y olrOs, lo que viola el principio de igua/dad ante la ley,
desnaturaliza el principio de resocialización que consagra la Constitución
Peruana.

217.En este sentido, la Defensoría del Pueblo en su intonne NO 71 sugirió al respecto
de Jos beneficios penitenciarios para los condenados por terrorismo, la redención
de la pena por el trabajo Yeducación se establezca a razón de un día por cinco
dias de labor efectiva o estudio, tal como se dispone en el artículo 4 de la Ley NO
26320 sobre delIlo de tréIico Hícito de drogas.

,

....
•..

218.81n embargo, el Decreto Legislativo 927 dispone en el artículo 3", que la
redención de la pena por trabajo o educación obedece a razón de un dla de pena
por siete días de labor efectiva, con lo cual considerarnos que la anticipación a la
6bertad, en acumulación de tiempo de redención de pena, resulta ilusoria bajo
este supuesto.

....
¡

..

219.Por todo lo antes expuesto, solicitamos a la Honorable Corte que declare que el
Estado Peruano ha violado y continua violando el artículo 9" de la Convención en
conexión con el articulo 24 de la misma en nuestro agnrvio.
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C. VIOLACIÓN DEL DERECHO A LA INTEGRIDAD CONSAGRADO EN EL
ARTICULO 5 DE LA CONVENCION AMERICANA. EN UNA SITUACIóN DE
CONFLICTO ARMADO. DE CONFORMIDAD CON EL ARTICULO 3 COMUN
A LOS CUATRO CONVENIO DE GINEBRA DE 1.... Y EN CONEXIÓN CON
LOS ARTICULOS 1 y 2 DE LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA PARA
PREVENIR Y SANCIONAR LA TORTURA

220. El artíaJlo 5 de la Convención en su parte pertinente establece:

Afflculo 5. DenJcho a la lnf8grlcMd Personal

1.Toda persona tiene derecho a que se respete su integridad física, pslquica
y moral

2.Nadie debe sersomelido a torlutas ni a peflél$ o tratos croeles, inhumanos
o degradantes. Toda pe~a privade de fbettad se" InJtada con &1
respeto debido a la dignidMJ inherente al serhumano.
(...)

221 . La Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura de la cual
el Perú es parte'l3, consagra en sus artículos 1,2,3 Y5:

Antculo 1
LCM Estados partes se obligan a prevenir, y a sancionar la torlure en 105
IIInninos de la presenle Convención.

At1fculo 2

t .Para ICM afectos de la presente Convención se entendelá por torlura todo
acto realizado intencionalmente porel cual se inflijan a una persona penas
o sufrimientos flsicos o nHHlt8les, con fines de investigación criminal, como
medio inlimidatorlo, como castigo personel como medicfa preventive como
pena o con cualquier otro fin. Se enlendelá también como torlura la
aplicación sobre una persona de métodos tendientes a anular la
personalidad de la vk;#jma o a disminuir su capacidad flsíea o mental,
eunque no causen dolor trsico o llngustia psíquica.

2.No estarán compnmcfdos en el concepto de torlura las penas o sufrimiento
rlSÍCOS o mentales que sean únicsmenle coflS8CUffflCÍa de medidas legales
o inherentes éstas, siempre que no incluyan la I'Nllzación de ICM actos o la
aplicación de los métodos a que se refiere el presente articulo.

Afflculo 3

1.Serán responsables del delito de toltura:
a. 105 empleados o funcionarios públicos que actllando en ese carácter

ordenen, insliguen, inciJzcan a su comisión, /o cometan árectamente o
que, pudiendo impedirlo, no /o hagan.

b. las personas que a instigación de los funcionarios o empleados
públicos s que se refiere el inciso a. ordenen instiguen o induzcan a su
comisión, lo cometan cfr8ctamente o sesn cómpiíces.

II.~ El Períl rarificó la Convencíon Interamericana para Prevenir y Sanc:iOMr IR Tortura el 28 de marzo de 1991 .

~'--------
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Articulo 5

t.No se invocalá ni admilirá como justilicación del de/itD de torlUta la
exislrmcia de circunstancias tlIIles como estado de guerra, amenaza de
guerra, estado de sitio o de emergencia, conmoción o conflicto interior.
suspensión de garant/lls constítJJcionllles, la inestabilidad polTtica intema u
otras emergencin o calamidades públicas.

2.Ni la peliglOSidad del detenido o penado, ni la inseguridad del
establecimiento carcelano o penitencillrio puedenjuslificllr le tortum.

222. El artíaJlo 3° común a los Cuatro Convenios de Ginebra de 1949, consagra en
la parte pertinente:

Attkulo3
(...)
Las personas que no partícipen cirectamente en las hosIifídades, incluidos
...IllS pelSOfIaS fusta de combate por ... detención ... sefin, en Iodas las
circunstancillS. tnJtlIIdas con humanidad, sin distinción alguna de indole
desfavotabfe ...
A este respecto. se prohíben en cualquier tiempo y lugar. por lo que ata/le a
1llS pefS008S arriba mel'lCÍOlllldas:
- los atentados contra la vida y la integridad corpotal, especialmente el
homicidio en todas sus formas, las mutilaciones, los lflltos ctVeles, la tortuta
y tos suplicios;{...)
• tos atentados contra la dignidad per.sona/, especia/mente los lflltos
humillantes y degradantes;(...)

223. De acuerdo a la última disposición citada, las personas que no participen
dinlctamente en las hostilidades, que /layIWI depuesto las ann8S, o han sido
puestas fuera de combate por enfermedad, herida, detención o por cualquier
otra causa, serán tratadas con humanidad. Es decir, no puaden ser sometidas
a ciertos tipos de castigos, que conlleven un trato no humano'''. El derecho a
no ser sometido a loftUras ni a malos tratos durante la detención prav9l1t1va, es
uno que está vigente en todo tiempo, lugar Y cicunslancia; en situaciones de
paz como de contliclo armado.

224. De acuerdo con el desarrollo juósprudencial de los derechos humanos, la
vulnei ación a la integridad del ser humano abarca distintos aspectos de su
personalidad que comprenden lo flSico, lo psíquico Ylo 1IIOfBI. En ese sentido
la ausencia de lesiones físicas visibles no suponen la inexistencia de lratos
crueles, inhumanos o degradentes que puedan haberse producido durante el
interrogatorio lesionando a la persona en lo más esencial de su ser, su aspecto
pslquico y moral. La CoI1e Europea, citada en anteriores oportunidades por \a
Honorable Corte efectúa una exposlclón cJara en este lema:

57.... La Corte Europea de Derechos Humanos ha manifestildo que aún en
la lIu$encia de lesiofle$, tos sufrit¡¡j"n/o$ en el plano ffsico y moml
acompslla6Js de lutt1eciones pslquicas duta,. tos intenogfIlorios, pueden
serCOMiderados como l1lJto8 inhumano:s. El caráctercJer1radenle :se expttJsa
en un sentimiento de miedo, ansia e inferiorided con el fin de humillar,

1104 Un trakl DO humaJlO es 3Ql1C1 que implica "caslil:05 c:a:pora1cs. los ClUJ'tdamicntDs en locales doode nn eDtro la
1u, solar. ) . en ga¡cnJ. todo formo de lanura o de crueldad. Tomado de Juicios J...... Manual de Amni,da
Internacional AlllniSlia Intcmacional . 1998. P.I611
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0000266
degradar y de romper la resistencia fTsica y moral de la víctima (cf. Case of
lreland v. the United Kingdom, Judgment of 18 January 1978. Series A no. 25
párr. 167). Dicha siluacidn es agravada por la vulnerabilidad de una persona
ílegalmente detenida (cf. Case Ribitsch v. AusJria, Judgment of 4 December
1995. Series A no. 336, párr. 36) en violación de/artfculo 5 de la Convención
Americana. Las necesidacJes de la ínvestigllción y las dífícultades innegables
cJel comlMte al terrorismo no deben aCanNr reslñcciones a la protección de
la ínMgridtld fIsica cJe la persona't15.

225. De acuerdo a la Corte "toda persona privada de libertad tiene derecho a vivir
en condiciones de detención compatibles con su dignidad personal y el Estado
debe glll'8l1ti2arte el derecho a la vida y a la integridad personal. En
consecuencia, el Estado, como responsable de los establecimientos de
detención, es el garante de estos derechos de los detenidos·' ll1l.

226. La Corte ha podido comprobar que entre los mecanismos que adoptan los
Estados pam la represión del terrorismo, es18 el ·aislemiento prolongado· y ·Ia
i ., n coactiva·. Al respecto, para la Corte, estos mecanismos
' .. .repteuntan, porsí nlÍ:StnO$, ft:lmIas cJe IrBtlImienIo CtIJf1I e inhutNllO fNivas
de la íntegridad psíquica Y moral de la persona y del derecho cJe todo detenido
al t8$pelO cktbído a la dignidad ínherente al serhumano, /o que constituye, por
su lado, la violación de las 6sposiciones del articulo 5 de la ConveflCi6n que
reconocen el derecho a la integrided personal....'~.

227. La experiencia latinoamericana demuestra que, durante los periodos de férreas
dictaduras o conflictos armados intemos, el uso de mecanismos tales como el
·aislamiento prolongado. y '1a incomunicación coactiva·, viene aparejado de
gmves violaciones al derecho a la integridad personal del detenido. en virtud
que, durante estos espacios de tiempo de incomunicación y aislamiento, los
derechos de los detenidos se encuentran suspendidos de facto pe"nitiéndose
por la autoridad policial o militar que lo tiene ba;o su poder, toda clase de
abusos. en muchos casos en la des8plIrición del detenido.

228. Así, en el caso Suárez Rosero, la Corte ha sostenido que:

91. La sola constatación de que la víctima fue privada durante 36 dlas de
toda comunicfJCión con el mundo exteriory particuJatmente con $U familia, le
permite a la COI1e concluir que el seItor Suárez Rasero fue sometido a IrBtos
ctlJeles, inhumenos y degradantes, mlts aún cuando ha qu«lado cJemosIrBdo
que esta i fue atbilrBria y reafzllde en contl'irllel!CÍÓn de la
nonnativa intemB del Ecuador. La vIctima selJaI6 ante la Cone Jos
sufrimjenlos que le produjo ve~ ímpedido de la posibilidad de buscar un
abogado y no poder ver o comunicarse con su familia. Agregó que durante
su incomunicación, fue mantenido en una celda húmedB y subtetránea de
aproximadamente 15 metI!Js cuadrados con otros 16 f8C1ustJs, sin
condiciones necesarias de higiene Y se vio obligado a dormir sobre hojas de
periódico Y los golpes y amen~ a los que fue sometido durante su
detención. Toobs estos hechos conIieren al tl'irlamíentD a que fue sometido
elseIIor Sultntz Rosero la característica de CtUe/, inhumano y degradante.188

--- --.._ .__._ .-
~: COt1c ,.~.H ca."O.LoaJZB. Tamayo. Sentencia de 17 de seliembre de 199'. serie e No. 33. parro17
•st C_ Neira Alcgría y Otros. supra ncca 11». pirro60; Caso CaRillo Petru7zi. wpra oota lOS. pátr. 195.
:.. CorIe I.D.H Caso Vetl&qUC'l RcxIrigucz. Se..cncia ele 29 dejulio de 1988. Serie C No. 4. pirro156

COOe I.D,H Caeo SuárCl R05CrO. SenlCflCia de 12 de lIO\'icmb<c ele 1997. Serie C No. 35. pérr. 91

----------
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230. Es importante recordar que en el Perú las personas acusadas de telTori~o
han sufrido violaciones a sus derechos humanos al ser encarceladas SIO

obseNar las galalltías mínimas y sin el debido respeto a su condición de
pemll18 humana, siendo maltratadas no sólo legalmente sino también
físicamente -material y psicológicamente-, esta Honorable Corte observé (...)
que es pertinente considerar los hechos que confonnan el presente caso, en el
contexto de las prácticas prevalecien#e:s por esa tlpoca en el Perú en relación
con las personas inculpadas de los delitos de ITaicifJn a la patria Y telTOrismo...
durante la tlpoca de la delenCión de la señora Marla Elena Loayza Tamayo,
existía en el Perú una ptácticIJ generalizada de tratos crueles, inhumanos y
degradantes con motivo de las intresligaciones criminales por delitos de
lnJición ala patria y terrorismo"IIll.

231. Por lo tanto, "tes parles, yen particular el Estado, deben de facilitar al Tribunal
todos los elementos probatorios f'fIQueridos -de oficio, como prueba para mejor
resolver o a pefición de partir a fin de que tiste tenga el mayor número de
elemtJtltos de juicio para valorar y lograr conclusiones :s6lic11Js sobre IDs
hechos. En Jos procesos sobre violaciones de derechos humanos suele ocurrir
que el dem.ndante esté imposibilitado para alegarprvebas, puestos que éstas,
en muchos casos, no pueden obtenerse sin 18 cooperación del Estado que
tiene el control de los l7l8dio& necesarios pal8 aclal8r hechos ocunidos en su
tenflr>rio"1IO.

232. Como ha se4\alado la Corte, los criterios de apreciadón de la prueba ante un
tribunal intemadonal de derechos humanos tienen mayor amplitud, ya que la
determinación de la respon88bilidad internacional de un Estado por violación
de derechos de la persona permite al bibunal una mayor flexibilidad en la
valoradón de la prueba rendida ante él sobre los hechos pertinentes, de
acuerdo con las reglas de la lógica y con base en la experiencia·, 91

.

233. Esta Corte en el caso Cantoral Benavides dijo: 'en cuanto a la declaración de
Luis Alberto Cantoral Senavídes, la COffe estima que por ser él la presunta
vfctima en este caso y tener un interés directo en el mismo, sus
manifestaciones no pueden ser valoradas aisladamante, sino dentro del
conjunto de fas pruebas de este proceso. Sin embalgO, se debe considerarque
las manifestaciones del señor Cantoral Benavídes tienen un valor especial,
pues él es quien puede proporcionar mayor infonnación sobre cieI10s hechos y
p/ssuntas violaciones cometidas en su contra. Teniendo en cuenta las
alitmaciones de la Comisión sobre el hecho de que el incufpado pennaneció
incomunicado, el testimonio cM éste adquiere un alto valorPI8:sunfivo, ya que si
ese hecho pudiel8 queder demostrado, implicarla necasariamente que sólo el
s81'1or Cantoral Senavides y el EstIJdo tendrfan conocimiento del trato que se
dio al primero durante el correspondiente periodo . \92.

234. Por lo tanto, resulta importante recordar que: 'al igual que los !ribunales
internos, la Corte también pueden fundamentar sus sentencias en pruebas

'''Caso ( 'antoral Bena,idcs. Senteecía del8 de _0 de 1OlXl. Serie C N"Nl. párrs, 9.1 ). 94 Caso Loayz.. Tamayo.
~..,.. 12. pOn. 46.1.
I Caso C~1Ihn11lcl1avide<. Sentencia delX de 1lJ"'0 de 200f), Serie C N"6ll. párr. 55; ClI5D Neira Alegria y O"....
Sa1lencia de 19 de ....10 de 1995. Serie C N"20 . párr. (,5; Caso GanpmJm 1'8~'. !lUpI'8 nota 11. párr. 49; Caso
pomnoz Cruz. suprilllOUJ lO, párr. 141 ). 142; Caso Velásquez Rodriguel . S1ljll'llllOla 10. pá",- 11 351' 136.
." Caso Blake. supra nota 11. párr. 50; Caso Castillo Páez. Sentencia de 3 de noviembre de 1997. Serie C N" .14.
párr. 39. Caso Loapa TlIIl1alo. Senlencia de 17 de seplicmbre de 1997. Serie C N° 33, párr. 42)' Caso Castillo
Petnv.D, Scmc:ncia .10 de mavo de 1999. serie e N° 52
,., Caso Calltoral Bem1des. Setnencia delX de '_0 de 21100. Serie C N°ba. párr. 59. Caso Snáre'l Rasero. supra lO.
pérr. .ll.

.. _- - - - - - - - - - - --
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indirectas.- como las pruebas circunstanciales, los indicios y las presunciones­
cuando son coherentes, se confirman entre sí y permiten inferir conclusiones
sólidas sobre los hechos que se examinan

o
•
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235. Durante nuestras detenciones preventivas, en los centros policiales, se nos
mantuvieron incomunicados y aislados, incluso de nuestros propios abogados
defensores, se nos provocó miedo, angustia y sufrimiento, con el fin de lograr
nuestras auloinculpaciones. Fuimos trasladados a establecimientos
peniten<:iaños ubicados en lugares distintos alejados de nuestras residencias,
apart8ndonos de nuestros farniliares. Nuestras vidas fueron puestas en peligro
por cuanto los establecimientos penitenciarios no obserVaban los estándares
de Naciones Unidas para personas detenidas, se nos restringió olros derechos
distintos a la libertad. Estos tratos inhumanos y humillantes no sólo alcanzó a
nuestras personas sino también a nuestros familiares. la conduela del Estado,
antes descrita, no sólo violó nuestro derecho a la integridad personal en el
man:o de la Convención, sino también aquellos derechos garantizados en el
marro del artículo 3 común a los cuatro Convenios de Ginebra, por tratarse de
derechos cuyo ejen:icio no son suspendibles ni siquiera en circunstancias en
las que la vida de la naci6n cOila grave peligro, como es un conflicto armado
interno, tal como lo dispone el artículo 27 de la Convención. Es, en estas

. •en el que vigencia de estos derechos conjuntamente con los de
convención. los que proporcionan una protección más efectiva de los derechos
humanos. De forma tal. que la efectividad del artículo 5 de la ConvenciÓn en
tiempos violencia armada interna, descansa en la vigencia de las normas
aplicables a estas circunstancias; por lo que al violarlos, el Estado incumplió
sus obligaciones internacionales a que se refiere el artículo 5° a la luz del
artículo 3° común a los Cuatro Convenios de Ginebra.

A. WlLSON GARCIA ASTO

Fui detenido y trasladado a las oficinas de la DINCOTE, donde fue mantenido
incomunicado. en apficaci6n del articulo 12 d) del Decreto ley N" 25475.
desde el 30 de junio de 1995 hasta el 12 de julio de 1995 fecha en que presté
mi . policial. Es considerado por la Corte innecesario el hecho de
discutir si la actuación de los funcionllflos estatales exceden o no sus
funciones debido a que con independencia de que hayan actuado "en
contravención de disposiciones de derecho interno o desbordando los limites
de su propia competencia. puesto que es un principio de Derecho internacional
que el Estado responde por los actos de sus agentes realilBdos al amparo de
su carácter oficial y por las omisiones de los mismos aún si actúan fuera de los
Iímlles de sus competencias o en violación del derecho intemo·'''.

los sufrimientos tanto fisicos como psíquicos que padecí, empezaron desde el
momento de mí detención. la prolongada incornunlcaci6n me colocó en una
situaci6n de indefensión y de vulnerabilidad. que conllevó desde un inicio un
gran riesgo a mi integridad física e incluso mi vida, 'una persona ilegalmente
detenida (...) se encuentra en una situación agnlvsde de vulnerabilidad, de la-.'•,
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\9.' ClI50 Villapan Morales) otros. Sentencia de: IY el<: llD\iembR: de: 1999. Scne C N°ó3. párr. 69; Caso Paniagua
Moralcsy ........ supra 110I313. párr.81.
1014 Cm Vdálqut.l RoddLJ"2 Senrenda de 29 de julio de 1931. SClie e N~ 4. párr. 170. caso GodíDC7. Cnu..
S<nlcncia de 20 de enero el<: 1989. Serie C N°. ¡>IJT. 179 )' Caso Ntira Al<gria)" 01.... Senle1lcia de: 19 de ""'lo de
199~ . Serie e N°20. párr. 63.
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cual surge un riesgo cierto de que se le vulneren otros derechos, como el
derecho a la integridad física ya ser Ira/¡¡do con dignidad~~.

238. Como bien ha señalado esta Corte 'Ia infracción del derecho a la integridad
f/$ica Ypslquica de fas personas n UfIfJ clase de violaei6n que tiene~as
connotaciones de grado ya que abarca desde fa fottura hasta otro tipo de
vej4menes o tnItos Ct1JfJles. inhumanos o degradantes cuyas secuelas físicas y
pslquicBs varian de inIeMided según los factores endógenos yexógenos que
debeRn :serdemostnldos en cada situación col1CletB". En mi caso concreto, el
Estado no ha negado estas violaciones, ni durante el procedimlento ante la
Comisión, ni en sus observaciones a las recomendaciones fonnuladas al
InfOITne 27104 de la Comisión.

-

239. Por lo tanto, la incomunicación y. posteriormente. el aislamiento celular de los
que fui objeto por un año de acuerdo a la legislación vigente del Estado,
constituyen per se violaciones al artíaJlo 5 de la Convención. Tal como ha
seftalado la Corte el 'aislamiento prolongado y la . . . n coactiva son,
por si mismos, tratamientos crueles e inhumanos, lesivos de la integridad
psíquíca y moral de la Fon8 y del derecho al respeto de la dignidad
inherente al ser humano" .

.....

240. Además, la Corte agrega que 'una de las razones por fas cuales la
incomunicación es concebida como un instrumento excepcional es por los
graves efectos que tiene sobRt el detenido. En efecto, el aislamiento del mundo
exterior produce en cualquier persona sufrimientos morales y peftUrNciones
pslquicas. fa coloca en una siIuaci6n de patticularvulnerabilidady acrecienta el
riesgo da agresión y arbitrariedad en las cárceles"'!I7.

,
•

.
,

-

....

241. Desde el día de mi detención fui golpeado y sometido a tratos degradantes y
crueles, como los son el permanecer esposado, ser obligado permanecer de
pie por horas, ser racionado en el uso de los servicios higiénicos: no contar con
afimentos ni bebidas y ser obligado a habitar en condiciones incomodas y
faltas de higiene, además de ser impedido de dormir por medio de música en
allo volumen, escuchar las torlul1!lls de otros detenidos y las amenazas
constantes de ser torturado en aIlIlquier momento, todo ello llJvo la finalidad
de romper mi resistencia flllica y moral y lograr así una dec:l8ración de
autolnculpación de mi parte . Esto lo estoy expresando, por primera vez, ante
esta HonOl'llble Corte porque ni la situ8ción en que me encontl1!llb8 y mis
condiciones flsicas y emocionales me lo permitían.

.-

-

242. Fui sometido a un régimen carcelario violatorio a mis derechos humanos al ser
puesto por mandato expreso de la ley vigente, durante mi primer año a
aislamiento celular continuo dentro de una celda de dimensiones reducidas, sin
ventílación ni luz natural, con media hora de saHda al patio y con un régimen de
visitas restringido a familiales directos.

­
<
'.

243. Posteriormente fui trasladado al penal de Yanamayo, en Puno y luego al penal
de ChaIlapaJca, en Taa18. Ambos traslados fueron realizados en forma violenta

-
.'

•

--

'" Caso Camoral Benavides. Sentencia deiS de agosto de 2000, Serie C N"68. pérr. 90. Caso Loayza TOIl13)·o. s..pra
nola 12, poin". S8.
'lO e... vcüoquo:z Rodrigucz. _ noIa 19, pórT 156; e"", Godinea C",,_ supra .... 19. pórT. 164: e... fain!n
~trbi j ' ~is Corrales. supra nota 19: párr. 149; Caso CasI;))O Pctrw.ri. supra 107. párr. 194.

Caso Canroral Bena\'idcs. ScntCIICUI deIS de apio de 20UC). serie e N°6K. párr, su: Caso SuáreJ: Rasero. supra
10. PÓlT. 90.
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y con uso de gases lacrimógenos"111
, con uso de la fuerza de los agentes del

Estado que no constituyó una respuesta o un acto de legitima defensa. El
traslado al penal de Chalapalca, fue en condiciones inhumanas mediante el
uso de la fuerza , empleando gases Iacrimógenoll entre otros, y se me impidió
recoger mis pertenencias obligándome a saUr de mi celda "con lo que lenía
puesto", sin tener en considerllCión las blljas temperaturas del lugar a donde
seria lrBsIadado. Fui goIpeedo a mi llegada al penal de Chalapalea por el
personal dellnslituto Nacional Penitenciario.

244. Respecto al penal de Challapalea,la Comisión en su Informe Especial sobre la
Situación de los Derechos Humanos en dicho establecimiento penitenciario
obseIvó "que las condiciones de detención de las personas alll tecJuidas,
originadas por la situación~fica donde se encuentra ubicado el Penal de
Chal/apalea, se convi«tftn en un castigo adicional pete ellos, sus famíliateS y
para el personal del Instituto Penitenciario al/I de&tecado, poniendo en peligro
el derecho a la 'IÍdlJ, violando la obligeci6n de protr1cción a la integridad
personal y al detecho de una privación de la liberlztd en condícione& dígna& y
segufB&, detechos con&agrado& en la COI'IIIefICÍÓn Amerfcana y en los
in&trumenlo& intemacionales que el E&tlIdo pemano se hll comprometido a
cumplir y tespeta,.,IIQ.

245. Teniendo en cuenta que "la incomunicación durante la detención (...) el
aislamiento en celda reducida, sin ventilaciÓll ni luz natural, los golpes y otros
maltr8tos como el ahogamiento, la intimidación por amenazas de otros actos
violentos, Iss condiciones can:elsriss, constituyen formas de tratos crueles,
inhumanos o degradanles en el sentido del artículo 5,2 de la Convención
AmericanaoD y, que como resultado de estos actos se han producido dal'los
en la salud física y pslquiea de la victima y sus famíHares, pero al mismo
tiempo por su gravedsd, por sus actores y sus propósitos, comportan actos de
tortum de confonnidad con la Convención Interamericana psm prevenir y
sancionar la tortura.

246. Por lo expuesto, solicito a la Honorable Corte que declare que el Estado
Peruano en el juicio seguido con Wilson Garcis Asto violó su derecho a Is
integridad previsto en el srticulo 5 (1)(2)(3)(6) de la Convención en conexión
con el articulo 1.1 y 17 de la Convención Americana de Derechos Humanos así
como los artlculos 1 y 2 de la Convención Interamericana para prevenir y
sancionar la tortura.

B. URCESINO RAMlREZ ROJAS

247. Fui detenido el 27 de ju~o de 1991 y puesto a disposición de la autoridad
judicial recién el 9 de agosto de 1991, es decir 14 días después. Al momento
del ingreso abrupto de la policía en mi domicilio. no estuvo presente el Físcal
de tumo, de manera que no hubo autoridad civ~ que pudiese garantizar que
mis derechos no se vieran vulnerados.

248. La poIlcia irrumpió en mí domicilio, mientras yo me encontraba en mi
dormitorio, descansando en ropa de cama, s causa de una afección de

:: Test~io de lasc~ Celia Asto Urbno. madre de Wilsoll Garcín Asto. Ver Arte:«) 33.
ComISIón ¡melAu... leiDa de Dcnxhos Humanos. Wouue EIpeciaJ sobre la Sih'arióo ck 10& I>erecbott. HUJRanos

~"'-de ChoIlapofca. deportomenlo de Tacno.llqJobIieadef Perú. pírr. 117.
e- Looy7..T_. Sen1encia de J de nov'....1bre de \997. Serie C N° 3J. Pán. 58.
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bronquitis aguda. Fui sacado de mi dormitorio EN esas condiciones, ya que la
policia me impidió cambiarme, con los ojos vendados, permaneciendo así toda
la noche. El Fiscal se presentó sólo para firmar el acta de detención e
incautación, es decir para "formalizar el plOcedimiento", alrededor de las tres
de la madrugada,

249. Se me trasladó a las dependencias de la policía, siendo inmediatamente
incomunicado y aislado tol2llmente. En primer lugar, fui recluido en el sólZIno
del edificio de la DlRCOTE, posteriormente DINCOTE, en una celdas oscura,
sucia, sin ventilación y maloliente, sin servicios higiénicos. No se me
proporcionó alimentos y me ví obligado a ingerir mis medicinas con agua del
inodoro. En eslas condiciones estuve 14 días, tiempo en el que no pude
comunicarme con mi familia. Sólo en el momento de rendir mi manifestación
policial se me permitió ver a un abogado, aproximadamente al sexto dia de
detención. A partir de ese momento pude tener acceso a alimentos gracias a la
intervención del abogado. quien solicitó el ingreso de alimentos pera mi. Mi
familia me envío alimentos y una frazada. pues no se me proporcionó ninguna
cobija, pese a encontrarme en malas condiciones de salud a causa de la
bronquitis aguda que sufría al momento de mi detención.

250. Aunque no fui objeto de torturas físicas, sí lo fui de tortura psicológica ya que
diariamente, efectivos poIicialas se acercaban a mi celda y a la de otros
detenidos para intimidamos, diciéndonos que, a partir de las once de la noche
nos llevarían a la "piscina" o a la 'playa", 'donde nadie ha resistido", Cuando
llegaba la noche, cada ruido de abriendo puertas o de llaves, eran una tortura
para mí y los demás detenidos, pues temiamos por nuestra suerte. Ya
hablamos visto COll10 varios detenidos habran sido sacados de sus celdas en
ras noches y no regresa'00 más. Todos temíamos ser desaplllrecidos.

251 , A los catorce dias fui conducido a la Fiscalía. Durante el traslado, efectivos de
la DIRCOTE nos propinaron fuertes golpes, a mí y a otros detenidos. De la
Fiscalía fuimos trasladados a la CarceIeta del Palacio de Justicia donde
fuimos brutalmente golpeados. A los dos dias fui conducido al penal Castro
Castro donde nuevamente fuimos golpeados por miembros de la Policía
Nacional bajo la dírección personal Director del Penal Castro Castro, lo cual
era considerado como "política de ablandamiento".

252. Además de las torturas fislcas, los tratos crueles inhumanos o degradantes a
los que fui expuesto durante la detención preventiva dllbo señalar que durante
mi detención en los disUntos centros de reclusión donde pennaneci también fui
victima de tratos degradantes al no tener las condiciones mínimas que deben
respetarse en virtud a la dignidad de lodo ser humano,

253. Sobre el perticular es pertinente recan:tar lo que la Corte ha señalado:

60. En los términos del arllculo 5.2 de la Convención /oda persona privada
de libertlld tiene derecho a vivir en condk;iones de detención compatibles con
su 6gnidad pensonal y 81 &lado debe garantizarle el derecho a la vida ya la
integlidad personal. En consecuencia e/ Estado como responsable de los
establecimientos de delrHrci6n, es e/ garanta de estos derechos de los
detenidos.10'

"" Corle I D.H r""" Ncil1l Alegria y 01..... Senlencia de 20 de enero de 1_. Serie e No. 20. párr. 60
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254. En ese sentido debo mencionar que durante mi detención, primero fui llevado
al Penal de Máxima Seguridad Castro Castro de lima desde agosto de 1991
hasta octubre de 1994, luego al Penal de Huacariz en Cajamarca hasta
noviembre de 2000, fecha en la que se me lraslada al Centro Penitenciario El
Milagro de Trujillo, habiéndoseme trasladado al establecimiento penal Miguel
Castro Castro el l' de Marzo de 2004, a efecto del proceso penal que por
delito de terrorismo se viene llevando a cabo.m

255. Durante mi detención en Castro Castro recibí tratos vejatorios, revisiones
degradantes y humillantes por parte de la policía. debido a la dura política
carcelaria que se habia establecido en este penal.

256. En rna~ de 1992, se realizó una in1ervención conjunta del Ejército, la Marina y
la Fuerza Ahea y la Policía Nacional en el Penal Castro Castro y en el Penal
Canto Grande para llevar a cabo un operativo especial "Mudanza 1" que duró
varios dlas. Este opee alivo se caractlll izó por un empleo de la fuerza excesiva
de los agentes del Estado, que provocaron la muerte de decenas de presos e
innumerables heridos de los detenidos por terrorismo y traición a la patria, asi
como . la violencia y fuerza excesiva usada por el Estado fue
¡naemeotándose con al transcurso de los dlas, sin importarles las
consecuencias.203

2fil . En su ÍfIaJ1llioo los agentes de seguridad al establecimiento penitenciario
hicieion uso de gases Iaaimógenos Ygranadas, produciéndome un cuadro de
asfixia, no resultando herido afortunadamente. Ninguna medida preventiva fue
adoptada, lo que se evidenció en la insuficiencia de los medios sanítarios para
atender a tantos heridos, falleciendo muchos de ellos, y quedando
discapac:i1ados olrns, por la deficiente atención médica recibida.

258. Pude sobrevivir en esta situación de extrema violencia, de tuerza
desproporcionada, imprudente e ilimitada en el establecimiento penitenciario
Castro Castro, por el operativo antes referido, con temor de ser uno de los
posibles desaparecidos y ejecutados por los agentes del Estado.

259. Traslado al Centro Penitenciario El Milagro, las condiciones de detención
fueron adversas, como se puede apreciar de los informes que realizaban
organizaciones de derechos humanos en el país.

Del total de encarcelados en las diversas prisiones del pals, unos 21150 /o
esta por los delitos de terrorismo y traición a la patria; algunos de ellos aún
sin condena. Las condciones de su l8CIusíón son especialmente duras y
dieron lugardunlnte el 2001 a diversas expresiones de protesta.
(...)

Las malas condiciones carcelarias han provocado la protesta pennanente de
los internos, e incluso, la comisión de motines como los de SocabaYI
(Atequipa, el1 de enero del 2001), Satita Colonia (Clllllo, 7 de enero), CISIm
Castro (Uma, huelga de hambre en febrero), El MilttgrO (Trojllo, 27 de febrero)

204
•••

.)J'l Véase: Anexo 31
3JJV~Ano:o 32
, . Informe Anual 2001. Coordinador. Nacional de Derechos Humanos. P. I.l . En el d<:sarroIlo de este suceso el
Inron... de la CNDDHH _ "El 27 de fobrero doJ """ 2001. ce"'" de mil inlerllOS del local carcelario El Milagro.
deT~ .. _ pídicodo mejora a>adicioacs, osi "'iw'OI •
~mIIliIr.Ilatoo m recbuD a que ... incrihlCiOO lome el COIIIJ'OI ea recmpIam de la l'oIiáa Naciooo!".
Ver J!Ó8Ína 104 del referido lufarme. (el Sltta)1Ido es IlIICSlro).
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260. Desde el 1° de Marzo de 2004 en que fui trasladado al Establecimiento Penal
Miguel Castro Castro, carezco de colchón y frazada, los que no se me han
asignado hasta la fecha, pese a los .. efectuados al Dlreaor del
PlIIlI1l y a la Defensoría del PuebIo.2ai

261 . Las condiciones carcelarias de los penales en los que esltNe y estoy recluido,
como se ha @lXIlresado en los diveisos infonnes de organismos internacionales
y de la propia Comisión " eran inhumanas y~ con
una atención médica deficiente Y tardía, con una alimentación bestante
insuficiente, inalmunicadotl medíante el aislamiento celular, lo que me provocó
grandes sufrimientos psíquicos y morales.

262. Por lo expuesto soIicilD se declare que el Estado peruano violó en perjuicio de
Urcesino Ramírez Rojas el artraJlo 5(1) (2) (04) (6) de la Convención Americana
sobre Derechos Humanos en conexión con el artraJ/o 1 y 2 de la Convención
Inlerameric:ana para prevenir y sancionar la tortura.

C.1 VIOLACIÓN DEL DERECHO A LA INTEGRIDAD PERSONAL CONSAGRADO
EN EL ART1CULO 5° DE LA CONVENCIÓN EN CONEXIÓN CON LA
OBLIGACIÓN A LA PROTECCIÓN A LA FAMR.IA CONSAGRADO EN EL
ARncULO 17 y EL RESPETO Y GARANTIA DE LOS DERECHOS QUE
CONSAGRA EL ARTICULO 1.1 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA

263. Los artículos 5 y 17 de la Convención en su parte pertinente establece:

AltlcuJo 5. Dw8cho a la 1rrf8gridad Personal
(oo.)

La pena no puede trascenderde la persona del deHncuente.(.oo)
Las ¡JM86 privativas de 1iberlad tendrán como finalidad esencial la reforma y
la readaptación social de los condenados.

AftIcuIo 17. Protección a la FamHIa

La famiia es el elemenm nalunJl y fundamental de la sociedlId y debe ser
ptOlef1ida por la sociedad y el Estado.

Se ¡econoce el derecho del hombre Y la mujer a contnJer matrimonio y a
fundM una familia si tienen la edad y las condiciones requeridas para ello por
las leyes intemas, en la medide en que éstas no afecten al principio de no
disCTiminaci6n eslilblecido en esta Convención.

El matrimonio no puede celebrarse sin el libre y pleno consen6miento de los
contrayenllJs.

Los Estados partes deben tomar medidas aptOpi«Jas para asegurar la
igualdad de der&chos y la adecuada equivalencie de responsabi/idede$ de
los ~n~s en cuanto al matrimonio, durante el mat1fmonlo y en caso de
disolución del mÍ$l7lO. En CIJ~ de disolución, 3e adopta"n dí3poslcione3
que aseguren le pmle«i6n necesaria de los hijos, sobte le bese única del
interá3 Y conveniencia de ellos.

La ley debe f8COtIocer igualas derechos tanto a los hijos nacidos fuera de
matrimonio como a los nacidos dentro del mismo.

')r.o véase el Aflt'[Olft
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264. Resulta importante hacer mención que en el Perú el objetivo de la pena
privativa de libertad tiene, como lo señalan los instrumentos legales, un
propósito rehabililador y no un fm castigador. Por lo tanto resulta carente de
lógica el hecho de aislar a los presos e impedirles interactuar con sus
familiares, impidiendo de está manera su Mura reinserción social.

265. Wdson Garcia Asto, fui trasladado al penal de Yanarnayo, en Puno y luego al
penal de Ch8llllpalca, en TIIa'I!I. Ello, dificultó de sobre manera el que mis
famiHares, residentes en Lima. pudieran visitanne, aunque lo hicieron,
enfrentendo las dificultades de transporte. condiciones climatológicas y
económicas.

266. La Convención estipula que 'a pena no puede trascender de la persona de la
víclimao sín embargo en el caso que nos ocupa los familiares de la víctima han
sufrido también por la enca.celación de su familiar, no sólo por el daño moral
que causa el hecho de tener a un familiar cercano y querido en prisión, sino
porque las visitas a los centros penitenciarios se convierten en un castigo para
la familia

267. EIisa Garcia Asto. hermana de Wilson Garcia Asto, se convirtió también en
víctimas de abusos por parte de las pelsanas encargadas de custodiar los
centros penitenciarios. Fue objeto de bultas y hurnlllaclonero".

268. Filomena Ramírez Rojas, hermana de Ureasino Ramírez Rojas, fue objeto de
revisiones que no respetaban °su intimidadO para ingresar al penal a visitarlo.
fue estigmatizada por tener un hermano acusado de terrorismo. Afinna que su
hermana Marcefina Ramirez Rojas, fue detenida cuando fue a visitar a su
hermano Ureasino Ramírez Rojas, llevándole un abrigo verde, bajo la
imputación de estar preparando su fuga, provocando temor en sus familiares
para continuar visitandolo"17.

269. Tanto Pedro y Filomena Ramírez Rojas, hermanos de Ureasino Ramírez,
sei'ialan que la detención ilegal y arbitraria de su hermano Urcesino, provocó la
muerte de su madre. debido a la indignación por el atropello del que fue
víclima2O!!.

270. La Comisión en su Infonne sobre la cárcel de ChaUapalca ha señalado que las
condiciones penitenciarias de dicho centro penal, 0 .. . .se hlln hecho exten.sivas a
los familiares de Jos ~usos de la Cárc81 de Chal/apalca, a quienes no sólo se
les dificulta su vi.sita sino se les pone en riesgo 1m su salud. Que esias
circunstancias Impiden dar cumplmlento a los principios de m.sociaNzación y
de InJtlJmienfo infegflJI de la pefS()/lll sujeta a deirtnci6n. según los estitndare.s
internacionales aprobBdos por las Organización de los Estado.s Americanos,
las N"cionfl.s Unídll.s. y adoptados por1lI1egi.$laci6n interna del Perú"2l»

271 . De igual modo, queda daro tal Y como lo establece la Convención Americana
con respecto a la pena, pues, ésta no puede trascender de la persona de
delincuente, asl como el artículo 17 del mismo instrumento internacional que

"'" Ver Anno 34. Teotimooio lt: Elisa Ga",1a AlMo.
201 Ver A,.,o 3.5. TestimoniD de Fikxnena Ramirel Rojas.
"Ver ~.~de__=RojIls.
"" Comisión l rica.. de Den:cbos H-. 1__ E__ia1 _la Situación de loo Dcrecboo. Humanos
en la có=1lt: Challapalca. dcpartamenlo de Tacna. Rcpubtica cid Paú. pirr. tlR.
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establece ciertos derechos y consideraciones en cuanto a la protección a la
familia.

272. Los hechos expuestos en su lolafidad también afectaron y trascendieron a
nuestros entornos familiares, las condiciones de nueslrBs detenciones los
constantes traslados que imposibilitaban la visita de mis familiares, así como
las condiciones en las que nos encontrábamos. provocando sufrimientos y
constantes preocupaciones a nuestras famiia entera.

273. Teniendo en cuenta que las condiciones de detención que tuvimos en los
centros penitenciarios, tuvieron el mismo efecto directo en nuestros familiares,
afectaldo sus derechos por parte del Estado, que nos ha ocasionado danos en
nuestra salud flSica Ypsíquica, así como en la de nuestros familares.

274. Por lo expuesto, so~cito a la Honorable Corte que declare que el Estado
Peruano en la detención y proceso seguido contra Wilson Gan:ia Asto y
Urcesino Ramírez Rojas se violó su derecho a la integridad previsto en el
articulo 5 (1 )(2)(3)(6) de la Convención en conexión con el artIaJlo 1.1 Y 17 de
la Convención Americana de Derechos Humanos.

..._--------------
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D. VIOLACiÓN DEL DERECHO DE PROTECCiÓN DE LA HONRA Y DE LA
DIGNIDAD. CONSAGRADO EN EL ARTíCULO 11 DE LA CONVENCiÓN

275. La Convención Americana de Derechos Humanos establece en su artículo 11 que.

Articulo 11

1. Toda petSoniI tienen derecho a la respeto de su honra y al reconocimiento de su
dignidad.

2. Nadie puede ser objetivo de injerencias atbitrarias o abusivas en su vida privada,
en la de su famifa , en su domicilio o en su correspondencia, ni de ataques
ilegales a su honra o repu/8ción.

3.Toda persona tiene derecho a la protr1cción de la ley contnJ esas
injerencias o esos ataques.

276. La Comisión ha señalado en relación al Art. 11 de la CADH lo siguiente:

[...] El objeto del articulo 11. así como la premisa total de la Convención, es
esencialmente la protección del índividuo contra ínjerencia at1JitTara por parle de
futrcionarios públicos. Sin emtleJpo lambién requiere que el Eslado adop#e la
/egi$Jación necesaria PiJrB asegurar 1IJ eficacia de lt$tB t1íIspD$ición. El derecho a la
intimidad garantiza una IIsfera que nadie puede ínvadir, un campo de actividad que
es absolutamente propio de elida índMduo. En este sentido. varias gartlntfas de la
Conwnción que ptOlegen la inviolabildad de la petSOna, fIStBbJecen zonas de
intimidad. 210

277. De igual manera, el articulo 3' común a los Cuatro Convenios de Ginebra de 1949,
aplicable en siluaci60 de conflicto annado interno, prohíbe en cualquier tiempo y lugar
"los allBntados contra la dignidad personal. especialmente los tratos inhumanos,
humilantes y degradantes".

278. Tal y como ha señalado el profesor. Héctor Faúndez Ledesma, el honor y la intimidad
tonnan parte de nuestro sistema de valores, los derechos al honor y a la vida privada
fonnan pMe del catalogo de derechos humanos.

279. En este sentido refiere que el derecho al honor tiene que ver con el respeto de la
autoestima y el derecho a la intimidad está dirigido a excluir injerencias externas a
asuntos que solo conciernen al Íldividuo. siendo inprescindible distinglW la noción de
intimidad de la noción de honor, asinismo teniendo que diferenciar la esfera privada
dominada por la idea de secreto. de la esfera pública dominada por la idea de
difamación.211

280. Según Rodríguez Oevesa. el derecho al honor es el derecho a no ser escarnecido ni
hu~ ante uno mismo o ante otros; en su opinión. es un derecho sin el cual no se
concibe la dignidad inherente a la condición humana.'12

281. A efecIos de la presente demanda. resulta importante diferenciar el concepto de
reputación y honor. Tanto el Pacto Intemacional de Derechos Civiles y Polílicos así
como la Convención Americana de Derechos Humanos sei'lalan que el derecho al

~ J 'J ClDH.~ No. 321196. Caso 1O,S(Ní. IuColillc ADUaldc laCoolisión 1ntenlilllea:icaDade DmdJo& HuRQV'5 1996.
111 E1!l<M:flo ala lIIbmidod. &ilorial Tm.íml S.A.. Madrid. 198J. p. 307....
-.. Cfr. l ,M. RodriSllc'< Dc\C>3. Dcn:cho Penal Madrid. 191111. p. 22~
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honor seria el sentimiento o a la conciencia de la propia dignidad y la reputación seria
el resultado de la fama que esa misma persona tiene frente a terceros. Mienlrlls el
honor es el produclo de la consideración a que toda persona se hace acreedora por el
sólo hecho de ser humana. la reputaci6n es el fruto de la consideración a que, en
atención a sus cualidades y defectos, cada uno de nosotros se ha hecho merecedor
en el seno de la sociedad en que se desenvuelve; pero, !!ln duda, !g buena fama W!!1
~ entre terceros aaecienla nuestro~ sentimiento del honor individual.
Así entendido, no es extraño que por lo menos en el contexto de la Convención
Americana de Dei echos Humanos, se establezca una relación tan estrecha entre el
derecho al honor y el reconocimiento de la dignidad individual.21 3

•,

A. tI't'ILSON GARCIA ASTO

r

-
•,
"

282. En este sentido, los maltratos y humillaciones a los cuales tui sometido y [como
consecuencia) toda mi familia en forma dlrecla e indirecta, constituyen una violación
del M . 11.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos, al haber generado
grave dalla a nuestro honor y dignidacf14

.

•

,...
•
••,'

283. Las consecuencias de esta injusta e ilegal detención que vivi ha dañado gravemente
mi autoestlma, por ende mi salud mentaf15 y de toda mi famHia216. El hecho de tener
un famii8r ",eso por deilo de Iiell00ismo generaba la de toda la
familill. y que ésta sea repudiada. discrimi1ada y aislada por su entorno más cercano y
por la sociedad en su conjunto, sobre esta situación la Corte se ha pronunciado en el
caso Gómez Paquiyauri:

•
!
l

-•

[' ..JPárrafo 182, En /o que respecta al arlIculo 11 de la Convención, está probado
que 1M pnJ$U(ltas víctimas fueron tratadas como "!em;¡ristBs", somelMndoIas a eles
y a su familia alodio, desprecio púbko, persecución y a la discriminación, por /o
cual se ha conformado una violllci6n del articulo 11 de la Convención Americana,
en relación con el articulo 1.1 de la misma, en perpe;o de los miemblOS de la
famiIa mencionados en los pámrfos 67.tY 67.u de la presente Sentencia.

:-
",,

,..
f

-,••

284. Mi testimonio y los de mi familia evidencian los efectos en sus personas por estos
hechos, pues, mi juicio y condena de 20 años de pena privativa de la libertad, han
producido aleraciones en mi conduela; dado que anterionnente era más exIrovertido.
optimisla, feliz sin exigir mucho de la vida, pero los hechos 11 consl!lQIencia de mi
detención. las torturas a la que tui sometido, la acusación y la condena impuesta han
dejado heridas en el alma, dificil de sobreHevar. Hoy me encuentro con grandes
angustias sobre mi tuturcr17

, pues me preocupa bastante que la última esperanza de

r
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-- ---._,--
,,; Hector FlIllIldez LOOesma: 1 lJbenad de ..,presión yla protección del bomr ~'Ia repUlaCÍÓn de las personas en una soci<:dad
demucdIica. Ea S.'cllQ ¡ ano de PrIll_ión de los dm:dlOS u_m en el Umbnd del SigID XXi TOO1O 1. 2ela.
_ Moyo . 1993. pag. 5~9,

,,. [E)I honores la percepción que el propio sujeto lieoc de su dignidad. por lo que opera en un plano iJnomo ~ subjeli\'o.)'
supo... un gAdo de aUloeslima per.lOflll1. En otras palabras. el hooores la ...Ioración que la propia pese.. hace de 51 misma.
inIlepl:ri ,.. "LiU de laopiniónde los denoIs, p.,.olJO 1odD.1a hoa"usclICa_cimiaoio IOCiaIdeI 110_. queso expresa <JI

el m;pr.:IO que: mnespoade a cada pasoaa aJIm mpw cueoo:ia del romMXii.;j¿1Ifn de su~ En01135 pabbras. constituyecl
dc:rech:J de tada persom. 3 ser respc:tada. me si misma ~- ante los deuás.
ArCIllen OODlr.l el deroebo a la boma )' a la buena reputacióo ,oda< los conductas dirigidas a denignlr a la persona, las cuales
iRl:\wyeIIb iJ.ip4a:ión de ddilus Yde inmondidades. las ex"""io.... de viluperiu Ylos a:IIllS de llKJ","JXl'Cio públes.
1Pt__;Óllde los delt:chos Hu......: DefinieioIes Openriws. CAl. pag 119-11lO1
:1'" Ver Anexo 42
~ I r vease Anc:tos .J~..u \"~!i
11J Ver Anexo .J6 -
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alcanzar justicia se me cierre definitivamente ya que la justicia peruana es indolente y
subjeliva216
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285. Asimismo. es posible vislumbrar mi sufmliento y el ele mi famia. asi como las
humilaciones a la que mi familia fue victima. debido a mi detención arbitraria y
posterior acusación y condena impuesta sin un juicio que contará con las debidas
garantías. consagradas en los instrumentos intarnacionales en el que el Estado
Peruano es parte. MedlBnte los siguientes párTafos ele mi testimonio como el de los
miembros ele mi famiIa resulta posIJIe evidenciar el sufrimiento Yvejaciones a las que
hago referencia:

[...) tengo la impresión que otra persona vivió esa vida, porque yo vivo actuamente
en otro mundo. Unm~ ~tmll}f!!Je, 8ltar meso (IS huflJÜl§CÍÓl?.

• • 21an n.

[ ) A la semana, un poflCía me dijo que una de esas noche me irían a buscar.
Efectivamente. me sacaron para tomarme mi manifestación. fueron dos policías,
uno me agalTÓ de los cabellos Yme puso una capucha. mientras me llevaban a
otra habitación, me golpeaban, paladas y puñetes. En la habitación, un poicía tenía
un pedazo de madera. había música, empezaron a golpearme los riñones,~

,
me golpearon por cinco minutos. en el hombro. detrás de las rodIlas220

•

•
•
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[. ..}PROCESO: Ya no habla una vida normal, r
no podla dotmir y llegó un momento en que ya me sentla que me ahogaba. Me
v lvIu r I .
~ Jo ccndenafOn a mi h8nntlno y al visillJtfo 8n la cáff:81 el fRIto eRl flJn
inhumanos hacia '!Is visitas que ptécticamente empecé a llmer alletaeiones en mi
cc~mientointerno, cada IIeZ que /It1glIbB el día de visita. fNlfrabIJ 8n un estBdo
de depresión que me dolla el 8stómago. Q!Nt..pQr~ mi vida social. n.m
salía.~ a sola§.~ di, 17!§ moIHfI/JiI, v lodo ~I tiemDQ qU8rla

. DomIIe mas seguido. Dejé mis estudios y con el
lliIrmpo desenoll6 d%te3 artieuIate3 -,ntIo a parúzarse la mitad de mi cuerpo,
ya no podltl moli8r el bRIZO derecho y mi mano sufrla de temblOffts que tenia que
sujetarla con la mano izquierrJa. V'ltJne a la memoria Jo que /el una vez a la 8nfRIda
del Penal: ·Es una iMli/uci6n que se encarga de temerlara la Sociedad alpteso~

-- ._- - - - -- -
~ : ' Ver Anexo ~7 T CSlimonio de wítson García Aste • continuación.
::9 Vease Anexo 6. Tcstimooio de Wilson Garcia Aslo.
..!lO Vé:M;;e Anem 6. Teslíuuio de Wilson Garcia Asto.
'" V.... Anexo n. Teslilllollio4e Celia Asto Urbano.,,,
.•• Véase Anexo 33. Testimonio de Celia Asto Urbano.

...... .._-----
•• • • • •
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Cosa que no era cíer/o. i í .
~. Cuando so fo""ablJ IlJs collJs (pa17J 01 ingre$() al penalJ" habílJ un
guardia que sellaba los brazos para el ingreso, pero este sellor querla que las
datrIIJS le sontienm, en otro sentido, que se congl7Jcien con él. Cosa que yo nunca
me presté a ese juego, y al notar mi aclitud, m'
§'lI qflf reHn1il:1f ${)ciar y con el liempo me lleg6 a marcar llegando incluso a
amenazanne c5ciendo que ya no verta a mi hermano223

•
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{...] Era humillante pasar por la ravisron personal. Por que /o tocaban a uno
impropiamente en nuestro busto y parles InlimlJs alegando que podrla llevar algo
escondido. La primera vez que pasé por esto, me senff muy sucia, y //olé mucho al
llegar a mi casa. Por lodo estas cosas que se presentaban, muchas Madres de
familia optaron porque que sus hij8s no fueran a visitar a sus familiares y
prkticamenfe las visitas de las mujeres el7J reali%tJdtJ por personlJs mayores. Yo
nunca dejé de visitar a mi ~1JfIO. Con el tiempo legué a aislar a mi mente de mi
cuerpo. Me volví como una piedra al momento de la mvisión. Para que jamás ese
momento humillante pudiera aparta""" de mi he""ano y siempt8 poderverto.
• OO Con nueve allos uno puede imaginarse que ya es/li uno acostumbrado a todo
esto, petO no es asl. Siempre hay humiJlaciones con los que uno Iiene que JidiaiW'.
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286. Los siguientes testimonios demuestran como el Estado peruano violaba estas
garantías protegidas por la Convención, viviendo aun hoy en día las consecuencias de
tales humillaciones y como se violo esta garantía en el presente caso:

t. ] Me levantaron de los cabellos mientras me acusaban de acoge""e a mi regla
de oro, me cogieron de los bl7Jzos y me jalaron y me echlJron de osplJ/das y me
sacaron el pantal6n, mi ropa interior, los zapatos y las~ me sujetaron del
pene y un poicla me dijo que no SlJfdtflJ onf'llro, que me podlan "jodet'. El oficilJl
policía otdenó me echaran agua a /os genitales, /o que hicieron mientras otro
poliela me sujetaba la cabeza, otro me tenIa aganado de /os pies y me amenaza
para que hablara, y vino otro poIicIa con una méquina y me pusieron eJectticicJed en
los testJcutos y ampecé a gritar y todo se volvió confuso, escuchaba a /o lejos que
me pedlan que diglJ solo un nombre, que su familia /o habla dejado solo, sin
comida, que no tenIa abogado. El offcial, mo dijo "te has acogido bien o tu ley" Y
ordenó me llevaran a miceldP.

[ oo ' ] La cárcel para mi representó que todo estaba prohibido y que se ejercía un
controllotlJl sobre uno, no se podla no moverse libremente ni para acomodarse las
medias por el tiempo en que hacIa frI6, una vez /o hice y se me acercó un guardia
femeniJa y me gritó diciendo "B'JetrJ las medías, que hu metido a/ll". Me les bajé y
pudo Wlr la seIIotita que no habla nada. Cuando estaba con mi ciclo menstrual, una
guardia detectó mi toalla [higi6nica] Y dijo "que llevas ah/", !!l eY1!!flll§.Y.Jt11l pod/8
ver la /p§/Ie. Pfl2 dijo, N.i!l!.1a~ta ver si 8§.lH I7!(!nstnJfnQo o no.
Ti

lloro mucho y mi pe${) ha

,...,.
•
¡
·

3~ Véase Ane.\:o 34. Tcstiroonio de EJisa Garcla AsIo
'"V~A_o 34. Tcstimouio de EIioa Gan:Ia AlitO.
ID VJII le Anc.'l{o 6. Tatil.KMio de WilsonGn.:ia Asto,
::..~ Véase Anexo 34. Testimonio de Elisa Gart:ia Asto.
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287. Por todos los hechos señalados solicitamos a la Corte declare que el Estado violó en
mi perjuicio y el de mi familia, el derecho a la Honra y a la Dignidad a que se refiere el
articulo 11 de la Convención.

B, URCESINO RAMíREZ ROJAS

288. Tenemos en claro, que entre una de las obligaciones del Estado se encuentra la Mela
jurisdiccional mediante los órganos correspondientes, y en mi caso no fue la
excepción. Sin embargo, dicha tutela jurisdiccional debe ser llevada a cabo bajo los
parámetros establecidos en los instrumentos internacionales, aplicando
específicamente los derechos fundamentales consagrados en la Convención
Americana en cuanto se refiera a éstos.

289. En el presente caso, fui detenido, investigado. procesado y condenado por el delito
de terrorismo violando la protección de mi honor y dignidad, pues, el Estado Peruano
me detuvo arbitrariamente en mi propio domicilío, sin mandato judicial y sin que
estuviera en flagrante delito, acusándome como autor de delito de terrorismo, sin más
pruebas que sus propias interpretaciones carentes de toda vinculación con el delito
que se me imputó,

290. La documentación que incautó la Poticia, y que consideró como material subversivo,
poseen una naturaleza académica y fonnarlan parte de cualquier banco de datos de
un profesional.227

. Soy economista y a la fecha de mi detención era asesor
par1amentario del Congreso de la República, que me exigia una necesaria
actualízación de infOnnaci6n en mi área y de otros ternas relacionados.

291. Ese material, vinculado por la policía con el hecho de mis simpatías de un partido de
izquierda legalmente constituido 'Partido Unidad Nacional de Izquierda Revolucionaria
(UNIR)·, resultó de gran relevancia para los autoridades policiales y judiciales en las
investigaciones, proceso y condena por el delito de terrorismo, pues generó una
presunción de culpabilidad. En la lucha contra el terrorismo, muchos grupos de
personas fueron detenidas y acusadas de delito de terrorismo, en virtud de su
condición personaf"",

292. Esta misma condición de algunas personas ha provocado la sindicalización
absurdamente de los mismos como autores de delitos de terrorismo, por el simple
hecho de expresar o participar en grupos que tienen un pensamiento común, aunque
sean contrarios a la política de los gobiernos. De este modo el ejercicio de una
libertad reconocida por la Convención, en el contexto que vivió el Perú, condujo al
Estado a violar mi derecho a la Protección a la honra y a la dignidad.

293. La Corte Interamericana en su Opinión Consultiva Oe-5J85 hizo referencia a la
esb echa relación existente entre democracia y libertad de expresión. al establecer
que:

[. . .] la libertad de expresión es un elemento fundamental sobre el cual se
basa la existencia de una sociedad democmlica. Es indispensable ptJflI la
formación de la opinión pública. Es también conditio sine qua non para que
los ptJrtidos polilicos. tos sindicatos. las sociedades cienflfícas y CUltufllteS, y
en general, quienes deseen influir sobre la colectividad puedan

__o _ .. ...,
--, Véase Anexo 16

::.~~ Ibídem. Véase Comexro de los Hechos de este escrito.
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desarrollarse plenamente, Es, en fin, condición para que la comunidad, a la
hora de ejercer sus opciones esté suficientemente infonnada. Por ende, es
posible afirmar que una sociedad que no está bien infonnada no es
plenamente Ibre=.

294. La Corte ha señalado anteriom1ente, con respecto al contenido del derecho a
la libertad de pensamiento y de expresión, que quienes están bajo la
protección de la Convención tienen no sólo el derecho y la libertad de expresar
su propio pensamiento. SÚlO también el derecho y la libertad de buscar, recibir
y difundir informaciones e ideas de toda indole. Es por eUo que la libertad de
expresión tiene una dimensión individual y una dimensión social, a saber.

ésta requiere, por un Jado, que nadie .sea atbitTariamenle menoscabado o
impedido de manifestar su propio pensamiento y representa, por tanto, un
derecho de cada individuo; pero implica también, por otro lado, un derecho
colectivo a recibir cualquier infonnación y a conocer la expresión del
pensamiento ajenom .

295. La Corte lnteramericana de Derechos Humanos en la sentencia de los Hermanos
Paquiyauri al respecto de la violación del articulo 11 de la Convención Americana
establece que el Estado Peruano sí violó el derecho a la libertad de expresión
consagrado en el referido artículo. basando su posición en el trato humillante de
sindicar a las víctimas Paquiyauri "como terroristas sometiéndolas a eRas y a su familia
alodio, desprecio público, persecución y a la discriminación".

296. Este mismo calificativo de "terror ista", o "terruco" me fue concedido al habenne
sindicado como autor del delito de terrorismo, antes de que se demuestre mi
responsabilidad en un proceso, violando asi, mi derecho al honor y dignidad personal,
y manteniéndose esta misma situación dado que continuo en situación de procesado
hace más de trece años de injusta detención SÚl que hasta el momento se demuestre
mi responsabilidad.

297. Pues, se encuentra probado que fui tratado como "terrorista", y por ende, se generaron
y se continúan generando las mismas consecuencias que se estableció en la
sentencia de los Hermanos Paquiyauri, es decil, mi familia y yo resultamos víctimas
del odio. desprecio público. persecución y a la disaiminación, por lo cual se ha
conformado una violación del articulo 11 de la Convención Americana, tal como lo ha
establecido la Corte Interamericana de Derechos Humanos en la sentencia de los
Hefmanos Paquiyauri contra el ElI1ado Peruano.

298. Toda esta situación, los vejámenes a los que fuimos sometidos mi persona y mi
familia. los tratos humillantes e indignos que aún hoy en día sigo viviendo, han
afectado mi salud mental, mi autoeslima, no C1eo que por el sinple hecho de ser un
economista e investigador de la realidad social, tenga que vivir esta situación.

299. Asimismo, este derecho se ve vulnerado al tener mi supuesta culpabilidad como un
hecho cierto, aún cuando mi condena no fue emitida en el merco de un proceso

'-", Cfr. Caso Huta. Ulloa, supn JJOI¡l I~. párt; J12; YLa Colegiación Obbgaluria de _as. Su¡>nJ nota 114. pIrr. 70_
». (:fr. Ca.'Ii(1Herrera I "'oa. .'fu!"" nota IS. párr. lOS; Caso ívcher Hron.\"lein. Senlerx:ia de (. de reerere de 2001 . Serie e No.
14. parro146; G.I.m "La {llimu Tentacinn lit! ('ri.'i1rJ " (()Jm~d,¡ 811."/,,s y otros). Scntcrl::ia de 5 de febrero de 200 l . Serie e No.
7:l~ párr. 64 : y 1..0 ColegiacÜHI O¡'liga1orio de Pertodtstas (am. 13 y 29 C<lttVCR:ión Americlnasobre Dercx:hos HUJniUKJ5).
Opinión Cono;uIIiva OC·~Ill~ del 1J de lIO\'iembrc de 198~ , Serie A No, ~. pIrr. JO,
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regular y debido. Además. Que en mi caso la buena reputación y el honor son
particularmente esenciales Que al verse afectados repercuten en mi actividad
profesional y entorno laboral para siempre

300 . Por lo antes expuesto. soijcito a la Honorable Corte se declare Que el Estado peruano
violó en mi perjuicio y el de mi familia el artículo 11 de la Convención Americana sobre
Derechos Humanos.

.---.._------------
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E. VIOLACiÓN DEL ARTICULO 25 EN CONEXIóN CON EL ARTICULO 1.1 DE
LA CONVENCiÓN AMERICANA

301 . El articulo 25 de la Convención Americana sostiene:

Artículo 25. Protección judicial

1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier
otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes que la
ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos
por la Constitución, la ley o la presente Convención, aun cuando tal
violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus
funciones oficiales.

2. Los Estados partes se comprometen:
- a garantizar que la autoridad competente prevista por el sistema legal

del Estado decidirá sobre los derechos de toda persona que
interponga tal recurso:

- a desarrollar las posibiHdades de recurso judicial, y
- a garantizar el cumplimiento, por las autoridades competentes, de

toda decisión en que se haya estimado procedente el recurso.

302. La Corte ha considerado además que,

•.. . la inexistencia de un recurso efectivo contra las violaciones a los
derechos reconocidos por la Convención constituye una IIansgresión de la
misma por el Estado Parte en el cual semejante situación tenga lugar. En
ese sentido debe subrayarse que, para que tal recurso exista, no basta con
que esté previsto por la Constitución o la ley o con que sea fomlaImente
admisible, sino que se requiere que sea realmente idóneo para establecer si
se ha incurrido en una violación a los derechos humanos y proveer lo
necesario para remediarla. No pueden considerarse efectivos aquellos
recursos que por la condiciones generales del país, o incluso por las
circunstancias particulares de un caso dado resulten ilusorio. Ello puede
ocurrir. por ejemplo. cuando su inutilidad haya quedado dernostmda por la
práctica; porque el Poder Judicial carezca de la independencia necesaria
para decidir con imparcialidad o porque fallen los medios para ejecutar sus
decisiones; por cualquier olla siluación que configure un cuadro de
denegación de justicia. o como sucede cuando se incurre en retardo
injustificado en la decisión; o por cualquier causa no se permita al presunto
lesionado el acceso al recurso judicial:.:ZJ1

303. El artículo 25 contiene una disposición general que recoge la f¡gura procesal
del recurso de amparo. corno procedimiento senciHo, rápido y eficaz para
proteger los derechos fundamentales de las personas. Sin embargo. el articulo
25 también comprende •... la obligación a cargo de los Estados de ofrecer, a
todas las personas sometidas a su jurisdicción un recurso judicial efectivo
conlm actos violalorios de sus derechos fundamenlales0232

• encontrándose de
esta manera intimamente ligado con la obligación general del articulo 1.1 de la
Convención Americana. al atribuir funciones de protección al derecho intemo
de los Estados Partes.m

_ .._. - -- o • .. _ .. .. . __

"" Corte f.D.H_ Gal1U1tías Judiciales en Esla<b< de Emer~ (Am. 17.2.. 25 Y 8 C_ An-ri<:an3 sobre
Den:dJoo HUJIIIlnos). O¡nnión Consulth... OC-9187 del 6 de"".- de 1987. Serie A No. 9 plirñ 24
' " Cone I.D.H. Garamías Judiciakl; en Esudoo de Entefl!Cllcia (Al1S.. 27.2. 25 Y 8 CDIMIIciOO Amorieana sobre
Daecbos HIDTIUIOSI. Opinión Consultiva OC-9187 deló de ""1D1l: de 19l17. Serie A No. 9 pánf. 23
lB C360 C..-iJlo Páez. Sentencia del :l de noviembre de 1997. párr. KJ
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304. El derecho que tiene una persona defenderse ante las acusaciones
interpuestas en su contra para que cuente con total eficacia requiere de un
órgano judicial imparcial que cumpla con su deber de inmediación, "la
inexistencia de un recurso efectivo contra las violaciones a los derechos
reconocidos por la Convención constituye una transgresión de la misma por el
Estado Parte en el cual semejante situación tenga lugar. En ese sentido debe
subrayase que. para que taI'ecllBo exista, no basta con que esté previsto por
la Conslilución o la ley o con que sea formalmente admisible. sino que se
requiere que sea realmente idóneo para establecer si se ha incurrido en una
violación a los derechos humanos y proveer lo necesario pam remediarta..:>34.

,

-
305. Por consiguiente. el Estado Peruano en los procesos penales interpuesto en

contra nuestra, ha incurrido en falla a su deber de prolección. al actuar de una
forma disaiminatoria contraviniendo la igualdad de partes en perjuicio de la
víctima .

- A. WlLSON GARCIA ASTO

!"'",
•
•

ro 309.
, '•, •·,

•,

,
• •

,,
, .

, ,

307. En el primero procese seguido en mi contra. tal como se desprende de los
hechos del caso, mi derecho a contar con una defensa efectiva se vio
seriamente perjudicado debido a que las pruebas presentadas por mi parte no
fueron tomadas en cuenta para la resolución del caso, siendo ignoradas sin ser
siquiera controvertidas en algún momento del proceso o de la molivación de la
sentencia.

306. Si bien la Corte se ha pronunciado en el sentido de que "el Estado ha debido
realizar (...) una investigación seria , imparcial y efectiva, sujeta a los
requerimientos del debido proceso (...)"=, como queda claro a raiz de los
hechos el Estado no sólo no ha cumplido con su deber de brindarme
protección judicial. sino que también ha favOleodo la inclusión en el proceso de
pruebas evidentemente insufICientes que no conducían a indicios claros y cuya
autenticidad era cuestionable, las cuales fueron presentadas por la parte
acusadora.

308. Sin embargo. si fueron tomadas en cuentas pruebas ilicitas para condenarme,
pues, se admitieron documentos corno el registro domiciliario sin autorización
judicial, el cual se efectuó sin la presencia de un fiscal; manuscritos
supuestamente pertenecientes a la víctima. de los cuales nunca se llevó a
cabo pericia grafolécnica; también la manifestación judicial llevada a cabo sin
la presencia de un fiscal y archivos supuestamente extraídos de mi
computadora, hecho en el cual no se contó con la presencia de un fiscal ni con
mi presencía.

En el presente caso existe una situación violatoría al principio de necesidad
que indica que el juez debe de sustentar y fundar su sentencia con hechos
acreditados fehacientemente por medio de las pruebas aportadas por las
partes, ya que las pruebas son los instrumentos de certeza con los que cuenta
el juez. Vemos asi también que se viola el principio de publicidad debido a que
el análisis de las pruebas presentadas por la defensa nunca fue conocido.
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n. Caso Cantonll Ilcnavillcs. Sentencia de 18 de as""'. de 2000. pérr. 1(>1, Caso Durnnd y Ugart<. supra .Ola 45.
parr. 101:~' Garalllia.o¡judicialcs en estados de emergencia Iarts. 27.2.. 2 ~ )" KCom"cnción Americana sobre Derechos
Humanon opinión consultiva OC-91R7 de (1 de octubre de 1987. Serie A Noq. ptrr.U)
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310. Asimismo, después de ser declarado nulo el proceso penal seguido en el fuero
común contra Wilson García Asto por el delito de terrorismo y de abrirse el auto
apertorio de instrucción, podemos damos a lenta que a pesar de la formulación
de un nuevo juicio las condiciorlBs con respecto a la materia probatoria no han
vartado, y aún es posible determinar la ineficacia del proceso como resultado.

311 . Por lo tanto, me encuentro desde el 30 de junio de 1995 hasta la actualidad
dentro del mismo y defectuoso sistema judicial peruano, sin contar con el
derecho a la protección judicial reconocído en el artículo 25° de la Convención
de contar con un recurso nipido y efectivo que me amp8re ante las violaciones
y que me peilnita desarrollar las posibilidades de los recursos judiciales.

312. Por lo expuesto solicito se declare que el Estado peruano violó en mi perjuicio
el artículo 25 (1) (2) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos en
corIBlCión con el artículo 1(1) del mismo tratado.

B. URCESINO RAMíREZ ROJAS

313. Conforme se puede ap",ciar de los argumentos sostenidos por la Comisión en
su demanda y del presente escrito, durante el período de detención preventiva
y posterior a él , mis derechos a la libertad y la seguridad personales se vieron
conculcados al igual que mi derecho a la integridad personal.

314. Sin embargo, resultaba lnfrucIuoso todo íntento de inlelposición del rea.trso de
Hábeas Corpus, en tanto durante mi detención se encontraba en vigencia la
Constitución de 1979 la cual contenía una redacción ambigua en su articulo
231 que sellalaba que ".. . En esta eventualidad puede suspender las garantías
co .. relativas a la ~bertad Y seguridad personales, la inviolabilidad
del domicilio, la libertad de reunión y de tránsito en el territorio ... ".

315. Adicionalmente. en virtud del artículo 38 de la Ley N° 23506. que regulaba las
acciones de hábeas corpus y amparo. se impedía la intervención del Poder
Judicial en los casos de detención durante el Estado de Emergencia en general
al establecer que "No proceden las acciorlBS de Hébeas Corpus YAmparo
respecto de las garantías o derechos set'\a1ados especlficamente en el articulo
231 de la Constitución Polltica. durante el tiempo de su suspensióno2Jll

•

316. El Estado peruano ha violado en agravio de mi persona el articulo 25 de la
Convención Americana sobre Derechos Humanos en Ianto llevo bece años
detenido acusado injustamente por el delito de terrorismo mientras me
encontraba detenido siendo sometido a torturas. tratos crueles, inhumanos y
degradantes. Posteriormente con la anulación de mi proceso como
consecuencia de la sentencia del Tribunal Conslilucional en enero del 2001. se
ha reabierto mi caso y se ha iníciado un segundo proceso que hasta la fecha
lleva cuatro años sin un resultado final y cierto para mí.

317. En ese sentido, la incapacidad de poder hacer uso de un recurso sencillo.
rápido y eficaz para la protección de Jos derechos que me estaban siendo
vulnerados, siendo ésta una obligación por parte del Estado Peruano, es por
ello que solicito a la Honorable Corte declare que el Estado peruano violó en
agravio de mi persona el derecho a la protección judicial contenido en el
articulo 25 en corIBxión con el artículo 1.1 . de la Convención Americana sobre
Derechos Humanos.

' ''' Infimnc Final de la Comisión de la Verdad) R<a>nciliación. Soo;;óo cuarta. Tomo VI . C.apitnlo l.. Pág;oa .1(>6.

~.__.- ._- - - - - -
--------_ . . .. _ _ o etf
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F. VIOLACIóN DEL ARTíCULO 2" DE LA CONVENCiÓN AMERICANA SOBRE
DERECHOS HUMANOS (ADOPCiÓN DE DISPOSICIONES DE DERECHO
INTERNO) EN CONEXIÓN CON EL ARTICULO 6 DE LA CONVENCION
INTERAMERICANA PARA PREVENIR Y SANCIONAR LA TORTURA

- 318. El articulo 2 de la Convención señala que
•

-
•
"
•,

[s)i en el ejercicio de ios derechos y libertades mencionados en e!
articulo 1 no estuviere ya garantizado por disposiciones legislativas o
de otro carácter, los Estados partes se comprometen a adoptar, con
arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones de
esta Convención. las medidas legislativas o de otro carácter que
fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades.

319. La Honorable Corte se ha referido a esta norma indicando que

.-
f•

•

­,
,,

...,
j •
¡.

...
,
••

En el derecho de gentes. una norma consuetudinaria prescribe que
un Estado que ha ratificado un tratado de derechos humanos debe
introducir en su derecho interno las modificaciones necesarias para
asegurar e! fiel cumplimiento de las obligaciones asumidas2

.' 7 Esta
noerna es universalmente aceptada, con respaldo jurisprudencial. La
Convención Americana establece la obligación general de cada
Estado Parte de adecuar su derecho interno a las disposiciones de
dicha Convención, para garantizar los derechos en ella consagrados.
Este deber general del Estado Parte implica que las medidas de
derecho intemo han de ser efectivas (principio del eftet utile). Esto
significa que el Estado ha de adoptar todas las medidas para que lo
establecido en la Convención sea efectivamente cumplido en su
ordenamiento jurídico interno, tal corno lo requiere e! articulo 2 de la
Convención. Dichas" IE:didas sólo son efectivas cuando el Estado
adapta su actuación a la nonnativa de protección de la Convención2)R·

- 320. En e! mismo sentido. el Tribunal ha manifestado que

••,

•
>

...

..

[ell deber general de! articulo 2 de la Convención Americana implica
la adopción de medidas en dos vertientes. Por una parte, la
supresión de las normas y prácticas de cualquier naturaleza que
entrañen violación a las garantías previstas en la Convención. Por la
otra, la expedición de nonnas y el desarrollo de prácticas
conducentes a la efectiva observancia de dichas garantíasZl9.

321 . En el caso Baena Ricardo y otros, la Honorable Corte señaló igualmente que

,-
,
•,
>

...
•
a,
•

...
•,
>,
...
,
•,.

los Estados Partes en la Convención Americana no pueden dictar
medidas legislativas o de cualquier otra naturaleza que violen los
derechos y libertades en ella reconocidos porque ello contraviene

:"1 Corte l.O.H.• CclW BIt/odo. Scalcncia de 18 de: scplicmbrc ck: 2003. Serie e No. 100. párr. 140: CQ.\Q "C¡n(1}
Pensumtstas o' . supra, párr. 164.)' Caso CtmJQS. ScnIea;ia de 28 de nmicmbrc de 2002. Serie (' No. 97. párr. 59.
='~ Corte I.D.H.• Ca.WI " ('¡na' P~n.Yioni.~m ··. supra.. pérr. 164: Ca.VI "la ( ¡,ima Tentocinn de Criao " rO/medo
Hll.f tO."ó y o'roJt/. Sentencia de 5 de: febrero de :UXl I . Serie e No. 73, párT. 87: Caso Boena Ricardo y ulm.f. sepra, párr.
179; t ·u.w Dvrandy Ugartt. ScnI:cn:ia de 16 de agosto de 2000. Serie r No. (lS. parr. 1.16:~· -principe ,dlanl de .fO'-:
t-"dtangt' etes popuh"ion.\ grecque.\ ~t llnr¡'If~Y. <1\1$ m usuJratif. 1925. (' P.J.I .. serie B. no. 10. p. 20
~ Corte I.D.l1.. ( '11.'1;0 "Cinco Pen.\·ionistas·' supra, pírr. 1M: Ca\l) Haena Rtcantov d/nl.\. SUpr.L parr 1M: Caro
Ctlntoral & ntwidts. Sentencia de 18 de agosto de 2(Q:I. Serie e No. 69. párr. 178; v Coso ( ·a.fi,iJlo P~rrrr:¡ 1-' otro.o;.
supra. párr. 2U7. ' .

...

...
·,

._-----_.... .. _- - - - - - - -,. - --------



-

-

-·
•
•

.'

-' .
; ..'

-·•
•

....
,
• •

-
,

"

,..
,

­,
i

...•

•

-
•

: " .

,..,
L

1'"
~ .,
•
,..
f,
¡

r,
"

...,
•!,

...
•

....-,,
•

oa00287

además de las normas convencionales que consagran los respectivos
derechos. el artículo 2 de la Convención."'"

322. Como la Corte ha sostenido. los Estados Partes en la Convención no pueden
dictar lIIedidas que violen los derechos y libertades reconocidos en ésta. la
Corte ha establecido que una norma puede violar per se el artículo 2 de la
Convención, independientemente de que haya sido aplicada en el caso
conaeto.

"Son muchas las maneras como un Estado puede violar un
tratado intemacional Y. específicamente, la Convención. En este
último caso puede hacerlo, por ejemplo, omitiendo cfctar las
notmBS a que esta obligado por el artículo 2". También, por
supuesto. dictando disposiciones que no esten en conformidad
con lo de él exigen sus obligaciones dentro de la Convención. Si
esas nonnas se han adoptItdo de acuett*> con el ordenamiento
juridico inlemo o conl7a él, es indiferente para esos efectos. 002"

323. El deber general del articulo 2 de la Convención Americana implica la adopción
de medidas en dos vertientes. Por una parte. 111 supresión de IIIS normas y
prácticas de cualquier l1Iltu'aIeza que entrañen violación a las garantías
previstas en la Convención. Por la olr8, la expedición de normas y el desarrollo
de prácticas conducentes a la efectiva observancia de dichas garantías.

324. Evidentemente. el Estado Peruano no ha llevado a cabo. lo que atañe a las
disposiciones aplicables al juicio de los inculpados, lo que debiera realizar a la
luz del articulo 2° de la Convención.

325. Por el contrario, el Estado Peruano ha adoptado disposiciones l10fTlllItivas
intemas - disposiciones vigentes en la legislación antiterrorista y los deo etos
legislativos a partir de la sentencia del Tribunal Consitucional- que
contravienen con los derechos fundamentales de las personas consagrados en
la Convención Americana.

326. Pues. de acuerdo al anátisis total de esta demanda, subsisten las medidas
legislativas anliterroristas que conculcan abiertamente especificos artlculos de
la Convención Americana, por lo cual se viola el artículo 2" de este mismo
instrumento.

327. En el presente caso, la emisión y aplicación de los artículos 319 y 320 del
Código Penal vigente para la época de los hechos por los cuales fue juzgado
lhcesino Ramirez Rojas, y la emisión y aplicación del Deaeto Ley N" 25475
vigente para la época de los hechos por los cuales fueron juzgados Wllson
Garcia Asto y Urcesino Ramírez Rojas, implicó una violación. por parte del
Estado peruano. a diversos derechos consagrados en la Convención
Americana, tal Ycomo se detenninó supra.

328. Al respecto, la Corte Interamericana de Derechos Humanos estableció
específteamente que las normas del Decreto Ley N' 25475 y 25859 violan el
articulo 2 de la Convención Ameócana, en los siguientes téllllinos:

la Corte dedara que las disposiciones contenidas en la legislación de
emergencia adoptada por el Estado para hacer frente al fenómeno del

- - -------
:411 Corte t.D.H.. ( 'aso Haena Rlc.orJt) ." r"rt1~. snpm, [Hrr 182
~I Corte Inleramericana de Derechos Humanos. Opinión Consultiva ocn "Ciertas Atribuciones de la Comisión
lntcramerica:Da de Derechos Humaoos.
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terrorismo. y en particular los Decretos-Leyes Nos. 25.475 y 25.659,
aplicados a las victimas en el presente caso, infringen el articulo 2 de
la Convención. por cuanto el Estado no ha tomado las medidas
adecuadas de derecho intemo que permitan hacer efeclivos los
derechos consagrados en la misma y así lo dedara la Corte. El deber
general del articulo 2 de la Convención Americana sobre Derechos
Humanos implica la adopción de medidas en dos vertientes. Por una
parte, la supresión de las normas y príJdicas de cualquier naturaleza
que entrañen violación a las garantías previstas en la Convención.
Por la otra, la expedición de normas y el desarrollo de prácticas
conducentes a la efectiva observancia de dichas garantías.
Evidentemente, el Estado no ha llevado a cabo, en lo que atañe a las
disposiciones aplicables al juicio de los incul~ados, lo que debiera
realizar a la luz del articulo 2 de la Convención. 42

329. La sentencia del Tribunal Constitucional de 3 de enero de 2003 mencionada
supra, se refirió a la inconslitucionafidad de ciertos aspectos de la legislación
antiterrolista, especialmente en lo referido al delito de traición a la patria, pero
no se pronunció sobre aspectos tales como la inconstitucionalidad del artículo
15 del Decreto Ley N° 25475 que establecia los tribunales "sin rostro", al
considerar que la Ley N" 26671 de 15 de octubre de 1997 había derogado
tácítamente tanto ese artículo como todas aquellas disposiciones que
conexamente impedian al justiciable la posibilidad de conocer la identidad de
los fiscales y magistrados que intervenían en su procesamiento,
presentándose al efecto sustracción de la materia. En consecuencia, tampoco
se pronunció sobre los procesos tramitados ante esos tribunales y las
violaciones que allí se presentaron. Asimismo, como se explicara con detlllle
suptif en la parte respectiva a la violación del artículo 9 de la Convención,
dicha sentencia no declaró inconstitucional la lipific8ción del derrto de
terrorismo consignada en el articulo 2 del Decreto Ley N' 25475.

330. Por otro lado, los Decretos Legislativos 921 a 926 emitidos por el Gobierno en
febrero de 2003, tampoco subsanaron las violaciones mencionadas ya que se
limitaron a desarrollar el contenido de la sentencia del Tribunal Constitucional.

331 . De esta forma, los articulas 319 y 320 del Código Penal y las normas
respectivas del Decreto Ley No. 25475 que continúan vigentes en lo relativo a
la tipicidad de la conducta de terrorismo, el exceso en la detención preventiva,
el desconocimiento de la presunción de inocencia, las restricciones para la
práctica de pruebas Y a las afectaciones al derechos de defensa, implican que
el Estado peruano no ha tomado las medidas adecuadas de derecho interno
para hacer efectivos los derechos consagrados en la Convención,

332. Por ende, el Estado Peruano ha violado el artículo 2 de la Convención
Americana de Derechos Humanos al emitir tales normas yal no modificarlas
de modo de hacerlas compatibles con la Convención

333. A su vez, el Estado Peruano ha violado el articulo 2 del inslrumento
internacional antes referido en cuanto a la violación del artículo 6" de la
Convención Inleramericana pllf'8 Prevenir y Sancionar la Tortura

334. Pues, el Perú es Estado parte en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y
Políticos (PIDCP) desde el 28 de Abril de 1978. Posteriormente, el 7 de Julio
de 1988, ratificó la Convención Contra la Tortura y Otros Tratos o Penas
Crueles, Inhumanos o Degradantes.

~.f:! Corte UlH.• Caso (o:uiJ/o Pl'lru=i . SoI.prd, párr. 207
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335. Parte de las obligaciones asumidas por los Estados Partes. de acuerdo al
derecho intemacional. con la ratificación de la Convención contra la tortura.
consiste en la elaboración de informes un informe inicial reportando las
medidas legislativas implementadas en cumplimiento del artículo 2". y
posteriormente deberán someter informes periódicos - cada 4 años- ante el
Comné de Derechos Humanos y e! Comité contra la Tortura.

336. En noviembre de 1994. el Comité contra la Tortura examinó el informe inicial
presentado por el Perú en virtud de la Convención contra la Tortura. El Comité
concluyó que las medidas legales y administrativas adoptadas por el Perú no
eran eficaces en el momento de impedir la tortura, Asimismo. de acuerdo a los
12 y 13 de la Convención. las autoridades que conocieron de estos deloos
incumplieron con realizar investigaciones prontas e imparciales de los hechos
denunciados.

337. Dentro de las recomendaciones formuladas por el Coroné se estableció como
medida una revisión de la legislación antiterrorista con e! fin de eliminar la
detención en régimen de incomunicación. También recomendó que se
disponga la tortura como un delito independiente. punible con una pena
adecuada a su gravedad,

338. En su informe sobre Tortura en e! Perú 1995-1998, la Coordinadora Nacional
de Derechos Humanos observó que a pesar de la recomendaciones del
Comité.

"(.. .) persisten los aspectos sustanciales de la legislación
antiterroristtt peruana que afectan las reglas minimas previstas en
la normatividad internacional que continúan originando la
detención de inocentes. Si bien la ley permite que el abogado
defensor pueda solicitar entrevistarse con su defendido, en la
práctica no se le concede. El D.L. 25475. que establece normas
como /a incomunicación y el traslado de los detenidos sin orden
judicial. no sólo vulnera los derechos ciudadanos posibilitando la
comisión de la tortura, sino que también ponen en cuestión las
funciones del Poder Judicial quien deberla serel único autorizado
para decidir sobre medidas a cictarse contra las personas
detenidasñl43

•

339. Asimismo. el Perú al ser parte de la Convención Interamericana contra la
Tortura y haberla ratificado en e! año 1991 se compromete a cumplir con todas
las disposiciones intemacionales consagradas en aquel documento. incluí el
artículo 6 de! mismo que dispone

De conformidad como lo dispuesto en el articulo 1, los Estados
partes tomarán medidas efectivas para prevenir y sancionar la
torlura en el ámbito de su jurisdicción.

Los Estados partes asegurarán que todos los actos de torlura y
los intentos de cometer tales actos constituyen delitos conforme
a su derecho penal, estableciendo para castigarlos sanciones
5ellefaS que tengan en cuenta su gravedad.

----
.~ ·Il Coordinadora Nacional (k' Derechos Humanos. Infonnc Wrrc Tortura en Perú J99~ - 199H. 4. 3. Scguimiemo a
las R<comenctlOones del Comné. JlIt¡p:l/w"",cndd!l!!.ll!JJ!([inf.Jj!!\Urd,htmICONCLlISJQM;.s

, .._... .- .._---------------
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Igualmente, los Estados partes tomarán medidas efectivas para
prevenir y sancionar, además, otros tratos o penas crueles,
inhumanos o degradantes en el ámbito de su jursidicción.

340. Dado esto, el Estado Peruano se obligaba a tipificar de forma independiente el
delito de tortura y a adoptar medidas eficaces para prevenirla y castigarla si se
produjera.

341. En efecto, en 1995 el Congreso aprobó una ley que concedia la amnistía a
todos los funcionarios civiles y miembros de las fuerzas de seguridad objeto
de denuncias. investigaciones, acusaciones, juicio o condena, o que estaban
cumpljendo penas de prisión por violaciones de derechos humanos cometidas
entre mayo de 1980 y el14 de junio de 1995.

342. Fue recién el 21 de febrero de 1998, que el Estado Peruano, a través del
Congreso de la República, aprobó la Ley NO 26296 por la cual se introduce la
tipificación de la tortura en el titulo XIV·A bajo la denominación de delitos
contra la humanidad.

343. Hace dos años, en octubre de 2002, el Perú depositó ante las Naciones
Unidas una declaración unilateral mediante la cual reconoce la competencia
del Comité contra la Tortura para que pueda examinar comunicaciones de
Estados o personas que aleguen que el Perú incumplió las obligaciones
contenidas en la Convención contra la Tortura Yotros Tratos o Penas Crueles,
Inhumanos o Degradantes.

344, De igual manera, el articulo 8 de la Convención Interamericana contra la
Tortura consagra en forma expresa la obligación del Estado de proceder de
oficio y en forma inmediata ante el conocimiento de algún acto de tortura o
trato cruel, inhumano o degradante(... ) (eln este sentido, la Corte ha sostenido
que "en los procesos sobre violaciones de los derechos humanos, la defensa
del Estado no puede descansar sobre la imposibilidad del demandante de
allegar pruebas que. en muchos casos, no pueden obtenerse sin la
cooperación del Estado·2" .

345, Tal como lo ha reconocido la Corte, en distintas sentencias, el Estado, como
responsable de los establecimientos de detención, es el garante de [I)os
derechos de los detenidos·2<6.

346. Sin embargo, durante los períodos narrados en los cuales las víctimas fuimos
sujetos a tortums por los efectivos policiales2-4ll. la legislación peruana no
preveia el delito específico de tortura por parte de agentes del Estado, y,
aplicando el Código Penal, los tortul'lldores, si llegaban a ser procesados,

,.. Corte lDH. Caso C.otoral Benaviécs, Sentencia de. Serie C N" , Párr, 1119.
.>4) ( a\:() Neíra Alrgrín .v ()tro.\", .tJI¡ra nOOI 1U4. parr, 60.

.~. En el caso de Wilson Gan::ia Aste, fue SlUet0 a distintos actos de tortura )"otros trates o penas crueles. inhumanos
o degradantes entre el periodo de su detención. De igual manera. Urccsieo Ramirez Rojaf;. fue scJUtetido a actos de
tonura desde su detención ·27 de julio de '991. asi corno durante su reclusión en el Penal Castro C3stTO v en el
_ El Milagro . .

---------_..
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podian ser acusados únicamente de abuso de autoridad o de causar lesiones,
con una pena máxima de seis años de cárcel24

7. Asimismo, en una clara
muestra de impunidad, el Gobierno de Fujimori sancionó Leyes de Amnistia,
sobre las cuales esta Honorable Corte ya tuvo oportunidad de reprobar.

347. Con respecto a Wilson Garcia Asto, denuncié las torturas que sufrí, durante mi
detención-incomunicación en la sede de la DINCOTE, al delegado del Comité
Internacional de la Cruz Roja aJando recibí su visita el 7 de Julio de 1995.

348. Respecto a las condiciones de mi traslado del Penal de Yanamayo al de
Challapalca. el Fiscal Provincial Mixto de Tarata, Departamento de Tacna,
levantó un acta en la que constató que durante este procedimiento se
cometieron una serie de delitos de lesa humanidad, levanlando. Esla misma
se hizo extensiva a las condiciones penitenciarias "infrahumanas· de los
internos, inclusive de los trasladados del Centro Penitenciario de Yanamayo.

349. En el caso de Urcesino Ramirez Rojas, fueron las propias fuerzas del Estado
quienes llevaron a cabo el Operativo "Mudanza 1" como parte del
develamiento de los intemos amotinados en el Penal de Castro Castro, donde
me encontraba recluido. Al respecto, el uso de la fuerza empleada por las
Fuerzas Armadas del Perú fue excesivo, causando muertes y desapariciones.

350. Asimismo, fue de conocimiento público y notorio, tal como consta en distintos
informes de organismos de derechos humanos nacionales e intemacionales,
nuestros reclamos a mejores condiciones carcelarias pues éstas resultaban
incompatibles con la dignidad del ser humano.

351. El procedimiento por el cual fuimos detenidos, asi como las condiciones de la
prisiones bajo las cuales fuimos encarcelados, incluyendo los traslados de
prisiones alejadas de nuestras familias, y según lo alegado a lo largo de toda
la demanda, representan tratos, crueles inhumanos y degradantes, que el
Estado incumplió con prevenil1os, sino que por el contrario, todos estos actos
fueron realizados bajo las disposiciones legales amparadas por éste y bajo
una práctica auspiciada o al menos tolerada por este mismo.

352. De igual manera, debe recordarse que durante el período de los hechos
alegados en a presente demanda, varias zonas del Perú fueron declaradas en
estado de emergencia, entre ellas el departamento de Lima, y por lo tanto las
acciones de garantia fueron suspendidas.

353. Ya lo ha mencionado la Honorable Corte, respecto a las acciones de garantías
constitucionales,

"los procedimientos de hábeas corpus y de amparo son de
aquellas garantías judiciales indispensables para la protección de
varios derechos cuya suspensión está vedada por el ArtiaJlo 27,2
Y sirven, además, para preservar la legalidad en una sociedad

. " -_._--------
, . --.._----------_._-------



•

-
••

\,

....
,
••,

•,,

-
•

­,
,

•,
e
••

....
•

,..
•••

...
•
;,
...

­
~,.

F"'
¡
;

r,
..
•
t

r­,
r,

..,
,,
•

r

O'J00292
democrática. [...] [A]que!los ordenamientos constitucionales y
legales de los Estados Partes que autoricen, explícita o
implícitamente, la suspensión de los procedimientos de hábeas
corpus o de amparo en situaciones de emergencia. deben
considerarse incompatibles con las obligaciones internacionales
que a esos Estados impone la Convención",z"s

354. Durante la etapa de nuestra detención, procedimiento y juzgamiento. se
encontraba vigente el Decreto Ley N" 25659 que en el artículo 6 dispuso la
improcedencia de la acción de hábeas corpus en ninguna de las etapas de la
investigación polícial y de! proceso penal respecto de 105 detenidos. implicados
o procesados por delito de terrorismo comprendidos en el Decreto Ley N"
25475 yen e! citado Decreto Ley.

355. La importancia del Recurso de Hábeas Corpus. para situaciones como las que
hemos descritos. resulta reconocida por esta Corte cuando estableció que,

"En este sentido es esencial la función que cumple el hlJbeas corpus
como medio par¡¡ controlar el respeto a la vida e integridad de la
persona, para impedir su desaparición o la indeterminación de su
lugar de detención, así como para protegerla contra la tortura u otros
tratos o penas crueles, ínhumanos o degradantes. 002.g

356. Si bien. esta norma fue sufrió una modificación poslelior, el 25 de noviembre
de 1993 mediante el artículo 2 del Decreto ley N" 26248, las severas
restricciones bajo las cuales se restableció su derecho de interposición, la
convirtieron en inetlcaz250.

357. Por las razones expuestas, solicitamos que la Honorable Corte declare que e!
Estado Peruano violó e! artículo 2" de la Convención Americana de Derechos
Humanos, al emitir tales normas y al no modificarlas de modo de hacerlas
compatibles con la Convención. Asimismo al haber violado el artículo 6 y 8 de
la Convención Interamericana para prevenir y sancionar la tortura, pues. e!
Estado Peruano no dictó oportunamente las disposiciones necesarias para la
sanción de la tortura, para la protección y sanción de los responsables de tales
crimenes internacionales en el ámbito interno ni previno eficazmente tales
actos y que. al sancionar normas que no permitieron y, eventuahnente
restringieron la interposición del hábeas corpus omitió sancionar a los
responsables de los mismos.

: .. Corte LD.JI.. r:llf~us CtJ,.pu.~ halo .tu.~iún CÚ' RCJI"an';~ rans, 27.2. 2S.1 y 7.6 Convención Americana sobre
Derechos Humanos). Opinión C'onsultiva OC4J,J87 del 30 de erero de 1987. Serie A No. S. párr, -1-243; J tlos'e
/(JmhMn Corte I.D.H.. GaranriQ.'i JlRlidale .~· ,n f:,wot1w. 11(> f.inl!'1(,ncin [arts. 27.2. lS ~. R Comenclón Americana
_ !lcnlchos Hw.......). Opinióo Coosuhi,.. OC-9187 del 6 de octubre de 1987. Serio: A No. 9. párr. 38: Corte
!.D.II.. raro /.m,''ZO 7~J. SaJ~ de 17 de "'IXicmllre de 1997. Serie C No. 33. párr. SO.
.....) Corte I.D.H.. El H~as Corpus hajo jU.f;pensión de g01'anIÍfL~ tarts. 27.2. 2~.1 ~. 7.6 Convención Americana sobre
Deecbcs Humaoos). Opini6n CO_M OC-AAl7 del 30 de enero de 1987. Serie A No. 8. párr. 3~: e",," Suu,...
RtA"'",. ScnIcncia de 12 de ""'._ de 1m. Scríc e No. 3:l. pan. 63.
l<o "Ank:ulo 6.- La Actión de HAbeas Corpus es proa:deflle ro los supucgos prev;SlOS en el artlallo 12 de
la Ley N" 23506. en favor de los detenidos. implicados o proa:..do. por los delitos de terrorismo o
Traición la Patria. debiendo observarse 1as siguientes nonnas de procedimientos:

1) El JUC7. Penal Especializado de Terrorismo C5 compeeente para conocer 13 Acción de Habeas
Corpus. en su defeao. es competente el Juez Penal ordinario... .. )

4) NI) son admisi~es las Acciones de Hábeas COIpUS SUSlel1lttdas en los mismos hechos o
causales. materia de un procedimiento en trámite o rcsueUo.·

...... ._------
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IV. REPARACIONES, GASTOS Y COSTAS

358. Bajo el supuesto que la Honorable Corte determine la responsabilidad
internacional del Estado peruano en base a los argumentos expuestos y
pruebas ofrecidas por la Ilustre Comisión en su demanda y por nosotros,
Wilson Garcia Asto y Urcesino Ramirez Rojas, en el presente escrito, por la
violación de los derechos consagrados en la Convención invocados; y dado el
recoooeimiento de del Estado. creemos ñrmemente que el
Estado peruano está obligado a reparamos a nosotros y a nuestros familiares
por los dallos materiales e inmateriales sufridos, asl como resarcimos, al igual
que a nuestros familiares por los gastos en que han incunido en el ámbito
interno derivados de los pIlX:eSOS penales por delito de terrorismo que se
inleflllJ8ieron en contra nuestra, otras gestiones realizadas ante las autoridades
peruanas, y por los procesos penales reabiertos y a nuestros representantes
legales; asi como los incuTidos en los que se siguen en el
~ intemaciooaI. que comprende el lrániIe !IntIl la Comisión !nielaheríc:zlna,
y ante esta Honorable Corte, de confoonidad con el articulo 63.1 de la
Convención y artículos 23 y concereentes del Reglamento de 111 Corte.

359. Esta Honorable Corte ha señalado. en su julispludencia en reiteradas
ocasiones. que es un principio de Derecho Internacional que toda violación a
una obligación intemacional que haya causado un daño, ~era una obligación
de proporcionar una repllración adecuada de dicho daño . A tales efectos. la
Corte se ha basado en el artículo 63.1 de la Convención Americana, según el
cual.

[c)uando decida que hubo violación de un derecho o libertad
protegidos en [la) Convención, la Corte dispondrá que se garantice al
lesionado en el goce de su derecho o ibertad conculcados.
Dispondrá asimismo. si eNo fuela pux:edente. que se reparen las
consecuencias de la medida o situación que ha configurado la
vulneración de esos derechos y el pago de una justa indemnización a
la parte lesionada.

360. Los hechos de los cuales se deriva la responsabilidad del Estado y en
consecuencia de la obligación de reparar sus efectos son (a) la detención,
proceso y condena por delito de terrorismo de quienes suscribimos el presente
escrito, Wilson Garcia Asto y Urcesino Ramírez Rojas, de acuerdo a una
legislación contraria a los estándares del debida proceso consagrados en la
Convención Americana sobre Derechos Humanos que ya ha sido declarado por
esta HollOlable Corte; por imputaciones falsas que no han sido acompañadas
de las pruebas debidas que juslifiquen los cargos; (b) la utilización de torturas,
tratos crueles, inhumanos y degradantes en contra de los suscritos. tanto en la
etapa de detención preventiva como durante nuestra reclusión en los centros
peniteociarios; (c) la voluntad maniIiesIa del Estado de violar nuestro derecho
a un juicio de justo IJI invertir la carga de la prueba que contradice el Principio
de Presunción de inocencia. (d) la reapertura del proceso penal por delito de
terrorismo en nueslrll contra. de acuerdo con una legislación que no nos
garantiza un juicio justo. (e) habemos sometido a condiciones carcelarias
infrahumanas y a nuestros familiares a trato humillante y discriminatorio al
realizar sus visitas al establecimiento penitenciario por el hecho de tener a uno

-_ .- - -- - _ .- - -..-
lT/e fr. Caso Mariua IJmdia. , ¡lárr 141 : Caso Myma Mad< ('hang. parr. 2."14: y Caso Bulltcio. supra nora 6. párr 711

--------- . " - •..__._- - - - - - - - -
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de sus miembros procesado, condenado y nuevamente procesado por delito de
terrorismo.

361. La responsabHidad del Estado se agrava por el hecho de persistir en una
ronducta violatoria de los estándares del debido proceso respecto de personas
procesadas o condenadas por el delito de terrorismo, romo es nuestro caso.
luego de los múltiples mandatos de esta Honorable Corte de adecuar su
legislación para la ludia rontra el terrorismo a los estándares de la Convención
Americana. Esta persis1encia infiere una conducta del Estado reacia a cumplir
las obligaciones que se derivan de la Convención Americana en su calidad de
parte.

362. Las reparaciones que se solicitan, buscan hacer desaparecer o mitigar, en la
medida de lo posible. los efectos del daño. en el plano malerial como
inmaterial, que se nos ocasionó. así como a 105 miembros de nuestra familia.
en virtud de las violaciones rometidas en perjuicio nuestro; y. busca guardar
equilibrio entre las violaciones que tenga a bien declarar la Corte Y el daño
causado, sin que pueda 'implicar ni enriquecimientD ni empobrecimientD para la
víctima o sus suceSOleS· 4711, ni para terceros. La naturaleza Y monto de la
reparación que se solicita depende del daño ocasionado en los planos tanto
material 001110 1nrnateriaf'1".

363. Por ello, esta parte solicita a la Honorable Corte que en aplicación del Principio
iura novit curia. y sin perjuicio de lo que se ha solicitado. adopte las medidas
que considere adecuadas para que se nos repare en forma integral a nosotros
y a nuestros familiares:

A. Familiares del señor Wilson García Asto: Celia Asto Urbano (madre)•
Elisa Garcia Asto. Gustavo Garcia Asto (hermanos). Napoleón Garcia
Tuesta (padre).

B. Familiares de Urcesino Ramirez Rojas: Marcos Ramirez A1varez (hijo) y
Santa. Pedro. Filomena. Julio, Obdulia. Marcelino y Adela Ramírez
Rojas, (hermanos).

C. En calidades de sus Víctimas secundarias: entre ellas: medidas de
restitución. indemnización. rehabilitación, satisfacción y garantías de no
repetición.

364. De los BenefICiarios. Además de los suscritos, W~son Garcia Asto y Urcesino
Ramirez Rojas. víctimas directlls de las violaciones alegadas; se solicita a la
Honorable COI1e que otorgue la calidad de Víctimas directas a nuestros
familiares. señalados en el párrafo anterior. por fa relación parental directa
existente. y por la violación del articulo 5 en concordancia con el articulo 1.1 de
la Convención Americana. Asimismo. de acuerdo con la reiterada
jurisprudencia de esta COI1e. da pie a que se presuma que los familiares
directos de la victima no pudieron ser indiferentes a los sufrimientos padecidos
por las víctimas,"811 lo que no requiere ser demostrada.

FORMAS DE REPARACIÓN

.... C""elDH. Caso Cantood !lcn¡Mdc:s. Senl<:ncia de RqlonICÍOIIl:<. párr. 42

.,. Cfr. Caso II.1}rna Mack Cbang. párr, 237.
,.. CmeIDH. CallO C.antOllllllenavides. Sen........ia de Reparaciones. párr. 37.

-_.._. _--- - - - - - .. .._.._--- - - - - _ . --------_.. .. ..-
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365. En aplicación del principio de la RESTITUTIO IN INTEGRUM, esta parte
considera que comprende el derecho a la restitución de la libertad, la
rehabilitación psicológica, la indemnización compensatoria correspondiente por
los daños materiales e inmateriales sufridos, así como la adopción de medidas
de satisfacción y garantías de no repetición.

De la restitución de la libertad

URCESINO RAMíREZ ROJAS

366. Después de 13 años de prisión, actualmente continuo detenido en el
Establecimiento Penitenciario de Máxima Seguridad Miguel Castro Castro de
Lima al habérseme negado mi pedido de cambio del mandato de detención por
el de comparecencia. No existen bases razonables para mantenenne recluido
imposibilitándome el poder reunim1e con mis seres queridos, más aún si se
toma en cuenta: i) mi avanzada edad, en la actualidad tengo 60 años48

' ; ii) mi
estado de salud debilitado por las condiciones carcelarias a las que me he
visto expuesto a lo largo de estos trece años482

; y iii) el buen comportamiento
que he demostrado durante mi reclusión en los diversos centros penitenciarios.

367. En ese sentido, al no configurarse el elemento de peligrosidad que pudiera
sustentar que se me mantenga en prisión solicito a la Honorable Corte
considere corno forma de reparación establezca un mandato de libertad a mi
favor de para que se me nsstituya plenamente el derecho a la libertad perdido
hace trece años.-

De la rehabilitación por daño a la salud

WlLSON GARCíA ASTO

368. Mi salud fisica y psicológica se ha vista deteriorada como consecuencia de las
condiciones de privación de la libertad -- deficiente alimentación, falta de
asistencia medica adecuada, ambientes de detención inadecuadas para
cualquier ser humano, sin ventilación, húmedos, obligado a estar 23 horas Y
media sin luz natural, asi como otras fonnas de maltratos crueles, inhumanos y
degradantes de los cuales fui víctima, se evidencia en las múltiples secuelas
que padezco a causa de esta situación entre ellas astigmatismo, sinusitis
alérgica, síndrome prostáIico, dispepsia digestiva y alteraciones del sueño.484

369. Tal y como se puede apreciar del Infonne Médico y Psicológico, requiero
controles periódicos y evaluación especializada para el cuadro clínico que
presento: sindrome prostático, dispepsia digestiva y alteraciones del sueño4115,

asimismo padezco de un trastorno de estrás post traumático, debiendo racibir
una terapia de Apoyo emocional Y conserjería psicológica, así como participar
en terapias de grupos.-

370. Esta situación que he vivido a raiz de mi injusta e ilegal detención, mis
traslados a diferentes penales, los maltratos que padecí, han originado en mi

_.__..._--

-4111 Ver Anexo 68
48.:: Ver Anc.''Io 78
¡I\i Ver Anexo 79

'" VC.1.se Anexo 6
41l~ Vcasc Anexo 42
.. Ver Aoc'W 42

, • --. -- ----
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familia una serie de padecimientos psicológicos que han devenido en físicos
sobre todo en mis hermanos.

371. Mi madre durante todo este tiempo, ha sido mi soporte emocional, ha hecho
posible que a pesar de esta dificil situación mi familia no se desintegre, he
sentido como su amor de madre no la hizo amilanarse frente a las
adversidades que se le presentaban, mas de 8 años de su vida los ha
dedicado en la búsqueda de justicia para mi caso.

372. Mi madre tuvo que vivir las consecuencias de mi detención en mi familia, ha
sufrido los insultos y maltratos por tener un familiar preso por terrorismo. ha
visto deteriorar la salud de mis hermanos Ycomo consecuencia de esto que el
desarrollo profesional de ambos se trunque. ha tratado de ver todos nosotros
siempre, aún con los pocos recursos económicos con los que contaba......
Asimismo, el hecho de encontrarme en prisión por el delito de terrorismo,
ocasionó que mi madre y mi familia entera fueran síndicados de la misma
manera por la sociedad.

373. Mi padre también se vio afectado por mi situación, generando en él una fuerte
depresión e hipertensión arterial. manteniéndose en casa casi todo el tiempo,
no podia dormir, lloraba caso todo el tiempo....

374. Mi hermana Elisa tuvo que dejar de estudiar, para ayudar en la casa, en
nuestro negocio familiar (tienda de venta de abarrotes), ya que mi madre salía
casi siempre a ver por mi caso, mi detención la afecto mucho la volvió una
chica desconfiada que se aisla de casi todas las personas esto a raíz de mi
situación, antes era alegre, tenia amigos y amigas, así corno sueños y
esperanza de estar mejor, las humillaciones a las que tuvo que verse sometida
para poder visitanne en el penal la han marcado para slempre-.

375. Mi hermano Gustavo estaba en la Universidad estudiando Ingenieria de
Sistemas al igual que yo aJando fui detenido arbitrariamente. mi detención le
origino un estado de depresión que al comienzo no era evidente<GO. presentaba
constantes dolores de cabeza 8 intolerancia visual a la luz. provocaodo que
esto que dejara de estudiar. Mi madre acudió a diversos médicos quienes
diagnosticaron que el problema no tenia un origen flsico sino psicológico,
recomendándole acudir a especialistas. Por eso mi madre acudió junto con mi
hermano al Hospital especializado en tratamientos psicológicos Honorio
Delgado Noguchi, quienes confmnaron problemas psicológicos en mi
hermano?" .

376. Mi hemJano fue quien mas se afecto con mi situación. su desarrollo personal y
profesional sea visto afectada por esta injusta situación que me loco vivir y que
aun hoy en dia sigo viviendo por el nuevo proceso que se me sigue. esta
situación genera angustia en mis padres y hermanos ante la posibilidad de
volverme a ver en prisión por una acusación infundada y de la cual soy
inocente 492.

- -- - ,- ,- -----
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377. Actualmente me he reincorporado a mis clases en la Universidad. gracias a
que mi madre durante todos estos años de mi detención realizó las gestiones y
pagos necesarios para separar mi matricula, se me dificulta seguir el mismo
ritmo de estudio que mis demás compañeros de clases, todos estos años que
han transcurrido. los avances en la ciencia y tealO!ogía son evidentes para mi,
desconozco muchas de las cosas que mi carrera me exiga en la actualidad.
hago un esfuerzo para ponerme al coniente de todo, pero siento la angustia
que 21 mis 3-4 años de edlld si encontraré !rab2ljo y que aún dependo de mi
familia para seguir viviendo.....

URCESINO RAMíREZ ROJAS

378. Mi salud física y psicológica se ha deteriorado como . de las
condiciones de privación de la libertad -deñcíente alimentación-o falta de
asistencia lIIédica-, ambientes de detención reducidos, sin venlilación y
húmedos. y los maltratos fisicos y otros tratos Cl\I&les, inhumanos y
degradantes de los que he sido víctima-, que se ha reflejado en las distintas
afecciones que he padecido y vengo padeciendo, particularmente afecciones al
sistema respiratorio: bronquitis y asma, que se ven agravadas por lo avanzado
de mi edad.

379. Tal como se aprecia dellnfOlTTle Médico que se realizó en la Jefatura de Salud
del Establecimiento Penitenciario El Milagro de Trujillo, se me diagnosticó
asma bronquial, hipertensión artelial (170 /90 mmhg), y gastrttls crónica..... Por
el grado de afectación de la bronquitis que padecía el médico encargado de la
evaluación, Dr. Víctor M. Bravo A1va, recomendó·.. . que por el clima de esta
Región, al intemo sea lJasladado a un clima más cálido, y de esta manera
mejore su cuadro asmático". No obstante esta recomendación. mi
permanencia en el Establecimiento Penitenciario El Milagro se extendió dos
años más hasta febrero del presente año.

380. De igual manera, según informe realizado en noviembre del año 2000 por el
mismo galeno, se me diagnosticó un cuadro de Hiperclisterilemia ­
Arteroesclerosis..7

, debiendo seguir una dieta alimenticia rigurosa y especial
que yo mismo debo preparar con los alimentos que me suministran mis
familiares. El año 2003 debido a los altos niveles de colesterol y lrigIicéridos,
se me indicó un21 nueva dieta bajo prescripción médica-o No obslanle estos
cuidados por las condiciones de la penitenciaría resulta muy dificil el poder
mantener la dieta adeeueda y los tratamientos necesarios para regular esta
enfermedad.

381. En 1998, durante mi reclusión en el Establecimiento Penitenciario Huacariz de
Cajamarca fui operado de la próstata<90, sin embargo la imposibilidad de tener
un ambiente adecuado para el descanso y rehabilitación así como condiciones
de atención y salubridad adecuadas, seguí sufriendo de fuertes dolores
llevando incluso a que en febfero del año 1999, se me diagnosticase una
epidedimitis aguda del teste izquierdo motivo por el cual fui nuevamente
hospitalizado.

_ ._- ...- - --
.,." v ease Anexe 17
,~

Ver AnE'x06 77 v 7le
M Ver Anc.'\osdc'-11 al 76
-. Ver Anc.w i 6...

Ver Anexo 75
..~ Ves. ADc.w 71
*N Ver Anexo 72
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382, Además de las afecciones fisicas que vengo padeciendo. la carencia del afecto

de mis familiares y amigos. por la lejanía de los centros penitenciarios donde
estuve recluido así como los temores que el delito de tenorismo provoca. ha
pertUItlado mi estabilidad emocional por el sentimiento de rechazo real o irreal
que siento.

383, En relación con mis hermanos, todos ellos se han visto afectados en su salud
emocional, por el impacto que causó el hecho de venne detenido, acusado y
proceso por el delito de terrorismo injustamente. La vida de mi hijo y mis
hermanos tomó un vuelco de manera inesperada. pues mis hermanos y hasta
hace poco mi hijo empeZJllon a vivir en constante angustia por mi. Mas aún
cuando se produjeron acciooes armadas dentro del Penal Castro Castro en
mayo de 1992. cuando me encontraba detenido. la incertidumbre por no saber
de mi paradero, y la pesada búsqueda de mi pe. sona, de hospital en hospital
hasta la morgue de lima identificando cientos de cadáveres ha sido un hecho
que los ha marcado y en especial ha afectado a mis !len llanos Pedro y
Filomena. Particularmente mi hermano Pedro, quien además ha asumido las
gestiones de mi defensa ~al. a partir de entonces empezó a sufrir de
hipertensión arterial emotiva ,

384, En relación con mi hijo Marcos Ramirez Átvarez"'l, de 16 años, el abandono
en que quedó desde la edad de 3 años, en que fui detenido injustamente, han
causado una serie de trastornos psicológicos y de adecuación en el ámbito
escolar, que han traido corno resultado un bajo rendimiento académico con la
consiguiente pérdida del último año escolar por tres veces consecutivas
(actualmente cursa el 20 año de secundaria).

385. El deterioro de mi salud, amerita que se solicite al Estado me otorgue una
adecuada reparación por el daño a la salud física como psicológica sufridos;
que permita rehabililanne y, en . , otorgarme tratamiento médico
integral de calidad para paliar los daños causados a mi salud derivados del
encarcelamiento prolongado, las condiciones, y torturas y malos tratos que
sufrí. También, se solicita se le brinde atención médica y psicológica a mis
familiares beneficiarios de la reparación, en especial a mi menor hijo Marcos
Ramirez ÁJvarez, que tenga a bien otorgar esta Honorable Corte.

De la indemnización por los daño materiales e inmateriales

386. El daño material supone la pérdida o detrimento de los ingresos de la víctimas
y, de ser el caso. de sus familiares y los gastos efectuados por estos últimos
como consecuencia de los hechos del presente caso.502 Este concepto está
conformado por los de lucro cesante y dar'\o emergente. Al resultar imposible
una restitución de todos nuestros derechos conculcados y al habérsenos
causado daño. solicitamos el pago de una justa y equitativa indemnización
compensatoria por los daIIos materiales e inmaleriales. a nuestro favor y de
nuestros familiares.

WlLSON GARCíA ASTO

. - , - - _ .. _ . - - _ . -
'il)J Ver Anexo M
SCl Ver Anexo 60

;'.: Cfr. Caso MarilJa Urnata. parro155: Caso M~ma MacJ.. Chang, • párr. 250; ~ Caso Juan HUJllbctto Sánct.:L. pórr.
162.
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387. Del lucro cesante.- Al momento de mi detención, hace 9 años

aproximadamente, cursaba el último año de la universidad, tenia 25 años edad
y próximo a graduarme. trabajaba dando clases particulares de matemáticas a
escolares y haciendo tipeos en computadora por lo cual ganaba
aproximadamente US$ 200.00 (Doscientos dólares de los Estados Unidos de
América ).

388. Del Daño Emergente.- Mis familiares han incurrido en diversos gastos como
directa de los hechos; entre ellos. (a) gastos por salud

ascendenteS03504 a US$ 567.24 (Quinientos sesenta y siete con veintocuatro
centavos de dolares de los Estados Unidos de América); (b) pago por concepto
de matJiculaS05 asciende a US$ 364.29 (Tresáentos sesenta y cuatro con
veintinueve centevas de dólares de los Estados Unidos de América); (e) gastos
por alimentación suplemenlaria50ll ascienden a un monto de US$ 1,209.71 (Mil
doscientos nueve con setenta y un centavo de dólares de los Estados Unidos
de América) ; (d) por concepto de transporte, hospedaje y alimentacion de las
visitas efectuados por mi madre y hermanos a Yanamayo, Challapalca y
Jullaca507 ascendente a US$ 1765.14 (Mil setecientos sesenta y cinco con
catorce centavos de dólares de los Estados Unidos de América); ~ pérdida
de computadora personal, accesorios y disco duro ascendente a US$
1435.00 (Mil cuatrocientos treinta y cinco dólares de los Estados Unidos de
América); (f) gastos por concepto de reserva de matriculaSO!l asciende a US$
364.29 (Trescientos sesenta y cuatro con veintinueve centevas de dólares de
los Estados Unidos de América); (g) por concepto de alivio de privación de la
libeitll<f'D US$ 10.85 (Diez con ochenta y cinco centavos de dólares de los
Estados Unidos de América), (h) ~astos de asesoría legal durante el proceso
penal desde 1995 hasta el 200351 ascendente a un monto de US$ 3,318.57
(Tres mil bescientos dieciocho con cincuenta y siete centavos de dolares de
los Estados Unidos de América) ; (h) gastos por envío de correspondencia.
fax, al ~12, ascendenIe a US$ 303.49 (Trescientos tres con cuarenta y
nueve centavos de dólares de los Estados Unidos de América). El total de los
gastos por daño emergente ascienden a US$ 13,023.50 (Trece mil veintilres
con cincuenta centavos de dólares de los Estados Unidos de América).

389. Del daño irvnaleraL- Se dirige a reparar los efectos lesivos de los hechos del
caso que no tienen carácter económico o patrimonial. El dallo inmaterial
puede comprender tanto los sufrimientos y las aflicciones causados a las
victimas directas y a sus allegados, el menoscabo de valores muy significativos
para las personas, así como las a1tef3Ciones, de earilder no pecuniario, en las
condiciones de existencia de la victima o su familia.51

' Tal como ha señalado
esta Honorable Corte, "[n)o siendo posíble asignar al daño inmaterial un
preciso equivalente monetario, sólo puede. para los fines de las reparación
integral a las víctimas, ser objeto de .. . y ello dedos~. En
primer lugar. medíante el pago de una cantidad de dinero o la entrega de
bienes o servicios apreciables en dinero, que el Tribunal determine en

'0111 11' A ~1cr a:xo . _
."JlM Ver Ano.o.~ . AB;:w SS v An&,.,,;7
VK Ver AIao 5 ) -
)OJb Ver Anexo 49
~Ll7 " A '"ver ocxo .....
'>C :lC Ver Ane:w ,(1
'·11' • -_.. <1cr~~o ..
' !!I Ver Anexo .1ij2
~II Ver Anexo 47
:'1:' Ver ~o,lg

~ l ~ CortcIDH. ('liSO de Jos Hermanos Gémez F-dqui}auri . Sentencia de fondo. pórr. 211 .
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0000300
aplicación razonable del arbitrio judicial y en términos de equidad, Y, en
segundo lugar, mediante la realización de actos u obras de alcance o
repercusión públicos, tales como la transmisión de un mensaje de reprobación
oficial a las violaciones de los derechos humanos de que se trata y de
compromiso con los esfuerzos tendientes a que no vuelvan a ocurrir '" el
reconocimiento de su dignidad ",,,s•• El daño inmaterial comprende el daño
moral. daño a la salud y al proyecto de vida.

390. En tal sentido. esta parte solicita como reparación de los daños inmateriales:
indemnización por el daño moraí, atención médica integral y de calidad por el
datlo a la salud. asi como medidas de satisfacción Yde no repetición.

Del daño moral.- Mi familia y yo hemos vivido las consecuencias de la politica
estatal para enfrentar el terrorismo, a traves de leyes que no contaban con los
estandares minimos internacionales de protección de los derechos humanos.

Hemos tenido que sufrir una serie de maltratos, por una parte desde mi
detención tuve que enfrentar el estigma de ser llamado y tretado como
"tenuco", soportar los insultos y tratos humillantes y degradantes por parte de
los miembros de la porlCia durante todo el proceso de investigación, y durante
mi pennanencia en los distintos penales en los que estuve, asimismo mi familia
ha sufrido doblemente por un lado al enterarse cuales eran las condiciones a
las que fui sometido durante mi peilllanencia en la DIRCOTE y en la prisión,
así como de forma directa al ser estigmatizados ante la sociedad como familia
de "terrucos". Mi hennana y madre han sufrido de humillaciones, tocamientos
indebidos y tretos humillantes cada vez que acudían al penal a visitarme, a
pesar de todo nunca me dejaron sólo.

393. Yo estudiaba en la Universidad Nacional de Callao la carrera de Ingenieria de
Sistemas, además trabajaba dictando clases particulares de matemáticas,
nunca integre ni simpatice con ningún grupo subver.lÍYO. ni represente en
ningún momento un peligro para la sociedad, vi como mi vida cambio de un dia
para el otro y como ésto afecto a mi familia. Cometieron un error conmigo, un
error que me costo 9 años de mi vida en prisión, no concluir mis estudios, no
poder apoyar a mi familia económicamente Yo rnoraImente a mis padres y
hennanos. no haber vivido tantas cosas.

394. Para mi hermano Gustavo yo representaba una guía, el estudiaba la misma
carrera que yo, siempre fuimos muy unidos desde niños, no hay dia que no
piense en que hubiese sucedido sino me hubiesen detenido.515

395. Mi familia desde mi detención hasta hoy en dia sigue pendiente de cualquier
noticia que me pudiese afectar, lo único que quisiera para mi y para ellos es
que nuestras vidas no esten marcadas por la angustia de mi futuro incierto.

396. Por ello. consideramos que la reparación a la víctima por este daño debe
comprender una compensación económica y medidas de satisfacción, por el
sufrimiento y el dolor causado a mi persona, mi madre Celia Asto Urbano, mi
padre Napoleon Garcia Tuesta y mis hermanos EIisa y Gustavo Garcia Asto,
fijado los montos que la Honorable Corte considere justa y equitativa.

~1': ( "fr. ! " L\:f l .\Iarit;:a t "rrJll i a,. piten. 161 ~ 171 : { "lL\:(1 .\ íy rna .\ Int:k ( ñ ang. pérrs. 255 ~. 268; Ca.w flu lnr;o. párrs 1)( 1

l, ]05; ( aso J.an Il.mbvtv Sanrl.... plrr. 16&. ) Caso de los 11<, ..."". Gómcz Paquiyauri. pOrT. 211..
- - Ver Anexo >;6
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397. Del daño al provecto de vida.- Mi detención significo que mi vida personal y
profesional se viera truncada, que mis sueños y aspiraciones sean
postergados, siendo casi imposible realizarlos en la actualidad.

398. Estos 9 años privación de mi libertad, no he podido culminar mis estudios
universitarios, de una promoción de 50 alumnos ingresantes sólo tres nos
ibamos a graduar a flflllles del año 95, los tres habiamos contactado con el
desaparecido Banco de Liml!I (Actualmente Banco \Mese Sudameris) para
trabajar en el Área de Informatica una vez culminada nuestras carreras, toda
vez que eramos la primera promoción de egresados de la carrera de Sistemas,
nuestra proyecto era adquir experiencia profesional y un capital para
posteriormente abrir nuestra propia empresa de servicios.

399. La posibilidad de entrar a un mundo laboral donde las ofertas son tan escasas
y el nivel de competencia cada dia es mas elevado, hace que mis posibilidades
laborales sean muy limitadas, tengo 34 años de edad Yestoy desactualizado,
esta situación per se Hmita mi acceso al mercado labon!ll. Por lo mismo
considero que mi actualización profesional es una parte importante dentro de la
reparación por el daño al proyecto de vida. En tal sentido la reparación que el
Estado debe otorganne por el daño causado al proyecto de vida en el aspecto
profesional debe consistir en proporcionanne los medios para seguir cursos de
actualización en mi especialidad por un plazo minimo de dos años.

URCESINO RAMíREZ ROJAS

400. Del Lucro Cesante.- Al momento de mi detención me encontraba en condición
de cesante, pero aún con 47 años tenia grandes expectativas de iniciar
proyectos de consultoría y de investigación. uno de los cuales, que fue motivo
de mi detención, se encontraba en ejecución, ímpidiéndoseme de esta manera
incrementar los escasos ingresos de mi jubilación.

401. Para estimar el monto correspondiente por el lucro cesante debe tomarse en
consideración mi perfil profesional y la experiencia laboral de veinte años
laborando en a administración pública, que me permitieron adquirir cierto
reconocimiento por la calidad de mis asesorias entre los parlamentarios del
Congreso de la República. Mis actividades como asesor del Congreso me
permitieron tener una red de contactos con importantes funcionarios del estado
que requerían de mis servicios. Si bien el monlo de una consultoria varia
dependiendo de la complejidad y la materia desarrollada, puede establecerse
un aproximado de US$ 12,000.()(¡S'6 (Doce mil dólares de los Estados Unidos
de América) por asesorias al año. Tomando en cuenta el tiempo de detención
de trece años, el monto Iotal por lucro cesante se eleva a la cantidad de US$
156,000 (Ciento cincuenta y seis dólares de los Estados Unidos de América).

402. En el caso especifico de mi hermano Pedro Ramirez Rojas, al momento de mi
detención tenía la calidad de cesante del Banco de la Nación. Con los ahorros
obtenidos mi hermano realizaba negocios de venta de abarrotes; sin embargo,
debido a mi detención, el negocio tuvo que cerrar por la constante presencia
policial que generaba una sensación de inseguridad en la familia. Tras el cierre
de la tienda, mi hermano Pedro tenia pensado invertir sus pocos ahorros en
montar una ferretería sin embargo, este proyecto también se vio truncado al
compNcarse mi detención y deber asumir las gestiones de mi defensa legal

.'h· Monto que rcc:ibiria un consultor de la Defensoría del Pueblo Vca8C pagina web www.defcnsoria.geb.pe
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siendo mi hermano Pedro, el único de mis hennanos quien en su calidad de
cesante cuenta con algunos pocos medios para ver por mi suerte,

403. Del Dalla Emernente.- Mis familiares y yo hemos incunido en diversos gastos
como consecuencis directa de los hechos; entre eHos. (s) pérdida de máquina
de escribir, informsción económica, financiera y poblacional recopilada en alias
de estudio, más de 100 diskettes, libros, revistas y cintas magnetofónicas,
ascendente a US$ 500 (Quinientos dólares de los Estados Unidos de
América); (b) los gastos de movilidad de mis familiares, a los establecimientos
penitenciarios de Cajamarca Y Trujillo ·l1fueron cubiertos por la Cruz Roja
Intemecional, sin embargo debido s las fechas de temporada alta, los pasajes
se incrementan en un 50% o más, debiendo mis hennanos o yo correr con la
diferencia. Tomando en consideración que mis hennanos realizaban visitas
mensuales y venían en número de dos y que durante el alio los últimos 4
meses del alio tos pasajes suben por temporada, el monto de la diferencia que
cubrían mis hermanos y yo asciende a US$ 1,000 (Mil dólares de los Estados
Unidos de América); (e) los gastos de movilidad de mis familiares a las
delegaciones policiales. oIicinas judiciales, del Ministerio Público. de la
Defensoría del Pueblo. así como a organizaciones no gubernamentales de
derechos humanos, oficinas de los abogados de la defensa, fueron cubiertos
ascienden a un monto de US$ 100"· (Cien dólares de los Estados Unidos de
América) ; (d) gastos en alimentación durante mi reclusión en los Penales
Castro Castro. Huacariz y El Milagro cubiertos con parte de mi pensión de
cesantía, el alquHer de unos terrenos de la famiHa y el apoyo económico de mis
hennsnos, ascendente a US$ 5,495519 (Cinco mil eustroscientos noventa y
anco dólares de los Estados Unidos de América); (e) gastos de viáticos
durante los viajes de visita efectuados por mís hermanos a Cajamarca y
Trujillo. ascendente a US$ 2,295 (Dos mil doscientos noventa y cinco dólares
de los Estados Unidos de América); (f) gastos por medicinas compradas5211 por
mis hermanos para mí, ascendente a US$ 1.061 (Mil sesenta Yun dólales de
los Estados Unidos de América) (g) gastos de asesoría legal durante estos
últimos 13 alias en que se llevó a cabo el primer proceso judicial que me
condenó a 20 alias de prisión, y actualmente el proceso judicial que se viene
tramitando consecuencia de la nulidad del primero521

, ascendente a un monto
de US$ 1,053 (Mil cincuenta y tres dólares de los Estados Unidos de América)
; (h) gastos por envio de correspondencia, fax, al exterio¡522, ascendente a
US$ 1932 (Mil novedentos treinta y dos dólares de los Estados Unidos de
América). El total de los gaslos por dailo emergente ascienden a US$ 13.436
(Trece mil cuatroscientos lreinta y seis dólares de los Estados Unidos de
América)

404. Del Dalia Inmaterial.- Se dirige a reparar los efectos lesivos de los hechos del
caso que no tienen carácter económico o patrimonial. El daño inmaterial
puede comprender tanto los sufrimientos y las afIícdones ceusados a las
victimas directas y a sus allegados, el menoscabo de valores muy significativos
para las personas, así como las alteraciones, de carácter 110 pecuniario, en las
condiciones de exlstenaa de la víctima o su familia.S23 Tal como ha sellalado
esta Honorable Corte, "[nlo siendo posible asignar al dalia inmaterial un

. . . ._- --- - -
~1 7 Ver A1K::xo 66
m Ver Anexo69
'i l 'l V ... ~, 61cr I'JII,;.I(O .

5::0 Ver Anexo tH
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• Ver AflC:ro 62.-
_ o Ver Anexo 65
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preciso equivalente monetario. sólo puede, para los fines de las reparación
integral a las víctimas, ser objeto de compensación, y ello de dos maneras. En
primer lugar, mediante el pago de una cantidad de dinero o la entrega de
bienes o servicios apreciables en dinero. que el Tribunal determine en
aplicación razonable del arbitrio judicial y en téllllinOS de equidad. Y, en
segundo lugar. mediante la realización de actos u obras de alcance o
repercusión públicos, tales como la transmisión de un mensaje de reprobación
oflCÍlll a las violaciones de los del echos humanos de que se lrl!!Ita y de
compromiso con los esfuerzos tendientes a que no vuelvan a ocurrir ... el
reconocimiento de su dignidad ...0524 El daño inmaterial comprende el daño
moral. daño a la salud y al proyecto de vida.

405. En tal sentido. esta parte solicita como reparación de los daños ínmateriales:
indemnización por el daño moral, atención médica íntegral y de calidad por el
datio a la salud. así corno medidas de satisfacción y de no repetición.

406. Del Daño Moral.- Mi familia y yo, hemos sido víctimas del estigma social por mi
detención, proceso y condena por el delito de terrorismo, que no solo se
provoca actos de discriminación por terceros. sino que en la práctica importa
resbicción, prohibición, o auto limitación en cuanto al goce de cualquier
derecho en el entomo social , siendo de consecuencias mucho más severas
que de la propia legislación.

407. Sin tener en cuenta mi fonnación profesional, y sin que representara ningún
peligro. pues me encontraba en cama y convaleciente consecuencia de una
bronquitis aguda. fui detenido violentamente por efectivos policiales y sin
presencia del Fiscal. Durante la privación de mi libertad fui tratado en forma
cruel, humillanM! y degradante dada la naturaleza de la imputación en mi
contra: delito de terrorismo. Ese mismo trato se extendió a los familiares que
concurrían a visitarme al Establecimiento Penitenciario. sólo por su calidad de
familiares de un acusado de terrorismo.

408. Mi hijo Marcos Ramírez NvaKez vio cambiada su vida, ya que su entomo
familiar se modificó violentamente desde los tres años de edad, al ser privado
de la presencia patema, y al no contar con su madre a su lado quedó en un
completo abandono, siendo yo su único soporte parental de orden económico
y moral a esa fecha. Mi hijo ha transcurrido su niñez y adolescencia sin la
presencia de su padre, lo que ha causado una profunda hueRa en su formación
psicológica. Esta ausencia ha provocado transformaciones en su
personalidad. en su rendimiento académico, habiendo repelido el tercer año de
seaJndaria en tres oportunidades. así como otros transtomos que podrán
apreciarse en su desarrollo futuro.

409. Mis hermanos Santa. Pedro. Filomena, Obdulia, Julio=, Marcelina, y Adela,
para quienes yo era el apoyo económico y moral de la familia, y en particular
mis hermanos Pedro y Julio quienes han tenido que afrontar personalmente la
responsabilidad de lograr mi libertad, así como mis hermanas Filomena. Santa,
Obdulia, Mart:elina y Adela, quienes debían viajar largas distancias para
visitarme en los centros penitenciarios de Huacaríz en Cajamarca y El Milagro
en Trujillo sufrieron y compartieron mi angustia en razón de la forma en que
ocurrieron los hechos, las condiciones en que fui privado de la libertad y la

:'~., (fr· La 'ill llaritza Urrtüia. párrs. 16I}' 171; (·{ISf/ ."(~nra Mock Cht6'lg. párrs. 2SS y 268; ( a.'ff' /Julaci". párrs. 90
~~~O.5: (. 'rl.\T) Ju'!" Humberto Stinchez. ¡MIT. I(,s. ~ Caso de los Hcnnanos Gómez P3quiyauri. pérr. zu,
-_. ver Anexo ;'tl)
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0000304
naturaleza de los cargos que se me imputaron - terrorismo-, eIlrato humillante
que reciblan en las visitas y la estigmatización de la que fueron objeto por
parte de 105 vecinos, conocidos y autoridades.

410. Un hecho en particular significó una fuerte afectación psicológica para mis
familiares en especial a mi hermana Filomena ya mi hermano Pedro, y fue la
masaae ocurrida en el Penal Castro Castro en mayo de 1992. Durante cuatro
días mis familiares vivieron una tensión permanente con una total
incertidumbre respecto de mi paradero. Posteñormente vino el sufrimiento de
mi búsqueda de hospital en hospital, sin que nadie diese razón de mi paradero,
hasta la margue de lima donde tuvieron que reconocer centenares de
cadáveres. Este hecho constituyó un maltrato psicológico del que aún mi
hermana Filomena y mi hermano Pedro aún no se han recuperado.

411 . Mi madre conoció de las condiciones de mi detención, este hecho acrecentó su
sufrimiento y su angustia por mi destino. Progresivamente, el dolor de mi
encierro la llevaron a sufrir fuertes crisis depresivas que fueron minando
lentamente su organismo hasta que en marzo del año 1996, falleció.

412. En el caso de los hermanos Gomez Paquiyauri, la Corte ha señalado que debe
tenerse en cuellla el grado de relación y afecto que existe entre ellos,52!l por
ello merece atención especial mi hermano Pedro Ramlrez Rojas, quien afronta
personalmente la responsabilidad de tralar de liberarme junto con el apoyo de
mi hermano Julio, y mi heImana Filomena quien se encarga de la custodia de
mi hijo Marcos.

413. Como ha sostenido la Corte en forma reiterada, que no es necesario demostrar
el daño moral en cuanto resped8 a los hijos y pedres de la víctima, S27 pues
estas se presumen.

414. Por ello, consideramos que la reparación a la vlctíma por este daño debe
comprender una compensación económica y medidas de satisfacción, por el
sufrimiento y el dolor causado a mi persona, mi hijo Marcos Ramírez Rojas, y
mis hermanos Santa, Pedro, Filomena, Obdutia, Julio, Marcetina y Adela
Ramírez Rojas, fijado los montos que la Honorable Corte considere justa y
equitativa.

415. DaIlo al Proyecto de VIda- Con absoluta frustración, angustia e impotencia he
visto truncado mi proyecto de vida, ante el menoscabo de IlSs oportunidades
personales y profesionales que ha signifteado mi detención.

416. En todo el tiempo de privación de la libertad, es decir trece años, no he podido
ejercer mi profesión ni desarrollar los proyectos que tenía previstos como
economista e investigador. Debido a las duras medidas del régimen carcelario
no he podido tener acceso a libros, ni revistas sobre mi especialidad, en
particular por mi capacidad investigativa me mantenia constantemente
informado de la actualidad poIltica y económica nacional e intemacional. En tal
sentido. en la actualidad; me encuentro totalmente desactualizado en el campo
de la economía al cual pertenezco.

417. Además de la información actualizada, he perdido un elen lento importante para
el desarrollo de los proyectos que tenia pensado realizar: la red de contactos

- ._. _.._---
~.'f, ConeIDH. Caso Canlorol Benavides. Sentencia de D-~rnciones MJT 6 1
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con funcionarios de la administración del estado. En efecto, luego de 13 años
alejado completamente del mundo han habido numerosos cambios, han
pasado tres gobiernos (Alberto Fujimori, Valentin Paniagua y Alejandro
Toledo), y muchas de las personas con quienes iba a trabajar ya no se
encuentran trabajando para el Estado o se encuentran en calidad de cesantes.

418. la reconstrucción de mi proyecto de vida como consultor e investigador se ve
recortado considerablemente en tanto actualmente cuento con 60 años,
aunque mi condición física parece la de una persona de más de 70 años. El
maltrato físico y psicológico ha hecho mella en mí sin embargo aún es para mí
importante mi desarrollo personal por lo que considero que mí reinsen:ión en la
vida laboral, debe darse en condiciones óptimas y competitivas. Por ello, la
actualización profesional, juega un rol fundamental en la reparación del daño al
proyecto de vida. Indudablemente, ninguna persona, victima de encierro
injustificado durante tantos años se encuentra en condiciones físicas ni
psicológicas para desarrollar funciones laborales. En tal sentido. la reparación
que el Estado debe otorgarme por el daño causado al proyecto de vida,
específicamente en el aspecto profesional, debe consistir en proporcionarme
los medios para seguir cursos de actualización en mi especialidad por un plazo
minimo de un año.

419. Otro efecto del daño causado a mi proyecto de vida, es que me he visto
privado de las opciones de desarrollo profesional, que a la edad de sesenta
años me será mucho más difICil recuperar, más aún por cuanto aún me
encuentro detenido yen calidad de procesado.

Otras fonnas de reparación: medidas de satisfacción y garantias de no
repetición

420. Estas otras formas de reparación buscan reparar el daño inmaterial, que no
tienen alcance pecuniario. Estas medidas buscan, ínter alia, el reconocimiento
de la dígnidad, la reprobación oficial de las violaciones de los derechos
humanos de las victimas, así como evitar que se repitan violaciones como las
del presente caso52

••

WlLSON GARCíA ASTO Y URCESINO RAMíREZ

421. Acto público de reconocimiento de responsabilidad internacional y de
delli!llravio a nuestros fami,!iares.- Como medida de satisfacción, esta parte
solicita a la Honorable Corte ordene al Estado que nos reinvindique
públicamente a través de un acto público de reconocimiento de
responsabilidad internacional y de desagravio para nosotros y nuestros
familiares.

422. Publicación de las pa!Ú!l! ll!lrtínentes de la Sentencia de la Corte.- Esta parte
solicita se ordene al Estado publicar en el Diario Oficial y en otro diario de
circulación nacional, así corno por el canal del Estado, por una sola vez las
partes pertinentes de la sentencia que dicte la Honorable Corte en el presente
caso.

423. Investigación. identificación, procesamiento y sanción de los responsables.­
Asimismo, se solicita a la Corte que ordene, investigue y sancione a los

_. -_....._- .._ .._-
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responsables de las violaciones a sus derechos consagrados en la Convención
y que tenga a bien declarar como responsabilidad del Estado. La Corte ha
sostenido que "p..ja investigación de los hechos y la sanción de las personas
fflsponsables, i -l es una obfigación que corresponde al Estado siempre que
haya ocunído una violación de los derechos humanos y esa obligación debe
ser cumplida seriamente y no como una mera formalidad". Adern8s. este
Tribunal ha indicado que el Estado "tiene la obigaci6n de combatir (la
impunidad) por todos los mecfos kJgales disponibles ya que [~staJpropicia la
repetición crónica de las violaciones de derechos humanos y la total
indefensión de las víctimas y de sus familiares". El Estado que deja impune las
violaciones de derechos humanos estarla incumpliendo. adícionaImente, su
debar general de garantizar el libre y pleno ejercicio de los defflChos de las
pelSonas sujetas a su jutisr:fcción. .62ll

424. La ausencia de sanción de quienes planificaron y dictaron las normas
manifiestamente incompalibles con la Convención Americana para enfrentar la
violencia terrorista, así como para quienes la aplicaron y que hoy favorecen la
impunidad, favorece la persistencia en sus conductas violalorias de los
derechos humanos, favOlece que se sigan violando los derechos y libertades
consagrados en la Convención, como es en el presente caso.

425. Garantias de no f!lJ!!ticiÓll.- Se solicita a la Corte ordene al Estado, que adopte
llIs medidas necesarias para reformar integrallliente el Decreto ley 25475. Y
de esta manera sea compatible con la Convención Americana sobre Derechos
Humanos. En este sentido se solicita que se ordene al Estado Peruano en un
plazo razonable aderoar el Decreto legislativo 25475 a la Convención, no
pudiendo el Estado alegar vacío normativo por la existencia de nonnas
sustantivas y adjetivas como el Código Penal y el Código de Procedimientos
Penales. SI bien la Corte en el caso Cantoral Benavides reconoció que tenía
conocimiento de que el Decreto ley No. 25.475. entre otro, habla sido
refonnado y en consecuencia no era procedente examinar los alcances de la
correspondiente refonna. en orden a establecer si las nuevas disposiciones se
adecuan a la Convención Americana, puesto que, el mencionado Decreto ley
ni aquellos mediante los cuales fueron modificados. inciden en la situación
juridica del señor Cantoral Benavides, en el presente caso no es así. la
interpretación efectuada por el Tribunal Constitucional así como los decretos
legislativos dictados con posterioridad, si están incidiendo en la situación
jurídica de las victirnas.
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De los gastos y costas

426. Como ya lo ha sei\alado la Corte, las costas y gastos están comprendidos
dentro del concepto de reparación consagrado en el artículo 63.1 de la
Convención Americana, en razón de que la actividad desplegada por los
familiares de las víctimas con el fin de obtener justicia, tanto a nivel nacional
como internacional. implica erogaciones que deben ser compensadas cuando
la responsabildad internacional del Estado es declarada medíante una
sentencia condenatoria.

427. las costas, comprenden los gastos necesarios y razonables en que la o las
víctimas incurren para acceder al sistema intllmmeriCllIlO de pro!tlCción de los
derechos humanos. figurando entre los gastos, los honorarios de quienes
brindan asistencia jurídica. COITesponde a la Corle aprecíar prudentemente el
alcance de las costas y gastos. atendiendo a las circunstancias del caso

~~ CorteIDH. Caso Cantordi Bcna\·idcs. Sentencia de Reparaciones. pírr.(I9.
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0000307
concreto, a la naturaleza de la jurisdicción intemacional de protección de los
derechos humanos y a las características del respectivo procedimiento, que
presenta rasgos propios y diferentes de los que pudieran revestir otros
procesos de carácter nacional o intemacional.530

428, Es evidente que diversos gastos tuvieron que realizarse para nuestra defensa
en los procesos penales que se nos siguiera por el delito de terrorismo por la
adminislración de justicia peruana, consistente en pago de honorarios
profesionales y gastos por gestiones judiciales y penitenciarias en el ámbito
intemo; asi como por el procedimiento en las instancias internacionales

531
, V.g.

la Comisión Interameticana. También es evidente que la participación en el
presente procedimiento generó y continua generando gastos.

429. Las correspondientes gestiones en el ámbito intemo comprendieron la
presentación de esaitos e interposición de recursos, el traslado de nuestros
familiares y nuestros abogados, entre otras personas, a diversas dependencias
públicas, y la obtención de fotocopias; la elaboración y presentación de
comunicaciones dirigidas a los Poderes Ejecutivo y Legislativo, al Ministerio
Público, a directores de centros penitenciarios, entre otros. Los gastos fueron
asumidos únicamente por nosotros y nuestros familiares.

430. Asimismo nuestra representante legal la doctora Carolina Loayza desde el año
2001, efectuó diversas gestiones ante el sistema interamericano de derechos
humanos, las cuales también generaron gastos. Se realizó un viaje a la ciudad
de Washington D.C. ya la ciudad de San José de Costa Rica para participar
en las audiencias convocadas por la Comisión y la Corte Interamericana de
Derechos Humanos, efectuado visitas al Establecimiento penitenciario,
elaborado comunicaciones y escritos, participado en la audiencia pública ante
ese órgano del sistema interamericano, entre otras gestiones, asumiendo
algunos gastos en forma directa.

431. Por ello se solicita la restitución de los gastos en que incurrieron por concepto
de nuestra defensa por los conceptos de asistencia legal y gastos por
gestiones judiciales, administrativas y ante las instancias internacionales, que
comprenden gastos de movifidad, fotocopias, envio de faxes a la Comisión,
envio de correspondencia a la Comisión, pasaje aéreo de nuestra
representante legal, la doctora Carolina Loayza, para asistir a la audiencia en
la sede de la Comisión. Estos gastos están acreditados en el expediente
judicial tramitado en las instancias intemas, en el expediente tramitado ante la
Comisión. Asimismo, dichos gastos deberán ser restituidos a nuestros
famifiares y a nuestra representante I~al, la doctora Carolina loayza, de
acuerdo a su aporte en la defensa legal.

432. Respecto a los honorarios profesionales de la representante legal, la doctora
Carolina Loayza por la asistencia prestada en los procedimientos ante la
Comisión y Corte Interamericana de Derechos Humanos, su monto no fue
pactado previamente entre las partes, por nuestra precariedad económica y la
de nuestros familiares, a efecto de que no constituya un impedimento para que
pudiésemos acudir al sistema inleramericano de protección de los derechos
humanos.

;JI) COI1.clDH. Caso Canloral Renavidcs. Scnteocia de D---raciones. párr. 85
\}" ~~~'

• 1 Vcr Anexo 67.
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.- Esta parte ha cursado coaunucacioaes a dichas institucioncs.. a tin de obtener la iufonnación sobre sus respectivos

aportes económicos en la defensa legal de mi persona
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433. En tal virtud. esta parte solicita a la Honorable Corte que se fije una suma
prudencial y equitativa por concepto de honorarios profesionales a su favor por
la prestación de su asistencia legal, pues todo trabajo debe ser remunerado; y
el Estado no puede beneficiarse de la labor desarrollada por los profesionales
del derecho que asesoran causas relacionadas a violaciones de derechos
humanos de personas que carecen de recursos económicos, como es el
presentecaso.

V. PETITORlO

435. Con fundamento en los aruumentos de hecho y de derecho anteriormente
expuestos solicitamos a la Honorable Corte Interamericana de Derechos
Humanos que concluya y declare que:

436. El Estado peruano es responsable de la violación del derecho a las garantias
judiciales contemplado en el articulo 8 de la Convención Americana.
interpretados a la luz del articulo 3 común a los Cuatro Convenios de Ginebra.
de confonnidad con el articulo 29 (a). (b) y (e) de la Convención en nuestro
perjuicio. al habemos juzgado en el fuero civil ante un Tribunal Sin Rostro sin
las debidas garantías del debido proceso. confonne al Deaeto Ley 25475.
otoruarle valor probatorio en dicho juicio a pruebas recabadas con violación al
debido proceso. no respetar el principio de presunción de inocencia y dictar
una sentencia carente de motivación de hecho. violando así nuestro derecho a
un juicio justo y a las garantías judiciales

437. El Estado peruano es responsable de la violación del derecho concerniente al
principio de legalidad y retroactividad contemplado en el articulo 9 de la
ConverlCión Americana en nuestro perjuicio, en concordancia con su obligación
de garantía por los procesos a los que fuimos sometidos y por los nuevos
procesos judiciales que se siguen en contra nuestra y que continúan violando
este principio con la vigencia de los artículos 2' y 4' del Deaeto Ley 25475
interpretados a la luz del articulo 3 común a los cuatro Convenios de Gínebra
de 1949; y con la nueva interpretación que ha efectuado el Tribunal
Constitucional en su sentencia de enero 3 de 2003 respecto a la
constitucionalidad y legalidad de la descripción típica del delito de terrorismo.
ante el ofrecimiento por el Estado de un nuevo juicio bajo el citado marco legal
en nuestro pecjuicio al procelllIrnos y juzgamos por los delitos consagrados en
el Decreto Ley No. 25475.

438. El Estado peruano es responsable de la violación del derecho a la igualdad
ante la ley contemplado en el artículo 24 de la Convención Americana. en
nuestro perjuicio. por haber valorado en fonna arbitraria y distinta las pruebas
practicadas en el proceso penal que llevo a la decisión de una sentencia
condenatoria en nuestra contra. tratándose de las mismas y de igual contenido
para otros procesados. que con distinto análisis y valoración. fueron
condenados con diferentes penas en las mismas situaciones y hechos. asi
como la aplicación de las penas que no observan criterios de proporcionalidad
ni conmensurabilidad.

439. El Estado Peruano es responsable de la violación del derecho de integridad
consagrado en el articulo 5 de la Convención Americana en conexión con el
articulo 1.1 y 17 de la misma. y en conexión con los artículos 1 y 2 de la

-'''--
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...
Convención Interamericana para prevenir y sancionar la tortura en nuestro
perjuíclo, al sometemos a actos de tortura , así como padecer nuestra condena
en condiciones carcelarias denigrantes y humillantes, indignas de cualquier ser
humano.
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440. El Estado Peruano es responsable de la violación del derecho de protección de
la honra y dignidad personal consagrado en el articulo 11 de la Convención
Americana. en nuestro perjuicio, al ser victimas de los tratos humillantes y
denigrantes, así como el calificamos de terroristas sin demostrar hasta hoy
nuestra responsabilidad. por una detención arbitraria e injusta. sometiéndonos
alodio, desprecio público. persecución y a la discriminación. afectando así
nuestra salud mental y autoeslima.

441 . El Estado peruano es responsable de la violación del derecho de protección
judicial consagrado en el artículo 25 de la Convención Americana en nuestro
peljuicio. incapacitándonos el poder hacer uso de un recurso sencillo. rápido y
eficaZ para la protección de los derechos que nos estaban siendo vulnerados,
siendo ésta una obligación por parte del Estado Peruano.
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442. El Estado peruano es responsable de la violación del deber de adoptar
disposiciones de derecho intemo contemplado en el artículo 2 de la
Convención Americana, al emitir y aplicar el Decretos Ley Nos. 25475 y no
modificarlas de modo alguno haciéndolas compatibles con la Convención.
Asimismo al haber violado el articulo 6 Y 8 de la Convención Interamericana
para prevenir y sancionar la tortura. pues. el Estado Peruano no dictó
oportunamente las disposiciones necesarias para la sanción de la tortura. para
la protección y sanción de los responsables de tales aímenes internacionales
en el ámbito interno ni previno eficazmente tales ados y que. al sancionar
normas que no permitieron y. eventualmente restringieron la ínterposición del
hábeas corpus omitió sancionar a los responsables de los mismos.
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443. Con base en tales conclusiones solicitamos a la Honorable Corte que de
conformidad con lo establecido en el artículo 83 de la Convención Americana•
el Estado peruano llene la obligación internacional de repararnos por las
violaciones a nuestros derechos humanos cometidas por éste a través de sus
agentes; en consecuencia. ordene al Estado peruano que. de acuerdo con las
disposiciones de su derecho intemo. adopte de inmediato las medidas
necesarias para que cesen las violaciones a los derecl10s humanos
especificadas en la presente demanda. y concretamente. que se nos garantice
el goce de nuestros derechos humanos conculcados. y le ordene igualmente
adoptar todas las reparaciones pecuniarias y no pecuniarias que se indican en
el rubro correspondiente del presente escrito. yen consecuencia:

444. Ordene al Ilustre Estado peruano la adopción de las medidas necesarias para
reformar integralmente el Decreto Ley N" 25475. dada su explicada
incompatibilidad con la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

445. Ordene al Estado peruano el pago de los gastos originados a nivel nacional e
internacional con ocasión del presente caso. asi como de los que se originen
como consecuencia de la demanda presentada por la Ilustrada Comisión ante
la Honorable Corte.
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Aguardo con fe en el Sistema Interamericano de Protección a los derechos
humanos. y nos sean restablecidos nuestros derechos y reparadas las
consearencias que hemos tenido que padecer.

RESPALDO PROBATORIO

446. PRUEBA DOCUMENTAl.- Esta parte anexa al original del presente escrito de
demanda una serie de pruebas documentales en respaldo de los fundamentos de
hecho y de derecho expuestos en el presente escrito. las cuales se detallan a
continuación.
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RELACION DE ANEXOS
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Anexo 1: Copia del escrito de fecha 15 de setiembre de 2004 presentado por el abogado
defensor de Wilson Garóa Asto solicitando copias certifICadas de piezas procesales.
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Anexo 2: Cédula de Nolificación de la ResoIudón del ler. Juzgado PerIaf Especial, Exp:
503.Urceslno Ran'írez Rojas del 28 de setiembre del 2004 que se da por evacuado
los InfomlES Anales.

Anexo 3: Copia de la ficha de inscripdÓn de la asociación sin fines de lucro centro de
Investigadón Y A5istenda Legal en Derecho Inb!maciollal - JAlDI. Partida No.
11641538 del Registro de Personas Jurídicas de Lima.

Anexo 4: Relación de grupos de pelSOllas que por sus aliIlidades personales Yprofesionales
fueron perseguidos,. delB1Idos Y PIOCe:a:Ios (awnpesinos, perkXflSlaS,
estudiantes, profesores, médicos).

Anexo 5: Informe Especial sobres la siblildón de los Derechos Humilllas en la CáJceI de
QlaIlapalca; 0EA/5er.l/VflI.118 Doc. 3, en EsplIñol de 09 de Octubre de
2003.,
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Anexo 6: Testimonio de WiIson Garóa Asto de techa 20 de setiembre de 2004.

Anexo 7: carta preparada por Elisa Garóa Asto de fecha 23 de feb,ero de 2004 dirigida a
Telefónica del Perú solicitando reporte de llamadas.

Anexo 8: Cronología de la deler<o, y permallencia de WiIson García Asto en penales (30 de
junio de 1995 a 6 de agosto de 2(04).

Anexo 9: Cronología del proceso de Hábeas Corpus SEguido para anular el proceso penal
iniciado en 1995 contra WHson Garóa Asto (10 de noviembre del 2002 al 15 de
eneo de 2003).

Anexo 10: Fotos familiares de Wilson Garóa Asto el día de su liberación.

Anexo 11: CronoIogia del nuewo PiUCal por deIilD de ter lorisIlD seguido contra WIIson García
Asto (10 de marzo de 2003 a15 de agosto de 2(04).
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Anexo 12: Copia del título un~rio de Urceslno Rarnfrez Rojas que aoedita su calidad de
economista así corno copias de certificados por cursos de espedaJiza:ión seguidos.

Anexo 13: Oficio No. 121D-7HFf43-Ql del 17 de agosID de 1991 expedido por el Dr. cartas
Odicio Vinelli, Jefe de la División de RegisIros Y Trcírmes del Ministerio de
Economía y Ananzas, en el que se nombra 1ll0\lisionakllerJte a Ulcesino Ramírez
Rojas en la Dilección Nacional de Administración. Copia de la Resaludón
Ministerial que lo destaca al Congreso de la~b1k3 CllIOO PIanificalor IV.

Anexo 14: Oficio No. 68H7-<DfOM de techa 21 de abril de 1987 que da wenta su
reasignación en el Conglt!SO de la República con el cargo de Asesor l. Constancia
de trBbIljo de fecha 2 de setiembre de 1991, expedida por el Director Ejecutivo de
la orldna de I'8:sollal de la Qíma¡i1 de Diputados del Con!JesU de la República.
cartas varias l!lqlelfídas por 1II01l1llOS del Congreso de la Repúblicll intacedier1do
por el caso de U,cesino RarTirez Rojas. Certificado de Trabajo de Ulcesino
Ramírez Rojas del 24 de octubre de 1996 dando cuenta el tiempo de trabajo en el
Congreso de la Ret)úbIica.
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Anexo 15: Certificado expedido por el Sindicato Esliltal de Trabajadores del Ministerio de
Economía y Rnanzas SET-MEF que acredita su condición de dirigente sindical, de
fedIa 15 de agosto de 1991.

Anexo 16: Testimonio de UrcesinoRamirez Rojas del 19 de junio de 2004.

Anel1017: TestimJnio de la detención de UrteiIno RalIÍlez Rojas de 12 de setiembre de 2004.

Anexo 18: Resolución del 3 de novienbre del 2003 solicitando la ampliación por 30 dias el plazo
de la instruccióo para la reslización de dHigenciaS entre las que se encuentran la
diligencia de confrontación entre Urc.esino Ramrez e Isabel MoJelO TiII'iI2OOiI•

Anexo 19: Alegatos presentados por el abogado defensor de Urcesino Ramírez Rojas ante el
Primer Juzgado Penal Espedal en Delitos de TellorismO de fed1a 2 de feb,eo de
2004.

Anexo 20: Esaito de fedIa 8 de enero del 2004 donde el abogado defensor de Urcesino
RaITÚrez Rojas indica que no se realizÓ la diligenda de confrontación entre su
patrocinado e Isabel Moreno Tarazooa.

Anexo 21: Cédula de notificación de la ResoIutiOn de! 27 de enero de 2004 expedida por el
Primer Juzgado Penal Especial en Delitos de TelOliSl11O donde se eleva el
expedIenle del caso de Urc.esino Ranírez Rojas a la Sala de TerrorisnIO.

Anexo 22 : Escrito interponiendo recurso de Hábeas Corpus a mor de U, cesino Rarrúrez Rojas,
de fed1a 9 de febrero de 2004.

Anexo 23: DictarIIen FisaII No 192-2004-2FSEDT-Ml'-fN de fecha 2 de agll6lD de 2004, en e!
caso de U.cesi.lO Rarrírez Rojas.

Anexo 24: Dietanen fiscal No. 72 de fecha 19 de agosto del 2004 donde se fonnaliza denunda
penal ampliatoria mntra Urcesino Ramírez Rojas.

Anexo 25: ResoIudón del 25 de agostD del 2004 expedida por el Primer .Juzgado Penal espejal
en Delitos de TerroriSIllO donde a~ían e! plazo de instrUcCión por el término de
10 días Y se amplía e! auto apertorio de instrucción mllrprendiendo a U'cesino
Ramírez Rojas y otros.

Anexo 26: Cédula de l1OIifo adÓfl de la Resolución de fecha 1 de setlerOOre de 2004 que declara
impOO'denle la soIldtud de Yllriación del lIIllI1datD de delmci6n por el de
comparecencia en el caso de Urcesino Ramirez Rojas.

Anexo 27: Interposición de recurso de Hábeas Corpus presentado a f¡r¡or de Un::eSino Rarrírez
Rojas de fedIa 13 de setiembre de 2004. ResoIudón del 16 de setIEmbre del 2004
expedida por el 26 Juzgado Penal de Urna denegando el recurso solicitado.

AneJo 28: Cronología del nuew proceso pmaI por delito de tl!mlrismo seguido contra Urcesino
Ramírez Rojas (13 de mayo de 2003 en adelante).

Anexo 29: TrasaipdÓn de la denuncia fiscal No. 178-91 expedida por el Dr. Pablo livia de fed1a
9 de agosto de 1991. Trascripción del auto apetorio de instnJcdón de fecha 9 de
agosto de 1991 (caso Urcesino Ralnírez Rojas).

Anexo 30: Código Penal Peruano de 1991 (Decreto Legislativo No. 635) Arts. 319- 322.
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Anexo 31: CronologIa de la detención Y privación de la líbetad en dM!rsos
penales de Urcesino Ramirez Rojas y certificado de buena mndUáa.
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Anexo 32: Recortes periodísticos que dan cuenta de lo sucedido en el Penal de castro en el año

1992.

Anexo 33: Testimonio de celia Asto Urbano

Anexo 34: Testimonio de Elisa Gan:ía Asto

Anexo 35: Testimonio de RlanESla Rillñrez Rojas

Anexo 36: cartas dirigidas al Director del Estlblecimiento Penitenciario solicitando colchón,
carta al Defensor del Pueblo.

Anexo 37: Testimonio de Wilson (;alÓa Asto. COntinuación.

Anexo 38: Testimonio Gustavo García Asto

Anexo 39: TestiIronio Napoleón García Tuesta

Anexo 40: Relación de GaslDs -lTlO'Yilidad, visitas EPRECC

Anexo 41: Solicitud al 1NPE del HlstDrlaI Medico de Wilson Garáa Asto. Copia del HislDrIaI
Medico de Wilson García Asto.
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Anexo 42: lnfolllle PsicológiCO Witson Garáa Asto

Anexo 43: lnfume PsiCOlógico de EIisa García Asto

Anexo 44: Informe Psicológico de Gusta\IO (;alÓa Asto

Anexo 45: Infome Psicológico de Celia Asto Urbano

Anexo 46: Fotos Wilson (;alÓa Asto

Anexo 47: Asesoía Legal (gastos ámbito inteIIlO) actllil:iórl de pruEbas. caso Wrlson Garáa
Asto

Anexo 48: Relación de gastos por envío de correspondencia. caso Wilson (;alÓa Asto.

Anexo 49: Gastos por c.onc.epto dealimentación yotros. caso WiIson Garáa Asto

Anexo 50: Valor del Equipo Infoonático incautado por la DINCOTE. caso Witson Garáa Asto.

Anexo 51: Relación de pagos efectuados para 0;_ la matricula en la UNAC. Y Pago de
MalriOlla. caso Wilson Asto

Anexo 52: Relación de gastos varios para aliviar su privación de la libertad. caso Wilson (;alÓa
Asto,

Anexo 53: Relación de gastos de salud de WiIson Garáa Asto Yde sus falliliélles.

Anexo 54: Relación de comprobantes de pago de análisis dínicos. caso Wilson (;alÓa Asto.

Anexo 55: Relación de ~robantes de pago 2004 por compras de medicinas. caso WiIson
García Asto.

Anexo 56: Tarjeta de citas del InstitUto Nacional de salud Mental "Honorio Delgado Noguchi",
relación de reretas medicas, relación de conIprobantes de pago de las consultas
médicas y medlcailientos de Gustavo Garóa Aslo
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Anexo 57: Relación de recibos de honorarios profesionales por COllsultas medicas a Wilson

GaIÓa Asto.

Anexo 58: Relación de recibos de pago por atención psialIógica a la Familia Garda Asto.

Anexo 59: Testimonio de Julio Ramírez Rojas

Anexo 60: Testimonio de Marcos Ramírez ÁNi1rez

Anexo 61: Testimonio de Pedro Ramírez Rojas de fecha 21 de setiembre de 2004.

Anexo 62: Relación de pagos por concepto de a-:esoría legal en el ámbito inteilO. Caso
Uf teSino Ranirez Rojas.

Anexo 63: Relación de gaslDs por roncepto de alimentación, artículos de limpieza personal,
vestidos y otros.

Anexo 64: Relación de gastos por concepto de salud. Caso Urcesino Ranirez Rojas.

Anexo 65: Reladón de gastos por envío de correspondenda en el ámbito internacional. Caso
Ulcesino Ramírez Rojas.

Anexo 66: ReliI ión de gastos efectIJados en las visitas a Utcesino Ramírez Rojas en los
establecimientos penales de Huacariz y El Milagro.

Anexo 67: Relación de gaslDs por concepto de asesoria legal en el ámbito internacional.

Anexo 68: Foto de Urcesino Ranirez Rojas antes de SU detención.

Anexo 69: Reladón de gastos por cooa!PlD de movilidad. Asesoóa legal en el ámbito interno.
Caso UrteSino Ramírez Rojas,

Anexo 70: Relación de gastos efect1lados por movilidad. Asesoría Legal en el ámbito
intemaeional. Caso Urcesino Ranirez Rojas
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Anexo 71: Resultado de los análisis de colesterol y V.o.R.L. efectuados por el

Laboratorio SABA en Cajamarca al señor Urcesino Ramirez, de fecha 06
de febrero de 1996.

Anexo 72: Constancia médica de atención post operatoria al señor Urcesino Ramírez
Rojas emitida por el Instituto Peruano de Seguridad Social (IPSS), de
fecha 12 de noviembre de 1998.

Anexo 73: Resultado de los análisis en general efectuados al señor Urcesino Ramirez
Rojas por el Hospital Regional de Cajamarca de fecha 22 de julio de 1999.

Anexo 74: Infonne Médico No. 156JMO DHII ESSAlUD 99 sobre el estado de salud
del señor Urcesino Ramírez Rojas elaborado por el Dr. Félix Castro Silva.
de fecha 21 de setiembre de 1999.

Anexo 75: Infonne No. 441-OO-INPE-DRN-EPST-DPTO-MED sobre el estado de salud
de Un:esino Ramirez Rojas efectuado por el Dr. Victor M. Bravo Alva. de
fecha 16 de noviembre del 2000.

Anexo 76: Infonne Médico sobre el estado de salud del señor Urcesino Ramírez Rojas.
elaborado por el Dr. Víctor M. Bravo Alva. médico cirujano del
Establecimiento Penitenciario "El Milagro" de Trujillo.

Anexo 77: Autorización de fecha 18 de julio de 2002 emitida por el Director del
Establecimiento Penitenciario "El Milagro" para el ingreso de alimentos de
la dieta ordenada por prescripción médica a Urcesino Ramirez Rojas.

Anexo 78: Autorización de fecha 21 de agosto de 2003 emitida por el Director del
Establecimiento Penitenciario "El Milagro" para el ingreso de alimentos de
la dieta ordenada por prescripción médica a Urcesino Ramírez Rojas.
Copia de solicitud de historias clínicas de fecha 22 de Setiembre de 2004
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